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PRÓLOGO

			Ya se ha dicho repetidas veces que prólogos y presentaciones son algo situado al principio de los libros para que nadie lo lea. Aunque comparto bastante este enunciado, no he sabido ni podido negarme a atender el ruego del profesor Francisco Alía Miranda por muy distintas razones.

			Primera y principal, por simpatía y empatía con el autor, cuya trayectoria personal conozco y admiro. 

			Segundo, porque la obra me ha parecido bien estructurada, instructiva y, desde luego, digna de ser publicada y leída. Debo reconocer que me comprometí a escribir el prólogo antes de leer el manuscrito. Como acabo de decir, no podía negarme. Después, a medida que iba avanzando en su lectura, me alegré de que el autor me hubiera distinguido con el encargo, pues rara vez se tiene la oportunidad de participar en un trabajo de tan singular planteamiento, concienzuda factura y riqueza intelectual. En historiografía, una síntesis de este tipo suele ser fruto, como es el caso, de una larga serie de trabajos escalonados, elaborados a lo largo del tiempo y producto de diversos proyectos de investigación, y es muy poco común que un solo autor y de una sola vez sea capaz de pulir y engarzar cada una de las teselas necesarias para formar el mosaico definitivo.

			Y tercero, por mero sentido del deber, en mi condición de presidente de la Asociación Española de Historia Militar, a la que el profesor Alía pertenece desde su creación y me acompaña en su equipo gestor, en el que ha desempeñado labores tan importantes como la de organizar con gran éxito nuestro cuarto congreso internacional, celebrado en Madrid en junio de 2017, logrando que cuantos participaron en él lo valorasen como el evento académico mejor organizado que habían conocido.

			Es bien sabido —y fíese de mi palabra, apreciado lector, si no lo sabía— que Francisco Alía lleva muchos años dedicado a dar lustre a la historia militar y a laborar para que esta materia ocupe el lugar que le corresponde en los ambientes académicos, habiéndose dejado las pestañas en los archivos y los euros en adquirir y empaparse de la bibliografía más actualizada. Y como si se hubiese encarnado en un paradigmático marine, Semper fidelis a la senda marcada, ha plasmado sobre el papel el resultado de sus investigaciones de manera tan lúcida que sus libros no solo han merecido laureles académicos, sino también el más meritorio de convertirse en obras de referencia obligada y de ocupar un preferente lugar en las bibliotecas de especialistas y aficionados a estas cuestiones.

			No pretendo que quien haya llegado a este punto continúe leyendo estas líneas; le recomendaría que se ahorre el trabajo y vaya directamente a las escritas por el autor, que sin duda le resultarán mucho más atractivas e interesantes. No obstante, es obligación del prologuista enmarcar de alguna forma la obra presentada, al objeto de poner en situación al lector que em­­prende su lectura.

			Ningún analista podrá poner en duda que los militares han desempeñado un papel determinante en la historia de España. Durante el Renacimiento, los ejércitos fueron piezas fundamentales en la evolución y desarrollo de la estructura estatal. En época de la Ilustración, gran parte de la Administración central, colonial y regional fue gestionada por militares, y oficiales de Artillería e ingenieros sentaron las bases del progreso tecnológico e industrial. El liberalismo llegó de la mano de la oficialidad decimonónica, y la primera revolución democrática con Prim. Siguieron después cincuenta años de pretorianismo, cuando el Ejército se erigió en poder tutelar del Estado, y otros tantos de militarismo, durante los cuales asumió funciones totalizadoras sobre su propio país.

			A la vista de lo anterior, resulta incomprensible la escasa atención prestada por los investigadores, hasta hace muy pocos años, a tan transcendental parcela de la Administración pública. En realidad, hasta la muerte de Franco, casi todas las obras históricas publicadas sobre el Ejército iban firmadas por mi­­litares profesionales. Durante el franquismo, el tema se con­­sideró tabú y el mundo académico soslayó profundizar en la historia de aquella temida y desconocida institución. Salvo esfuerzos aislados, solo los hispanistas y algún militar universitario cultivaron y alcanzaron cierto relieve en este campo.

			Afortunadamente, desde 1975 la historia militar se ha ido abriendo paso en los ambientes académicos. Inicialmente, de la mano de los catedráticos Carlos Seco Serrano, en la Uni­­versidad de Barcelona, José Cepeda Adán, en la de Granada, y Manuel Espadas Burgos, en el Consejo Superior de Investi­­ga­­ciones Científicas. Su decidida apuesta por abordar y desarrollar el tema creó escuela, varios de sus discípulos fueron publicando notables trabajos que mejoraron y ampliaron el conocimiento de tan apasionante parcela historiográfica y el desolado panorama anterior se enriqueció notablemente. 

			Sorprende, sin embargo, la unidad de criterio de los investigadores al denunciar, en la introducción de prácticamente todas las obras aparecidas por aquel entonces, la carencia de un libro que ofreciese una visión de conjunto de la trayectoria de la institución militar, similar al que el lector tiene ahora en sus manos. 

			Para encontrar algún precedente es necesario remontarse a 1967, cuando la Universidad de Stanford editó la tesis doc­­toral de Stanley G. Payne, considerada aún un clásico en su género. Al año siguiente, Juan Tomás de Salas la tradujo y la editorial Ruedo Ibérico la publicó en París; después de muerto Franco se reeditó en Madrid, revisada y con otro título, y diez años después se volvió a imprimir su versión original traducida (Payne, 1968, 1976 y 1986). Aunque estereotipada y con ciertas carencias interpretativas, algo común en los trabajos de los hispanistas anglófonos, su consulta y referencia continúa siendo obligada para abordar cualquier estudio sobre el papel de los militares en la vida política española, particularmente durante el primer tercio del siglo XX.

			Poco después, el entonces joven capitán Miguel Alonso Baquer, recién doctorado en Geografía e Historia, salió al paso de las tesis y planteamientos del hispanista estadounidense. Aquel pequeño libro del hoy general Alonso, que durante varios años ocupó el cargo de secretario permanente del Instituto Español de Estudios Estratégicos, es una interesante reflexión sobre el intervencionismo militar decimonónico, que continúa siendo válida pese al tiempo transcurrido desde que fue escrita (Alonso, 1971).

			Trascurridos casi treinta años desde su aparición y enteramente agotada la edición, el libro del periodista José Ramón Alonso se ha convertido en otro clásico sobre el tema del intervencionismo militar. Su contenido resulta muy válido para el estudio de los siglos XVIII y XIX, pero, hombre al fin y al cabo de su tiempo, el autor es poco objetivo a la hora de abordar el papel de la oficialidad durante el primer tercio del siglo XX, límite posterior de la obra (Alonso, 1974).

			Prácticamente a la vez, se publicó una monografía sobre los orígenes del poder militar en España, obra de un hispanista británico. Debido a la oportunidad del momento de su publicación, el libro tuvo mayor difusión y repercusión de las que hubiera recibido de haber aparecido después de la traducción del libro de Payne (Christiansen, 1974). Muy superada actualmente, aquella monografía sigue siendo reiterativamente citada por cuantos emprenden el estudio del intervencionismo militar en el siglo XIX, acostumbrándose a ignorar obras mu­­cho mejor elaboradas y más documentadas y actualizadas, como alguna de las aquí reseñadas.

			Pablo Casado Burbano, por aquellas fechas joven profe­­sor de Derecho de la Universidad Complutense, publicó un concienzudo estudio sobre el radical cambio de estructura y mentalidad de los ejércitos, derivado de la Revolución francesa e introducido en España por los constitucionalistas gaditanos (Casado, 1982). Su obra, junto con la aparecida pocos años después de mano del entonces oficial del Cuerpo Jurídico Militar y hoy catedrático de Derecho Constitucional en la Universidad de Santiago de Compostela, Roberto Blanco Valdés, supera con creces la de Christiansen y analiza con maestría este importantísimo periodo revisionista del modelo castrense de la Ilustración, que sentó las bases del Ejército del liberalismo (Blanco, 1988).

			Como productos igualmente universitarios, surgidos de la escuela de Barcelona bajo la dirección y magisterio de Carlos Seco Serrano, aparecieron también en la década de los ochenta cuatro obras fundamentales para comprender los claroscuros de las relaciones cívico-militares durante los siglos XIX y XX. La primera en publicarse fue la de Manuel Ballbé, referencia imprescindible para conocer los cometidos que el liberalismo asignó al Ejército, e interpretar las consecuencias derivadas del desempeño de la función encomendada (Ballbé, 1983). Al año siguiente, su maestro publicó un meditado y documentado ensayo sobre el fenómeno del militarismo (Seco, 1984). Poco después se editó el ilustrativo libro de Joaquim Lleixá sobre la trascendencia y significado del empleo de la jurisdicción castrense como instrumento represivo (Lleixá, 1986), y el primero de los muchos que nos legaría Gabriel Cardona, síntesis clara y sencilla sobre las causas y el desarrollo del intervencionismo militar en política (Cardona, 1990).

			Para cerrar el tema de estas obras de conjunto, se hará mención de un breve manual, escrito por el autor de estas líneas, que constituye el primer intento de integrar en un solo volumen la historia de la institución castrense, desde su configuración en los albores del siglo XVI hasta la culminación a comienzos del siglo XXI de las grandes reformas militares iniciadas durante la Transición (Puell, 2005). No se trata de la gran historia militar que se merece nuestro país, pero sí de una primera aproximación de suma utilidad para cuantos pretendan obtener una visión de conjunto de la estructura y funcionamiento del Ejército de Tierra.

			Centrando ahora la mirada en las obras enfocadas al estudio de un periodo histórico concreto, la historiografía político-militar ha prestado notable atención a la época de la Restauración, en contraste con la concedida a los periodos inmediatamente anteriores y posteriores. Además, los diversos autores han interpretado la política militar canovista con planteamientos a menudo divergentes, lo que ha dado lugar a cierta controversia entre los especialistas del tema.

			El grupo más conservador, ligado a la Fundación Cánovas del Castillo y liderado por Carlos Seco Serrano y José María García Escudero, tendió a resaltar los beneficios políticos de la presunta neutralidad del Ejército para la estabilidad del sistema. Los más críticos afirman todo lo contrario, es decir, que Cánovas cometió serios errores políticos a este respecto, y que toleró e incluso alentó planteamientos pretorianos que conducirían en pocos años a la instauración de un régimen militarista en España.

			Ricardo Lezcano escribió la primera monografía que trató específicamente este tema, desarrollando lo expuesto por Payne, Alonso Baquer y Christiansen en obras de contenido más amplio. Su obra sigue siendo punto de referencia obligada para comprender las bases y el desarrollo del militarismo y de la autonomía del poder militar durante el siglo xx (Lezcano, 1978).

			De nuevo desde la escuela de Barcelona, surgió algo después un excelente análisis sobre la prensa militar de la Res­­tauración, que destaca la importancia e influencia adquiridas por estos diarios, responsables en buena medida de que la oficialidad asimilara que su principal tarea era la tutela del régimen canovista (Vanaclocha, 1981). El mismo año, otro hispanista continuó explotando el filón descubierto por Payne y Christiansen (Headrick, 1981). Su libro aportó pocas novedades y hoy carece de especial relevancia, una vez publicados los excelentes trabajos de diversos autores españoles, como Ballbé, Cardona, Lleixá, Núñez Florencio, Seco Serrano o Vanaclocha.

			Para finalizar con el siglo XIX, el Departamento de Historia Contemporánea de la UNED organizó un ciclo de conferencias con ocasión del centenario de la muerte de Cánovas, entre las que se incluyó una dedicada a analizar la aparición y los primeros síntomas de militarismo en las Fuerzas Armadas españolas, sustentado en la defensa de un poder militar autónomo y no sometido al resto de poderes del Estado, tal como se mantuvo vigente durante los cincuenta años centrales del siglo XX (Puell, 1998).

			Adentrándonos ya en el pasado siglo, la larga duración de los regímenes militaristas implantados en 1923 y en 1936, junto al papel desempeñado por las Fuerzas Armadas durante los años de la Transición, han captado la atención de los investigadores españoles, por lo que se puede decir que esta vez ganaron la batalla a los omnipresentes hispanistas de etapas anteriores.

			Ordenadas por fecha de aparición, destaca la excelente monografía de la profesora estadounidense Carolyn P. Boyd sobre el pretorianismo, la cual, aunque peca de excesivos tópicos interpretativos, es muy útil para conocer la gestación de los regímenes militaristas de Primo de Rivera y de Franco (Boyd, 1990). El mismo año, un discípulo de Manuel Espadas Burgos publicó una obra clave para comprender el origen, causas y desarrollo del matiz antimilitarista, que, junto al pacifista, caracterizarían la mentalidad colectiva de la sociedad española durante el siglo XX (Núñez, 1990). Para la dictadura de Primo de Rivera, existe un óptimo estudio sobre la organización, reformas y significado de la institución castrense, publicado por otro de los discípulos de Espadas Burgos (Navajas, 1991). Y, por último, y de la mano esta vez de un discípulo de Gabriel Cardona, Juan Carlos Losada, otro comprensivo estudio del intervencionismo militar en el siglo XX, que permite hacerse una buena idea de su evolución y disponer de una visión de conjunto del problema (Busquets y Losada, 2003).

			Sobre las causas, organización y desarrollo del golpe de Estado que originó la Guerra Civil y, en última instancia, la larguísima dictadura franquista, hay que remitirse sin duda al meticuloso estudio del autor de este libro, probablemente el mejor compendio de lo acaecido en la primavera y verano de 1936 (Alía, 2011). Complementariamente al anterior, también conviene citar otros dos trabajos, escritos en este caso por el prologuista, sobre las tensiones surgidas en el seno de los cuadros de mando del Ejército republicano, que coadyuvaron al fracaso del golpe y a que este degenerase en una guerra (Puell, 2012 y 2013).

			Y sobre las características del Ejército que se alzó con la victoria y se convirtió en el principal sostén del régimen hasta la muerte del dictador, contamos con varios libros sumamente ilustrativos: un concienzudo análisis de los rasgos ideológicos de la oficialidad de la posguerra (Losada, 1990); la visceral descripción de las deficiencias de la organización militar en tiempos de Franco, escrita por un coronel retirado, muy radical en el planteamiento y no siempre fiable en el contenido (Aguilar, 1999); un excelente estudio prosopográfico del generalato del periodo (Cardona, 2001); otra magnífica descripción de aquel Ejército, mucho más profunda y objetiva que la antes citada (Cardona, 2003), y por último, una obra colectiva que recoge las más recientes investigaciones realizadas acerca de esta época (Puell y Alda, 2010).

			El periodo conocido como transición y consolidación de la democracia ha suscitado una ingente bibliografía relacionada con las Fuerzas Armadas, aunque la brevedad de estas páginas obligue a detenerse exclusivamente en las obras más singulares. Entre ellas destacan, por orden de aparición, la biografía del general Gutiérrez Mellado (Puell, 1997); un mi­­nucioso análisis sobre la actitud de la oficialidad de la épo­­ca ante la reforma política (Fernández, 1998); un ensayo de carácter casi testimonial sobre la propia reforma de las Fuerzas Armadas (Serra, 2008); un estudio académico sobre este mismo tema (Or­­tega, 2009), y otro sobre el papel desempeñado por la Unión Mi­­litar Democrática (Gómez, 2013).

			Mayor todavía fue la literatura surgida en torno al golpe de Estado del 23 de febrero de 1981. La brevedad obligará una vez más a citar exclusivamente las obras de carácter historiográfico y a desechar las muchas escritas por periodistas e incluso las testimoniales. Entre las primeras, destacan por encima de todo las salidas de la pluma de Roberto Muñoz Bolaños, que lleva varios años dedicado a desvelar las diversas tramas golpistas de finales de la década de los setenta y primeros años de los ochenta, entre las que llama especialmente la atención su voluminoso volumen dedicado al estudio del 23-F (Muñoz, 2015). 

			Queda únicamente animar, a cuantos hayan sido capaces de llegar a este punto, a leer con detenimiento y atención obra del profesor Alía y esperar que compartan conmigo la misma satisfacción que me produjo su lectura.

			Fernando Puell de la Villa

			Presidente de la Asociación

			 Española de Historia Militar

			


INTRODUCCIÓN

			EL MILITARISMO EN EL SIGLO XIX

			“La guerra todavía es, a veces, la pasión de los gobernantes, pero ya no es la pasión de los go­­bernados” 

			(Benjamin Constant, De la libertad de los antiguos comparada con la de los modernos, 1819).

			


El objetivo principal de esta monografía consiste en analizar la intervención del Ejército en la política española durante el siglo XX1. A partir del conocimiento de la historia del Ejército y de la historia militar de España, temáticas de las que hay abundante y buena bibliografía, se pretende explicar la historia de España desde los distintos modos de intervención de los militares en la política, que han condicionado el desarrollo de la mayor parte de sus diversos periodos. El Ejército español, hasta hace muy pocos años, actuaba unas veces como grupo de presión para influir en las decisiones del poder civil, y se convertía en una espada de Damocles que lo atenazaba y amenazaba. Otras, lo suplantaba directamente, tras cambiar gobiernos y regímenes políticos a su antojo.

			¿Por qué el Ejército español ha resultado tan determinante en la política española contemporánea?, ¿cuáles han sido las formas de intervención más o menos visibles?, ¿cómo es posible que en España haya sido mucho más trascendental el protagonismo de los militares que en otros países de su entorno? Estos son solo algunos de los numerosos interrogantes a los que pretendemos dar respuesta, aunque es difícil encontrar una única explicación. Las razones que encontramos en unos casos son claras y evidentes, pero en otros permanecen más ocultas. Además, cada periodo necesita su análisis particular, porque no se puede elevar una interpretación general sin atender las circunstancias nacionales e internacionales del momento. 

			Para lograr explicar lo sucedido a lo largo del siglo XX, se ha­­ce preciso empezar por intentar comprender, aunque sea de una forma muy general, la época precedente, el siglo XIX, donde se conforma el sistema político, social y económico en el que, con múltiples diferencias, vivimos en la actualidad. La historia contemporánea de España nace con una guerra, la guerra de la Independencia (1808-1814), contra la Francia de Napoleón Bonaparte. Durante todo el siglo XIX, prácticamente no hay año en el que no se sucedan guerras, intervenciones militares exteriores y expediciones de prestigio o pronunciamientos militares. Se trataba, sin duda, de una “nación en armas”. El siglo se cierra, prácticamente, con otra guerra, esta vez contra los Estados Unidos de América, cuya derrota supone la pérdida de las últimas posesiones del imperio colonial español: Cuba, Filipinas, Puerto Rico y la isla de Guam, en 1898. Ante estas circunstancias excepcionales, el Ejército adquiere gran importancia no solo en los presupuestos, sino también gobernando, controlando, presionando o modificando los regímenes y gobiernos a su antojo. La Primera República (1873-1874) fue el único régimen político que llegó al poder en el siglo sin necesidad de intervención militar.

			Además de las continuas guerras civiles, guerras contra ejércitos invasores o guerras en ultramar en defensa del imperio, la debilidad del sistema político facilitaba la preponderancia militar en la sociedad, como puente generacional e histórico entre la preponderancia aristocrática del siglo XVIII y la preponderancia burguesa de fines del XIX. España estaba en un profundo proceso de cambio. El liberalismo político y el capitalismo económico intentaban acabar con la vieja y obsoleta estructura social del absolutismo y con la pobreza de la mayor parte del país. La lucha entre absolutistas y liberales fue dura y larga. Fruto de ella es la intervención del Ejército, por primera vez y de modo decisivo, en 1814, con el pronunciamiento absolutista del general Francisco Javier Elío, que restablece el poder absoluto de Fernando VII hasta un nuevo pronunciamiento militar, esta vez de carácter liberal, protagonizado por Rafael del Riego en 1920 en la localidad sevillana de Las Cabezas de San Juan.

			Las reformas liberales, como en la mayor parte de países europeos, se intentaban asentar en medio de revoluciones, guerras y otras manifestaciones violentas. El proceso no resultaba fácil ni pacífico, y se distinguía por continuos avances y retrocesos. La burguesía, la nueva clase social del liberalismo, era incapaz de imponerse con claridad a la vieja aristocracia y de implantar un amplio proyecto de modernización e industrialización. 

			La revolución burguesa y liberal comienza a asentarse de forma definitiva durante el reinado de Isabel II (1833-1868), a partir de una abundante legislación. Las fuerzas liberales que aspiraban a construir una sociedad burguesa tuvieron un proceloso camino de luchas y pactos con las fuerzas del Antiguo Régimen desde 1834, sobre todo con la aristocracia y la Iglesia. En 1851, el régimen firma el Concordato con la Santa Sede, que suponía por parte del poder eclesiástico asumir la desamortización de sus bienes y la pérdida de gran parte de su influencia política. La primera guerra carlista, entre 1833 y 1839, donde se enfrentaban nuevamente liberales y absolutistas (carlistas), resultaría determinante en el proceso, porque como había sucedido durante la guerra contra los franceses, el conflicto había provocado una serie de reformas políticas, sociales y económicas impensables en años de paz y por voluntad propia de las autoridades.

			El régimen isabelino se ha conocido como el “régimen de los generales”. Los altos mandos militares venían a llenar el vacío de líderes políticos relevantes y carismáticos, tanto moderados como progresistas. Generales como Ramón María Narváez, Baldomero Espartero y Leopoldo O’Donnell habían obtenido tanto prestigio y popularidad en las continuas guerras que sostenía el país, sobre todo las carlistas, que suponían un recambio fácil. Pero la intervención de un contado número de generales en la vida pública del país no desembocó en la implantación de un sistema militarista. Tampoco lo pretendían. Los altos mandos militares usaron la tropa para aupar al poder a su partido político.

			Los propios políticos civiles, en muchos casos, eran los que promovían la intervención de los más influyentes generales, favoreciendo, naturalmente, sus propios intereses. Tra­­taban de imponer, con el apoyo militar, la opción político-social que defendían como solución para construir una nación más estable y fuerte tanto económica como políticamente. Los partidos políticos solían estar divididos en numerosas facciones y contaban con escaso apoyo popular, por tratarse generalmente más de asociaciones de notables que de partidos impulsores de la movilización ciudadana.

			Así, la vida política transcurría, con cierta normalidad, entre guerras, pronunciamientos, presiones, reclamaciones y otras formas casi cotidianas de intervencionismo militar. El trono de Isabel II se derrumbó “cuando murieron los espadones que lo sustentaban con su prestigio castrense. La reina no supo, o quizás no quiso, captarse a los hombres de su relevo generacional, y los generales la abandonaron a su suerte. Uno de ellos, Prim, capitalizó el descontento general y la mayor parte del país se alineó detrás de su sable revolucionario por la fuerza de la costumbre” (Puell, 2005: 105-106).

			Una de las formas más frecuentes del intervencionismo político del Ejército español durante el siglo XIX fue el pronunciamiento, término que ha legado España al argot militar internacional, pues se usa en otros idiomas sin traducir. A lo largo de aquella centuria se pudieron contabilizar hasta 26 pronunciamientos militares. Todos ellos se hicieron por unas claras razones ideológicas.

			Durante el reinado de Fernando VII (en realidad hasta 1873) los pronunciamientos son para restaurar la Constitución o para restablecer el orden absolutista. Después son en favor de la moderación o del progresismo, de la república o de la monarquía; en resumen, los pronunciamientos del primer periodo los llevan a cabo unos militares idealistas que movilizan a la tropa, para lograr unos objetivos políticos que concretan en una arenga que pronuncian ante aquella, o en un manifiesto que lanzan al país (Busquets, 1982: 22).

			 En muchos casos, estaban influenciados por la ideología más en boga del siglo, el romanticismo, que exaltaba las actitudes rebeldes, aunque la consecuencias en caso de fracaso eran muy duras: “O la faja o la caja”, exclamaría el general Prim al ser reprimido públicamente cuando en 1843 fue enviado a Barcelona para sofocar un levantamiento. El vencedor solía recibir la faja de general y el perdedor, el ataúd, es decir, la caja.

			El primer pronunciamiento de la historia moderna de España fue el protagonizado por el general Elío, en 1814, para ponerse a disposición del nuevo rey Fernando VII y del absolutismo, frente al desafío liberal de los diputados de las Cortes de Cádiz. El último del siglo XIX sucedió en 1886, en pleno régimen de la Restauración, protagonizado por el general republicano Manuel Villacampa. Constituyó un clamoroso fracaso. Los sublevados pretendían ocupar los Ministerios de Gobernación y Guerra, pero todo quedó en unos cuantos militares gritando por algunas calles de Madrid “¡Viva la República!”, seguidos de una “turba de chiquillos”, como confesaría uno de los involucrados, lo que daba un aire de sainete a la rebelión. 

			El régimen político de la Restauración logró acabar con esa amplia relación de pronunciamientos militares durante los últimos 13 años del siglo XIX y 22 más del siglo XX. Parecía un contrasentido, un sistema implantado gracias al pronunciamiento de los generales Luis Dabán y Arsenio Martínez Campos, el 29 de diciembre de 1874 en Sagunto (Valencia), ahora acababa durante un amplio periodo, hasta entonces desconocido, con los levantamientos militares. A Antonio Cánovas del Castillo, artífice del nuevo sistema político, no le quedó más remedio que aceptar los hechos consumados. Él venía trabajando minuciosamente junto a distintas fuerzas políticas y militares para restaurar la monarquía borbónica en favor del hijo de Isabel II por vía pacífica, gracias al apoyo popular.

			Desde el comienzo del reinado de Alfonso XII, Cánovas tuvo como objetivo prioritario hacer un sistema político estable. Para ello, necesitaba unos partidos políticos fuertes y un Ejército fiel. Lo primero lo logró aprovechando un contexto nacional e internacional propicio. El liberalismo permanecía ya sólidamente asentado en el país, en un marco mundial caracterizado por la estabilidad lograda por el sistema de alianzas internacionales que implantó el canciller alemán Otto von Bismarck tras la guerra franco-prusiana, finalizada en 1871. 

			Cánovas, hombre de enorme talento intelectual y político, basó su sistema en el turno de dos grandes partidos, el Conservador y el Liberal, que reforzaran el poder del Estado, aunque para ello tuviera que sacrificar derechos y libertades. Tras la prematura muerte de Alfonso XII, en 1885, los líderes de ambas formaciones políticas firmaron el denominado Pacto del Pardo, para regular el funcionamiento del sistema de turno. Hasta ese momento, el turno entre los partidos dinásticos distó de ser pacífico, pues estuvo influenciado por las presiones militares. Fue, precisamente, la presión del movimiento republicano la que llevó a Cánovas y Sagasta a cerrar el acuerdo, en un momento tan crítico como el de la muerte del monarca y la formación de la nueva regencia, en poder de María Cristina, viuda de Alfonso XII. El turno pacífico era la única salida para asegurar el poder de conservadores y liberales y relegar a la oposición política crítica, constituida principalmente por socialistas, republicanos y carlistas, hacia el régimen liberal. 

			La exclusión política explica los últimos levantamientos militares, aunque nunca llegaron a inquietar al régimen, que hasta la muerte de sus principales líderes políticos, el conservador Cánovas en 1897 y el liberal Práxedes Mateo Sagasta en 1903, gozó de fuertes basamentos. Los militares de tendencia republicana, especialmente los agrupados en la Asociación Republicana Militar, prepararon tres pronunciamientos, todos ellos fallidos, guiados desde el exilio por el “conspirador compulsivo” Manuel Ruiz Zorrilla. El primero se llevó a cabo el 5 de agosto de 1883, en Badajoz, con repercusión en La Seu d’Urgell y Santo Domingo de la Calzada. El segundo fue el 27 de abril de 1884, en Santa Coloma de Farners, simultaneado con la incursión a través del Pirineo del capitán Mangada. El último sucedió en Madrid, el 19 de septiembre de 1886, capitaneado por el general Villacampa. Este pronunciamiento, como se ha podido ver, constituyó el epílogo de la larga tradición de pronunciamientos en España durante todo el siglo, a la vez que el último signo de vitalidad subversiva del republicanismo militar durante muchas décadas.

			A partir de entonces, el republicanismo radical planteaba su batalla contra la monarquía como una lucha política de oprimidos contra opresores, de la oligarquía gobernante contra el pueblo pisoteado, exaltando al obrero explotado, al jornalero hambriento, al emigrante, a la clases medias arruinadas. “El molde de este discurso podía ajustarse con facilidad a una lucha que no había sido la del progresismo: la de los trabajadores contra las clases dirigentes. Y esa lucha podía librarse por métodos nuevos que sirvieran para superar el agotamiento del insurreccionalismo militar” (Higueras, 2016: 400). 

			El propio líder político del republicanismo, Ruiz Zorrilla, encabezaba la nueva estrategia, desacreditando la larga serie de conspiraciones “en grupitos, sin sentido común”, que desprestigiaba la causa política del republicanismo. Tras su muerte, en 1895, los republicanos del Partido Republicano Progresista tuvieron cada vez menor visibilidad y, a principios del siglo XX, unos acabaron militando en el Partido Reformista de Melquíades Álvarez y otros, los que se reconocieron como la corriente heredera del legado del político revolucionario, en el Partido Republicano Radical de Alejandro Lerroux. 

			El carlismo, a partir de su derrota en los campos de batalla en 1876, buscó también una nueva imagen y se convirtió en un movimiento político, un partido, que empleó los mismos instrumentos políticos que los demás existentes, aunque encontró en su seno grandes resistencias. “El cambio de imagen del carlismo, desde movimiento insurreccional y divorciado de las formas de hacer política propias de la época liberal, hacia su integración en un sistema de política consolidada no tuvo nunca un éxito decisivo” (Aróstegui et al., 2003: 232). El carlismo seguiría entre los dos siglos asociado a su imagen combativa y belicosa, como pudo demostrarse a partir de las actividades de los requetés en la preparación y desarrollo de la sublevación militar de 1936.

			Aunque de momento se acabaron las intervenciones directas tipo pronunciamiento, porque el Ejército no creyó amenazadas las esencias del régimen, los militares siguieron conservando un gran poder en cuestiones de orden público, como ha estudiado Ballbé (1983). La Restauración no quiso legislar al respecto, y dejó las cosas como estaban. En 1822, se había encargado al Ejército el mantenimiento de la paz social, por lo que esta institución fue convirtiéndose en espina dorsal del poder interior del Estado. Luego, en 1867, en vísperas de la “Gloriosa”, se aprobó en Cortes la Ley de Orden Público, que establecía tres situaciones: normal, de alarma y de guerra. El poder legislativo no podía controlar la declaración de estos dos últimos estados excepcionales. De 1870 procede la ley por la que se estipulaba que en el estado de guerra la autoridad militar asumía todos los poderes. Estuvo vigente hasta 1933. Cánovas pensaba que solo por la fuerza de las armas, el régimen sería capaz de contener cualquier estallido revolucionario, procediera del carlismo, del republicanismo o del internacionalismo.

			La defensa del régimen se encomendó a los ejércitos, acudiendo a dictar las más radicales medidas de excepción siempre que se consideraron necesarias. Para ello, era preciso garantizar su fidelidad al régimen, sin fisuras internas y alejado de las contiendas políticas. Cánovas creyó poder lograr este objetivo mediante cuatro actuaciones simultáneas: conferir el empleo de capitán general al monarca, dotar de papel político institucional a las Fuerzas Armadas, conceder amplia autonomía interna a los Ministerios de Guerra y Marina, y restringir determinados derechos políticos individuales a los profesionales de la milicia (Puell, 1998). 

			El Ejército llegó a considerarse un estamento autónomo, dotado de estructuras de poder paralelas a la Administración civil del Estado. Mientras, los militares continuaron interviniendo activamente en la vida pública, adscritos a los distintos partidos políticos. A pesar de lo repetido de la afirmación, con Cánovas los militares no volvieron a sus cuarteles ni erradicaron sus veleidades intervencionistas. “Por el contrario, el sistema canovista favoreció la creación de un poder militar autónomo, permitió su libre desarrollo durante el último cuarto del siglo XIX, y sentó las bases para que la institución Ejército llegara a monopolizar la vida pública española en los cincuenta años centrales del siglo XX” (Puell, 1998). Sus planteamientos en política de defensa y política militar adolecieron de graves defectos y dieron lugar a que los militares, actuando corporativamente, se independizaran del poder civil y después aplicaran soluciones castrenses a la gobernación del Estado. Vinculó estrechamente al rey con los ejércitos, dando carácter institucional, en un sistema parlamentario, a usos propios del Antiguo Régimen. Dejó en manos de los generales la política militar, lo que transformó a la oficialidad en un colectivo fuertemente corporativizado. 

			Además de poder autónomo y corporativo, el Ejército de la Restauración se volvió, ideológicamente, fuertemente conservador. Tras las guerras carlistas, Cánovas pensó en integrar a sus numerosos oficiales para buscar la reconciliación militar. Ello, junto a la purga de militares demócratas, terminó por definir al Ejército como una institución políticamente conservadora. 

			


CAPÍTULO 1

			DE DESASTRE A DESASTRE: ENTRE LA PÉRDIDA DE CUBA Y LA DERROTa DE ANNUAL (1898-1921) 

			CONSECUENCIAS DE LA PÉRDIDA DEL IMPERIO COLONIAL

			España perdió su imperio dos veces, en palabras del historiador Balfour (1997: 11). A principios del siglo XIX, en la década de 1820, las colonias del continente americano lograron su independencia después de prolongadas guerras. Esta pérdida fue debida, sobre todo, a la fragilidad del sistema imperial que había profundizado la nueva era de las revoluciones nacionales, en especial la invasión napoleónica de 1808 y el marasmo hacendístico que había provocado.

			El final definitivo del imperio español vino en 1898. El 25 de abril, el Congreso de los Estados Unidos declaró formalmente la guerra a España con el falso pretexto del hundimiento del acorazado Maine. Los intereses estratégicos y económicos primaban sobre cualquier otro. Ninguno de los dos países había querido la guerra, pero se vieron impulsados hacia ella por razones opuestas. España, porque consideraba que era la única forma de perder el imperio sin que costase el régimen. Para Estados Unidos, la guerra suponía la única forma de emprender la construcción de su propio imperio.

			Tras las derrotas españolas de Santiago, en Cuba, y de Cavite, en Filipinas, solo quedaba lugar para la resignación y la paz. Los combates fueron paralizados en virtud de un rápido armisticio. El 12 de agosto se procedió a la firma del Protocolo de Washington, que anunciaba para el 1 de octubre en París la apertura de negociaciones para el tratado de paz. El Tratado de París fue firmado el 10 de diciembre. España renunciaba a Cuba, Puerto Rico, Filipinas y la isla de Guam, lo que significaba el adiós definitivo a su imperio de ultramar. Nuevas potencias económicas reclamaban un espacio vital que los viejos imperios apenas podían sostener. El imperialismo comenzaba a redistribuir el mundo conforme a nuevos criterios.

			Después del Desastre del 98 ya nada volvió a ser igual en España, que comenzaba con mal pie el siglo XX. La pérdida de los restos del imperio colonial proyectó sobre la vida política una larga sombra y en todos los ciudadanos una gran desmoralización, que veían cómo se había desmoronado rápidamente “su mundo”, mientras los políticos, en un juego constante de riñas y culpas, apenas ofrecían soluciones nuevas. Cuando estalló la guerra con los Estados Unidos, una oleada de fervor patriótico inundó el país. Pocos fueron los que se opusieron. La guerra estaba presente en todas las conversaciones y en todos los espectáculos populares. En la prensa abundaban las canciones y los poemas sobre ella. Con la de­­rrota, la reacción popular fue llamativamente muda. La mayor parte de los españoles parecieron recibir la noticia con indiferencia, tal vez por la escasa sorpresa del resultado final. 

			Los acontecimientos de 1898 eran vistos por un sector importante de la sociedad española, que más tarde constituiría en buena parte la principal base social de apoyo a la dictadura del general Primo de Rivera, como la trágica culminación de extraviadas políticas y corrientes filosóficas ajenas a la identidad histórica de España, deudoras de la Ilustración. El desastre estimuló las angustiosas especulaciones sobre la historia y el alma de la nación española. Por todos lados se hablaba de las razones de la decadencia hispana y se ofrecían diversas propuestas prácticas para la redención. En estos años, se consolidó un extenso movimiento de opinión, que abarcaba a políticos, periodistas, escritores y filósofos liberales, principalmente, conocido como el regeneracionismo. Para los regeneracionistas y la Institución Libre de Enseñanza, proyecto pedagógico que había nacido en 1876, inspirado en la filosofía krausista, la reforma educativa y moral debía constituir el punto de partida para una gradual transformación de la sociedad.

			De todos los sectores de la sociedad española, los militares fueron los más traumatizados por el Desastre del 98, tal vez en mayor medida por la humillación de la derrota que por la pérdida efectiva de los restos del imperio colonial. En cuestión de pocos meses, pasaron de ser vitoreados a ser vilipendiados en la calle y en la prensa. En contrapartida, en muchos oficiales fue creciendo un latente rencor contra los políticos del régimen de la Restauración, por el modo en que los sucesivos gobiernos habían dirigido las guerras y por la carga de responsabilidades que venían haciendo algunos de ellos sobre el Ejército y sobre varios generales, en especial Valeriano Weyler, atacado continuamente en el Senado.

			También dirigieron su cólera hacia la burguesía, que consideraban que se movía exclusivamente por criterios económicos y egoístas que poco tenían que ver con el patriotismo. La regeneración que pretendían los militares era muy diferente a la solicitada por las Cámaras de Comercio, Cámaras de Industria y Cámaras Agrarias. Cada cual había extraído lecciones di­feren­­tes del desastre. Mientras los militares creían que se necesitaba un Ejército más poderoso, para lo cual había que destinar ma­­yores fondos públicos en la compra de armas y equipamiento, las Cámaras pedían recortes en los gastos militares para poder afrontar la inversión en infraestructuras. 

			 En distintos sectores de la población, surgió lo que se puede calificar como de “antimilitarismo larvado”. Antes de la guerra de Cuba, no se puede hablar ni de movimiento social ni de movimiento de opinión. Los conatos antimilitaristas, como algaradas contra las quintas o determinadas guerras, se presentaron como estallidos aislados que no lograron conformar un estado de ánimo o una actitud firme que se mantuviera más allá de las contingencias. El Desastre del 98 constituyó, en este como en otros muchos asuntos públicos, el catalizador de la protesta ante las actitudes y contradicciones de la política española. El antimilitarismo ya no era solo una actitud de sectores minoritarios, de determinados sindicatos obreros o grupos políticos de carácter radical, sino de partidos liberales o reformistas, agrupaciones profesionales, parte de la prensa, intelectuales y ciertas personalidades de distintos ámbitos de la sociedad (Núñez, 2001: 310-314).

			El desastre también provocó una oleada de protesta social en medio de un clima de desencanto popular con el régimen y con sus representantes, que coincidía además con el asesinato en 1897 de Cánovas del Castillo, una de sus principales señas de identidad. Esta crisis contribuyó a minar el consenso social, de por sí bastante frágil, y se incrementó la combatividad laboral. El motín fue la principal forma de protesta, que solo necesitaba de algunos ingredientes coyunturales para estallar. La primera oleada de protestas se originó a partir del aumento del precio del pan y de la harina, sucedido a principios de 1898 como consecuencia de la caída del valor de la peseta por las circunstancias de la guerra. A esta subida se unió la del impuesto de consumos sobre la comida, los combustibles y las bebidas. Al día siguiente del desastre de Cavite, el 2 de mayo de 1898, estalló el primer motín en Gijón. Posteriormente, fueron sucediéndose por gran parte del territorio español. Hasta entonces, los motines o algaradas habían sido normalmente encabezados por mujeres que no pretendían en ningún caso desafiar el orden social. Ahora las consignas de los amotinados, según puede seguirse en la prensa, eran más radicales: “¡Muera el Gobierno!, ¡mueran los burgueses!, ¡mueran los ricos!”. En Villarrobledo, provincia de Albacete, los amotinados llegaron a prender fuego al ayuntamiento (Panadero, 1985: 137), en claro desafío a las instituciones oficiales.

			LA GUERRA DE MARRUECOS Y SUS REPERCUSIONES POLÍTICAS

			La más trágica consecuencia del Desastre del 98 para todo el país fue la guerra de Marruecos, tanto por lo que conllevaba el gasto de recursos públicos en un nuevo conflicto bélico como por el protagonismo que con ella cogía de nuevo el Ejército. Se volvía al escenario que tantos éxitos militares y morales había producido a España entre 1959 y 1860, durante la denominada guerra de África o guerra de Tetuán. El Gobierno del general O’Donnell había declarado la guerra al Imperio de Marruecos por una excusa un tanto absurda: había reclamado al sultán un castigo ejemplar para los agresores cabileños de un desta­­camento español en los alrededores de Ceuta, pero Sidi Moha­­med IV no hizo nada. La guerra fue fácil y acabó después de cinco meses con una victoria española rotunda en los campos de batalla y en la escena política. Se presentó como una magnífica ocasión para mejorar la imagen de España en el exterior y reverdecer las viejas glorias de la época de los conquistadores, constituyendo un alarde de nacionalismo del pueblo español, que se negaba a asumir el papel secundario del país en la política internacional. La guerra fue, en palabras de Garrido Gui­­jarro (2014: 16-17), “un conflicto buscado expresamente por Es­­paña”, respuesta desproporcionada a los daños infringidos por Marruecos, sobre todo porque era fácil y rentable. Levantó y creó una oleada de patriotismo por todo el país. Se convirtió en una guerra romántica que generó imágenes imborrables que pasaron de inmediato a la imaginación popular a través de crónicas periodísticas y manifestaciones artísticas y literarias. Entre los más claros ejemplos, el libro Diario de un testigo de la Guerra de África, de Pedro Antonio de Alarcón, de gran éxito en el momento. 

			Tras la pérdida de Cuba, Filipinas, Puerto Rico y Guam, en 1898, las clases dirigentes españolas decidieron volver a África, quizás en recuerdo de los momentos de gloria que había de­­parado el Tratado de Wad-Ras, del 26 de abril de 1860. Era a lo único que se podían agarrar, aunque años antes apenas habían mostrado ningún interés ante el reparto del continente africano de 1888 por las principales potencias internacionales. También es cierto que España tampoco tenía fuerza para hacerse oír. 

			El Ejército había salido malparado militar y políticamente de la pérdida del imperio colonial. En apenas diez años, España estaba de nuevo en guerra, esta vez en África. El ejército de ultramar se reconvirtió rápidamente en ejército colonial. El 14 de febrero de 1908, las tropas españolas entraban en Marruecos con el objetivo de ocupar el puerto de Restinga, al sur del enclave español de Melilla, lo que realizó sin ninguna baja. Esta operación, justificada por la necesidad de mantener el orden en las cercanías de Melilla, señaló el comienzo de la invasión de Marruecos por España, que acabaría ocupando toda la región norteña hasta 1956.

			A partir de 1898, el sentimiento africanista venía ganando adeptos entre diversos colectivos peninsulares, especialmente entre empresarios, que veían la posibilidad de obtener suculentas ganancias en la explotación minera, y el estamento militar, o parte de él, que creía que el continente africano ofrecía una oportunidad para reconstituir sus glorias y hazañas. El neocolonialismo español se centró en Marruecos y eligió, en un primer momento, la penetración pacífica como la vía idónea para reafirmar sus aspiraciones en la costa norte del continente africano. Para muchos, España, sumida en una profunda depresión, necesitaba un nuevo ideal, y para ello se sirvió de una penetración cautelosa, inspirada por su clase política y comercial más dinámica. Además, con su prestigio internacional gravemente mermado, el norte de África se convirtió “en un instrumento propicio para realizar la incorporación de España al sistema de relaciones internacionales europeas. La esfera de los intereses norteafricanos permitió asegurar la supervivencia de España en un nuevo marco de relaciones exteriores en el que reingresó por motivos de supervivencia política, más que por motivos clásicamente imperialistas” (La Porte, 2001: 32).

			En la pugna internacional por el reparto de África, en 1906 se celebró la Conferencia de Algeciras. En ella, la diplomacia española dejó bien claro ante Francia, Alemania y Reino Unido sus pretensiones africanistas y su aspiración, aunque tardía, a entrar en el botín. Francia, que ya se había apoderado de la mayor parte del territorio marroquí, el terreno más fértil y pacífico en el sur, aceptó un área de influencia española en el norte, en la que debía cumplir el compromiso internacional de mantener el orden. La conferencia acordó también abrir Marruecos al comercio internacional garantizando la soberanía del sultán, que había firmado el tratado bajo presión de las grandes potencias. 

			El Acta de Algeciras consagraba las injerencias extranjeras en los asuntos internos del Imperio jerifiano. Las reformas que el sultán se veía obligado a realizar por imposición de las potencias extranjeras, especialmente la fiscal, así como la presencia de fuerzas de policía francesas y españolas en los puertos marroquíes, fueron creando entre la población un vivo sentimiento xenófobo, que no tardó en manifestarse en violentos disturbios contra los europeos (Madariaga, 2014). 

			La rápida invasión del país africano por parte de la diplomacia y del comercio europeo tuvo como efecto inmediato la desintegración de la autoridad del sultán, lo que condujo al Tratado de Fez de 1912. Por él, la comunidad internacional accedía a transformar las esferas de influencia francesa y española en un protectorado. Marruecos había dejado de ser una nación independiente. Todo ello incitó a una nueva guerra santa contra el cristiano, que convirtió el territorio marroquí en un auténtico avispero. 

			El territorio del protectorado español, de unos 20.000 kilómetros cuadrados, suponía tan solo una vigésima parte del territorio marroquí. La población estimada del mismo era de unos 650.00 habitantes, agrupados en 66 cabilas o agrupa­­ciones de tribus con cierta afinidad, distribuidas en cinco regiones naturales, todas ellas de terreno predominantemente montañoso. Estas duras condiciones físicas, a las que se sumaban las dificultades de comunicación y la oposición de buena parte de la población autóctona, hicieron más difícil la dominación española.

			El Gobierno español, además de cumplir sus compromisos internacionales, esperaba crear las condiciones necesarias para atraer a los inversores, consciente del enorme potencial de extracciones de hierro, cobre, plomo y otros minerales. Para ello, lanzó su ofensiva desde las ciudades portuarias de su influencia, tanto las del litoral atlántico, especialmente Larache y Arcila, como las del Mediterráneo: Ceuta, Melilla y Río Martín-Tetuán. Desde ellas se dirigieron hacia los territorios mineros del plomo y del hierro, sobre todo a los yacimientos de Beni Bu-Ifrur, Beni Said (los dos en el territorio del Kert), Beni Urriaguel (en el Rif), Beni Buzra y Beni Said (en Gomara y Yebala, respectivamente).

			Los dos incentivos más atrayentes para el capital peninsular lo constituían la minería, más por la calidad del hierro que por la cantidad de minerales, y la construcción de ferrocarriles, especialmente la línea Tánger-Fez. En total, se han contabilizado 23 empresas españolas en la zona del norte de Marruecos entre el periodo de 1907 y 1923 (Morales, 1976: 59-67). En 1921, 19 empresas españolas se habían apoderado ya de más de 41.000 hectáreas de territorio, sobre todo en el nordeste de Ma­­rruecos. En esa misma época, 10 empresas europeas no españolas (tres francesas, tres británicas y cuatro holandesas) controlaban más de 14.000 hectáreas de tierra. A ellas habría que añadir la extensión no calculada de tierras dedicadas al transporte de los minerales por tren hasta los puertos de la costa, desde los que se enviaban a Europa (Balfour, 2002: 351). 

			Las empresas dedicadas a la extracción del mineral de hierro y a la construcción del ferrocarril Tánger-Fez fueron las más capitalizadas. Los grandes nombres del capitalismo industrial español de la Restauración estaban presentes en los consejos de administración de estas compañías. La actividad empresarial de la oligarquía en el norte de Marruecos se canalizaba a través de los siete grandes bancos privados. Desde los consejos de administración de las sociedades anónimas, la oligarquía financiera logró llevar a cabo una penetración inversora en Marruecos al amparo de una acción colonial estatalmente sancionada y subvencionada. La pérdida del mercado colonial cubano y la repatriación de capitales allí invertidos tuvieron una gran influencia en esta nueva empresa económica en el norte de África. Estos capitales, sin objetivo claro desde 1898, junto a la reactivación de la economía española, claramente apreciada en 1908, alentaron al comercio catalán, al capital vasco y, en general, a los círculos financieros y bursátiles de Madrid a abrirse paso en la zona del protectorado, que presentaba buenas oportunidades de beneficios al amparo y protección del Estado (Morales, 1976: 67-68).

			La penetración europea suscitó una gran variedad de reacciones entre los marroquíes, desde la colaboración hasta la resistencia armada. En la mayor parte de los casos, el espíritu colaboracionista fue reflejo de supervivencia. En general, estuvo muy extendido un sentimiento de odio al atacante civilizador, como se presentaban los europeos, aunque en el fondo, los intereses espirituales y culturales estaban muy por debajo de los económicos, incluso de los del propio rey Alfonso XIII, hombre de negocios en Marruecos (Gortázar, 1986).	

			La guerra fue muy mal acogida por la mayor parte de la opinión pública española y por los propios soldados, en su mayoría reservistas pertenecientes a las clases más pobres, que no disponían de la suma de dinero necesaria que les librara del servicio militar y debieron dejar su trabajo y su familia. Los partidos y organizaciones republicanos, socialistas y anarquistas se esforzaban en presentar la guerra como un conflicto en el que los pobres eran enviados a morir para defender los intereses de los ricos. También los catalanistas y nacionalistas vascos y gallegos se manifestaban contrarios a la guerra.

			El problema más importante al que se enfrentaban las autoridades militares era el elevado número de evasiones ante los reclutamientos. Después de la aprobación en 1912 del servicio militar obligatorio, surgieron cientos de agencias denominadas “agencias de deserción”, para ayudar a los jóvenes a evadir la llamada al Ejército, y lo hacían sobre todo emigrando durante una temporada a Hispanoamérica. El número de mozos declarados prófugos se elevó considerablemente respecto al periodo de 1895-1898. Otro método de eludir el ser­­vicio era comprar un certificado médico que garantizara la exención, o, en caso de familias que no pudieran pagarse semejante truco, se recurría a la automutilación o a no comer. “En 1912 el 27 por 100 de los reclutas potenciales quedó exento por razones médicas, y en 1914 desertó el 22 por 100” (Balfour, 2002: 115). 

			Los soldados españoles tenían enfrente a unos experimentados guerrilleros. Los hombres de las tribus del Rif eran jinetes y montañeros expertos, buenos conocedores del terreno, al que se adaptaban con increíble facilidad. Sus creencias religiosas les aseguraban el paraíso si morían luchando contra el infiel. Evitaban los ataques frontales, luchando en grupos reducidos, por medio de emboscadas que desmoralizaban a las tropas españolas en cualquier movimiento.

			Los mandos españoles no hicieron ningún esfuerzo por adaptarse a las tácticas de guerrillas empleadas por los rifeños. Para la guerra de Marruecos no se aprovecharon las enseñanzas de las guerras en Cuba. Muy pocos de los jefes militares que habían combatido en ultramar dejaron sus experiencias por escrito. Como consecuencia de ello, los jefes, oficiales y soldados del Ejército español eran enviados a luchar en una clase de guerra para la que la mayoría no estaban preparados, lo cual debieron suplir con todo su celo, entusiasmo, abnegación y, en no pocas ocasiones, heroísmo personal y colectivo. También les costó mucho trabajo aceptar las innovaciones técnicas experimentadas en este conflicto. La radio y el teléfono sustituyeron a los heliógrafos, mientras los mulos iban desapareciendo por la incorporación al combate de camiones y aeroplanos, aunque la aviación no solo sirvió para transporte de hombres y enseres. Los aviadores españoles fueron pioneros en la formación de escuadrillas y en el lanzamiento de bombas específicamente concebidas para el bombardeo aéreo. Durante la campaña de 1909, se utilizaron por primera vez en combate las ametralladoras automáticas. En 1921, el Ejército español utilizó por primera vez carros de combate para apoyar el avance de la infantería. Había nacido el concepto de “guerra moderna” (Pinto, 2017).

			La guerra en Marruecos se tomó un descanso durante los años de la Primera Guerra Mundial (1914-1918), aunque las tropas españolas no pararon de sufrir sobresaltos, esta vez provocados por los militares más ociosos. 

			“Marruecos se presentó como la panacea para los problemas del elemento militar. El Protectorado ofrecía la posibilidad de dar rienda suelta al espíritu imperialista de muchos oficiales y de hacer brillantes carreras con rápidos ascensos. Mientras, en las guarniciones pe­­ninsulares, la oficialidad menos aventurada estaría condenada a llevar una vida mediocre. Su descontento profesional y malestar económico fraguó, en 1917, en el movimiento de las Juntas de Defensa” (Gajate, 2010: 104).

			El asociacionismo militar reivindicativo reaparecía coincidiendo con un momento de gran debilidad del poder civil, profundizado por la protesta social tras la paulatina desaparición de las condiciones de prosperidad económicas, generada a consecuencia del conflicto de la Primera Guerra Mundial, y por el auge del anarcosindicalismo y del pistolerismo. Pero también hay que apuntar otros factores nuevos, como la política militar del Ministerio de la Guerra del gabinete de Romanones (Seco, 2002: 384-393), que pretendió realizar una reforma del Ejército en uno de los momentos más inadecuados, en plena neutralidad de la Guerra Mundial, en plena acción en la guerra de Marruecos y en plena crisis institucional por el fracaso de 1898, en el que uno de los principales culpables ante la opinión pública era el estamento militar. 

			La reforma propuesta por el ministro Agustín Luque, en septiembre de 1916, pretendía reducir drásticamente la oficialidad, mandando a 4.800 oficiales a la reserva, y primar los ascensos por méritos de guerra. Esto suponía el beneficio a los militares “africanistas”, minoría frente a los militares que ejercían su función en la península, con pocas posibilidades de ascenso y partidarios de la denominada “escala cerrada”, es decir, de los ascensos por antigüedad. La reforma no solo no fue aprobada, sino que, en gran medida, provocó la caída del gabinete presidido por el conde de Romanones y la abierta oposición de las Juntas Militares de Defensa, organización no reconocida legalmente y de carácter secreto, aunque sus actuaciones fueran ya públicas y conocidas. En ellas se encuadraban unos 9.000 oficiales, según fuentes diplomáticas francesas, amplia mayoría de los militares profesionales peninsulares.

			Fracasado el gobierno de Romanones, en abril de 1917 tomó posesión el gabinete presidido por el liberal Manuel García Prieto. El nuevo ministro de la Guerra, el general Francisco Aguilera, envió el 9 de mayo una circular a todos los capitanes generales en la que les obligaba a prohibir las reuniones de los junteros y a detener a sus responsables. El 1 de junio, los junteros entregaron al capitán general de Cataluña un manifiesto en el que solicitaban para todo el Ejército “justicia y equidad”, por medio de reivindicaciones de tipo moral, técnico, económico y profesional, como aprobación de un reglamento interno, supresión de los ascensos por méritos de guerra y aumentos retributivos. “Publicado el documento, o tenía que claudicar el Poder público o tenía que claudicar el Ejército. Y sucedió lo peor que pudo suceder: claudicaron los dos”, diría el líder político Alejandro Lerroux, quien a partir de entonces profetizó la dictadura (Lerroux, 1930: 111).

			La fuerza de las Juntas se llevó por medio no solo a Aguilera en su breve carrera política, que dimitió el 11 de junio al ser liberados incomprensiblemente los junteros presos, sino a todo el Gobierno, solidario con el ministro de la Guerra. Como opinara el conde de Romanones (1999: 398), “Luchar abiertamente frente a una gran parte de los deseos del Ejército era temeridad. Someterse a ellos, flaqueza, y aún se hacía más difícil la situación con la actitud del Rey, que era opuesto a las Juntas de Defensa, pero no quería enajenarse las simpatías del Ejército”. El monarca no deseaba enfrentarse a las Juntas, consciente de que el Ejército era uno de los apoyos básicos de la monarquía, y ordenó directamente al capitán general de Cataluña la libertad de los junteros. El general Aguilera y muchos militares de tendencia liberal no se lo perdonarían nunca.

			El nuevo Gobierno, presidido por Eduardo Dato, no tardó en aprobar un incremento de la dotación de las clases de tropa y el crédito correspondiente en 1.189.860 pesetas, que certificaba el triunfo de las Juntas en una coyuntura difícil para el poder civil, con la efervescencia social y la huelga revolucionaria como telón de fondo. Eran tensiones típicas de los procesos de industrialización y modernización de la sociedad, junto con un importante crecimiento demográfico y una movilidad geográfica y laboral hasta entonces inusual.

			La resolución del problema de los junteros tuvo diversas consecuencias. Entre las más importantes pueden destacarse una militar y otra política. La primera tuvo dos vertientes: por un lado, agrandó la división del Ejército; por otro, contribuyó a crear la conciencia africanista, desarrollada ampliamente hasta los tiempos de la Segunda República (Mas, 1988: 34-36). La disputa de las Juntas generó una cultura distinta entre los militares africanistas respecto a los militares de la metrópoli. Esta otra cultura se caracterizaba “por su elitismo, por su desprecio a la fácil vida civil y, por extensión, a la vida en la guarnición tradicional, así como por un desdén creciente hacia el gobierno comandado por civiles” (Balfour, 2002: 65). 

			A esta consecuencia militar se iba a sumar la política. Los principales líderes políticos de la Restauración habían muerto, como Cánovas, en 1897; Sagasta, en 1903 y Canalejas, en 1912. Los partidos dinásticos eran cada vez más débiles y estaban más divididos, sin aparecer nuevos líderes carismáticos que supieran aglutinar y entusiasmar a sus militantes. Basados en clientelas de notables provinciales, se vieron zarandeados por el sufragio universal, que los obligaba a adoptar dinámicas de partidos de masas, y por la irrupción de los sindicatos. La exclusión política cada vez se hacía más complicada de mantener, con presencia en las Cortes y ayuntamientos de partidos regionalistas, republicanos y socialistas. Pero resistían a pesar de las dificultades, porque tenían muchos intereses propios y ajenos por defender.

			Los centros de decisión política estaban desplazándose hacia los cuarteles y el Palacio Real. Junio de 1917 significó una especie de punto de no retorno en ese deslizamiento (Juliá, 2003: 42-43 y Moreno Luzón, 2003). Durante los siguientes seis años, hasta el golpe de Estado de Primo de Rivera en 1923, se produjeron en España 14 crisis de Gobierno, se convocaron cuatro elecciones generales y hasta tres presidentes del Gobierno cayeron por directa presión militar, aunque también por falta de apoyo popular. Maura, líder conservador, lo expresó con la célebre frase: “La inmensa mayoría del pueblo español está vuelta de espaldas, no interviene para nada en la vida política”. 

			Las minorías y disidencias dentro de los partidos dinásticos hicieron cada vez más difícil la obtención de mayorías parlamentarias y el mantenimiento del turno político. Esto propició una elevada inestabilidad de los gobiernos y una constante necesidad de disolución de las Cortes y celebración de elecciones, además de un abuso de la aplicación del artículo 29 de la ley electoral de 1907, que propiciaba el encasillado. En las últimas elecciones del régimen de la Restauración, convocadas para abril de 1923, fueron proclamados de forma directa un total de 146 diputados de 437 escaños (33,40%), la cifra más alta de todo el siglo. Salvo diez, el resto eran de los partidos turnantes. 

			El militarismo estuvo a partir de entonces más volcado al interior. El Ejército intentó seguir manteniendo una alta cuota de poder pero sin tanto desgaste, actuando desde dentro del sistema político, olvidándose de intervenciones golpistas tipo Pavía, pero con grandes atribuciones en defensa y en orden público, principalmente. “Las fuerzas armadas alcanzan así, teórica y prácticamente, el estatus de un Estado dentro del Estado” (Núñez, 2001: 308). Algunos han calificado a esta situación de “militarismo de faena”: “suplantación que la Administración militar hace en España de funciones que en otros países de nuestro horizonte cultural fueron encomendando a políticos y funcionarios civiles” (Vallés, 1985).

			Huelgas, agitación social y pistolerismo fueron componentes habituales de la vida cotidiana desde agosto de 1917 hasta septiembre de 1923. El denominado “trienio bolchevique”, entre 1918 y 1920, consistió en una serie de conflictos locales dispersos pero sindicalmente coordinados, de violencia variable, con manifestaciones típicas como huelgas, coacciones y quema de cosechas, en protesta por el incremento de los precios, estancamiento de los salarios y condiciones de trabajo, que hicieron alcanzar importantes cotas a la agitación campesina en Andalucía, especialmente en Córdoba. Las luchas agrarias culminaron en 1919-1920 coincidiendo con la agitación social en las ciudades. Barcelona, ciudad en continuo crecimiento demográfico y económico, fue protagonista de las más importantes acciones del pistolerismo anarcosindicalista y de la violencia patronal como respuesta. Aunque, según las fuentes, las cifras pueden variar ligeramente, parece ser que la conflictividad social en Barcelona entre 1910 a 1923 se saldó con 285 muertos y 781 heridos, en un total de 458 actos violentos (González Calleja, 1999: 247).

			La consecuencia de este “desorden público” fue la militarización del orden público, el protagonismo social que adquirieron las fuerzas de seguridad y, sobre todo, el Ejército. Entre 1919 y 1922, los estados de excepción y la suspensión de garantías constitucionales fueron la norma. Como consecuencia principal, hubo un importante incremento de los presupuestos de los Ministerios de la Gobernación y de la Guerra, que hizo que en 1922 el Estado gastara la tercera parte de sus ingresos en defenderse de sus enemigos interiores y exteriores. Los gastos del Ministerio de Gobernación pasaron de representar el 5,5% en 1919-1920 al 8,6% en 1922-1923. El presupuesto de la Guardia Civil pasó de 38 millones en 1909 a 97 millones en 1920-1921, debido sobre todo al aumento de la plantilla en va­­rios millares de hombres (González Calleja, 1999: 72).

			En la agonía del régimen de la Restauración tuvo también mucho que ver Marruecos, sobre todo un nuevo desastre militar, sucedido en 1921 en Annual, pueblo abandonado, a unos cien kilómetros de Melilla, al que se llegaba por un sendero tortuoso entre montañas escarpadas. Los acontecimientos que llevaron a aquella derrota militar tuvieron su origen en la nueva ofensiva española de marzo de 1919, que buscaba extender su control directo sobre todo el protectorado, estrategia que se había visto interrumpida por la Primera Guerra Mundial. A comienzos de 1921, las tropas del general Manuel Fernández Silvestre avanzaron por la zona oriental, estableciendo una posición avanzada en Annual, para desde allí ir haciéndose con todas las posiciones estratégicas de la retaguardia y penetrar en el corazón de la resistencia antiespañola. 

			El general contaba con unos 12.000 soldados para cubrir la ofensiva a lo largo de un amplio frente, alejado de la base principal. Entre las montañas y llanos intermedios había 130 posiciones o blocaos, algunas de ellas defendidas por apenas un puñado de soldados. A pesar de las recomendaciones de los servicios secretos y de importantes observadores militares, que alertaban de los importantes contingentes que estaban consiguiendo reunir los rifeños para oponerse al avance español, Silvestre decidió continuar con su ofensiva.

			El 17 de julio, las fuerzas de Abd el-Krim se adelantaron y atacaron el puesto avanzado situado en la falda del monte Igueriben, a unos seis kilómetros al sur de Annual. El día 21 se organizaron en Annual dos columnas al mando del general Navarro, que salieron hacia Igueriben para ayudar a los asediados y aprovisionarlos de víveres, municiones y agua. Las columnas no pudieron ni acercarse. Parece ser que solo llegaron un sargento y diez individuos de tropa, “todos en la más lastimosa apariencia, extenuados y en estado de delirio mental y confusión de ideas muy pronunciado” (Expediente Picasso, 1976: 93).

			Una vez tomada la posición de Igueriben, los rifeños avanzaron hacia Annual, donde esperaban unas tropas españolas gravemente deprimidas por lo sucedido a pocos kilómetros. El general Silvestre, después de escuchar el parecer de los jefes y oficiales en la noche del día 21, y ante la escasez de municiones y de víveres y por la imposibilidad de la llegada urgente de refuerzos, ordenó la retirada rápida, por sorpresa, para que fuese menos cruenta. Pero más que una evacuación, parecía una precipitada fuga. Según exponía la sentencia, la retirada se realizó “en medio del desconcierto y confusión más indescriptibles, sobreviniendo la huida y desbandada de todos los elementos por largo y angosto camino, verdadero desfiladero donde el pánico trajo todos los horrores que constan”. 

			El resultado no pudo ser más conmovedor. Entre el 22 de julio y el 9 de agosto se produjo el desastre, la aniquilación de to­­das las tropas existentes en Annual y la pérdida de distintas posiciones del protectorado oriental, como Monte Arruit, también a costa de muchas vidas. En total, 10.973 españoles muertos, según las cifras oficiales, aportadas tras la investigación de los hechos del Expediente Picasso. El desastre de 1921 ha sido considerado como una de las derrotas más amargas del Ejército español y tuvo, además, efectos demoledores sobre el poder político.

			


CAPÍTULO 2

			LAS RESPONSABILIDADES DEL DESASTRE DE ANNUAL 	Y LA DICTADURA DE PRIMO DE RIVERA (1921-1926)

			CONMOCIÓN NACIONAL POR ANNUAL Y SUS RESPONSABILIDADES

			El conocido como desastre de Annual produjo una auténtica conmoción nacional, con múltiples consecuencias tanto en la política civil como en la militar. El Gobierno dimitió cuatro días después de la caída de Monte Arruit, al tiempo que se exigían más responsables desde distintos ámbitos políticos. En el Ejército, la primera consecuencia fue el recrudecimiento de los métodos cada vez más brutales de combate y de represión militar en la guerra de Marruecos por parte del Ejército español, movido por el deseo de venganza, que llegó incluso a la utilización de armas químicas entre 1921 y 1927. En segundo lugar, el desastre acentuó las diferencias en el seno del Ejército en todos los niveles; por un lado, entre africanistas y junteros, culpándose respectivamente del fracaso; por otro, entre los africanistas, con la división en castas y facciones (Legión, Regulares, pilotos...), con intereses encontrados, llegando cada una a hacer la guerra por su cuenta, para mayor asombro de los observadores militares extranjeros (Balfour, 2002: 241).

			Para atender el clamor popular que exigía justicia, castigo y transparencia ante lo sucedido, en el mismo mes de agosto de 1921, se formó un grupo de investigación presidido por el general Juan Picasso con el fin de realizar un informe que esclareciera las responsabilidades del desastre en la campaña marroquí. Las dificultades que encontró fueron numerosas. Nada más empezar su tarea se encontró con diversos reales decretos que eximían al Alto Mando de Marruecos de toda investigación. Además, se le impidió consultar la documentación del Alto Comisariado y la del general Silvestre. 

			El 27 de octubre, el diputado socialista Indalecio Prieto de­­nunció en las Cortes las connivencias del rey con el general Sil­­vestre y las responsabilidades del alto comisario, el ge­­ne­­ral Dá­­maso Berenguer. El tema se veía cada vez más encrespa­­do, y llegó a provocar, en marzo de 1922, la dimisión del Go­­bierno de concentración presidido por Maura, incapaz de conciliar las exigencias de las Juntas de Defensa y la creciente opinión responsabilista, capitaneada por liberales, socialistas y republicanos. 

			En abril de 1922, Picasso tenía terminado su expediente, en el que reflejaba la ineficacia, incompetencia y corrupción de los oficiales de la zona oriental. Estas conclusiones fueron hechas públicas el día 18. Inmediatamente, fueron trasladadas al Consejo Supremo de Guerra y Marina, máximo organismo de la jurisdicción militar, para que exigiese las responsabilidades del Ejército, apuntando en el expediente informativo de Picasso a 37 militares. En el mes de julio de 1922, el tema de las responsabilidades de Annual volvió a primer plano de la actualidad. El día 6, el Consejo Supremo de Guerra y Marina, que había es­­tudiado durante tres meses el Expediente Picasso, acordó procesar a 39 militares más por negligencia o abandono de su deber en Annual. Entre ellos se incluía al general Berenguer, alto comisario por entonces en Marruecos, al que el Expediente Picasso no acusaba directamente, aunque sí de forma indirecta al criticar la estrategia seguida en la batalla y la confianza temeraria de la Comandancia de Melilla. El 10 de julio, el pleno del Consejo acordó el procesamiento del general Berenguer, tras el oportuno suplicatorio al Senado, por ser senador. También decidió excluir de la causa a las personas civiles, como al ministro de la Guerra (Juan de la Cierva) y al presidente del Consejo de Ministros (Manuel Allendesalazar), por no tener potestad en su enjuiciamiento. De forma inmediata, el general Berenguer cesó en la Alta Comisaría.

			En esta coyuntura, la figura del general Aguilera comenzó a destacar de nuevo, pues presidía el Consejo Supremo de Guerra y Marina desde junio de 1921. Francisco Aguilera venía manifestando constantemente su disposición a hacer justicia por encima de todo, lo que le valió un circunstancial apoyo de las izquierdas e intelectuales. Como ocurriera en el siglo pa­­sado y durante la crisis de los junteros, el apoyo de los civiles era determinante en la influencia política del Ejército. “De la noche a la mañana... se convirtió en el niño mimado de toda la opinión política, como ya ocurrió en el verano de 1917” (Boyd, 1990: 260). 

			El presidente del Consejo de Ministros, el conservador José Sánchez Guerra, decidió dar un cambio de rumbo al asunto, pasando a las Cortes el Expediente Picasso, según venía solicitando de forma insistente el líder socialista Indalecio Prieto. Al llegar el tema de las responsabilidades a las sesiones del Congreso, fue aprovechado por el Partido Socialista Obrero Español (PSOE) para iniciar una gran ofensiva contra el rey, la cual creó un ambiente de alta tensión en la cámara. En sus discursos del 21 y 22 de noviembre de 1922, Prieto, representante de una minoría sin fuerza numérica en el Parlamento, enfiló sus acusaciones decididamente contra Alfonso XIII, culpándolo, como jefe del Ejército y del Estado, de todos los errores registrados en la acción de Marruecos. La gran ofensiva de Prieto “apuntaba a los cimientos mismos del sistema: se dirigía conjuntamente a las dos instituciones reencontradas en 1874 —la Corona y el Ejército—, antes incluso de que el sistema Cánovas se alzase sobre estos cimientos” (Seco, 2002: 680).

			La sesión del 30 de noviembre siguió con las acusaciones y las diferencias insalvables de criterio. Los conservadores negaban la existencia de responsabilidades políticas. Los liberales proponían una moción de censura contra el Gobierno Allendesalazar, concretando la responsabilidad política en el propio presidente del Consejo y en los ministros de la Guerra y Estado. Los socialistas seguían apuntando directamente al rey. Sánchez Guerra cortó por lo sano el debate: “Señor Presidente: en vista de la actitud de las minorías, digo a S. S. que la sesión no puede continuar porque no hay Gobierno, pues yo me marcho desde aquí a Palacio a presentar la dimisión”.

			Alfonso XIII intentó nuevas opciones de gobierno, antes de ofrecerle el mismo a los liberales: Maura, primero; Cambó, después. Ninguno aceptó. El Partido Liberal formó Gobierno con Manuel García Prieto, marqués de Alhucemas, como presidente. Melquíades Álvarez presidía el Congreso, y el conde de Romanones, el Senado. “Creíamos —¡infelices de nosotros!— que aún era tiempo de afianzar la Monarquía siempre que fuera sobre cimientos de amplia democracia, y expusimos un programa completo, afirmando la supremacía del Poder civil, sin darnos cuenta de que el Poder civil, desde el día en que se crearon las Juntas de Defensa militares, era solo una ficción”, escribe en sus memorias Romanones (1999: 468).

			El Parlamento se convirtió en una auténtica pesadilla para el monarca durante 1923, con el asunto de las responsabilidades debatiéndose abiertamente en comisiones y discursos, como el del socialista Indalecio Prieto del 17 de abril, muy crítico con su figura. La proyectada sesión de las Cortes del 2 de octubre de 1923, para ocuparse del informe de la comisión de responsabilidades, que se suponía que iba a incriminar al propio monarca, constituía para él un tormento. El golpe militar del general Primo de Rivera del 13 de septiembre lo impidió. 

			Esta pesadilla fue lo que “indujo al rey Alfonso a coquetear con los militares para adoptar una solución extraparlamentaria” (Ben-Ami, 1983: 29). Efectivamente, en los primeros meses de 1923, comenzó la denominada “conspiración del cuadrilátero”, integrada por generales con guarnición en Madrid, muy cercanos al monarca: Leopoldo Saro, José Cavalcanti, Antonio Dabán y Federico Berenguer, este último hermano del ex alto comisario en Marruecos, al que apuntaban todas las responsabilidades. El ambiente social era propicio. La sociedad española pudo apreciar un notable incremento de la crispación social, que contaba con el aumento del número de huelgas y de atentados como indicadores básicos. Durante los primeros seis meses del año, los atentados provocaron 53 muertos y 102 heridos, la mayor parte en el ámbito geográfico de Cataluña. En este contexto, y con la ayuda favorable de buena parte de la prensa, el prestigio del poder militar fue ganando terreno al civil. 

			Los generales del cuadrilátero, por su propia cercanía con la Casa Real, quisieron buscar a algún militar de prestigio. Pensaron en el capitán general de Cataluña, Miguel Primo de Rivera, por los éxitos que estaba teniendo su lucha contra el pistolerismo. Este, a su vez, se decantaba por el general Aguilera como el más propicio, dada su enorme popularidad (Alía, 2006: 127-130). La opinión pública valoraba su valentía para solicitar justicia y responsabilidades, venciendo, incluso, a las “presiones reales”. Pero no aceptó. Tal vez había aprendido de su valedor Weyler que el poder no se podía coger de cualquier manera, ni a cualquier precio. Además, tenía claro que el Ejército, antes de iniciar nuevas aventuras, necesitaba cerrar el tema de las responsabilidades.

			El general Primo de Rivera tomaba directamente las riendas de la conspiración, a la que no dedicó muchos esfuerzos. Tal vez porque no los necesitaba, al contar con el favor real, según todos los indicios. Alfonso XIII solo tenía en la cabeza quitarse de en medio la pesadilla de las responsabilidades, y estaba dispuesto a hacerlo a cualquier precio. El capitán general de Ca­­ta­­luña solamente contactó con el gobernador militar de Za­­ra­­goza, el general José Sanjurjo, quien comprometió su apoyo. Mientras, los generales del cuadrilátero lo hicieron con el capitán general de Madrid, Diego Muñoz Cobos. Tras alguna reticencia inicial, accedió a secundar el golpe, siempre que fuese sin derramamiento de sangre. 

			EL GOLPE DE ESTADO DEL GENERAL PRIMO DE RIVERA Y LA IMPLANTACIÓN DE LA DICTADURA

			A las dos de la madrugada del día 13 de septiembre de 1923, el capitán general de Cataluña, Miguel Primo de Rivera, llamó, entre otros, al coronel de la Guardia Civil y al jefe superior de Policía de Barcelona para que fueran urgentemente a Capitanía. Les hizo entrega de un bando que declaraba el estado de guerra en la región y de un manifiesto dirigido Al país y al Ejército. Tam­­bién la prensa comenzó a esas horas a recibir en sus redacciones tanto el bando como el manifiesto, en el que Primo de Rivera se presentaba como el “cirujano de hierro” que iba a acabar con los males de la patria, en especial la conflictividad social, la ruinosa producción agrícola e industrial por culpa de la indisciplina social, “la impune propaganda comunista”, la “descarada propaganda separatista” y la “impiedad e incultura”. Para ello, proponía liberarla cuanto antes de los profesionales de la política, “de los hombres que por una u otra razón nos ofrecen el cuadro de desdichas e inmoralidades que empezaron el año 98”. El manifiesto, a diferencia de los publicados durante los pronunciamientos del siglo XIX, se dedicaba más a aclarar las ideas contra las que iba dirigido que las que conformarían su nuevo proyecto político.

			Posteriormente, llamó por teléfono al ministro de la Guerra, el general Luis Aizpuru, para notificarle que acababa de sublevarse con su guarnición, invitándolo a que se lo comunicara al Gobierno para que este tomase las medidas que creyese oportunas, pues Barcelona se disponía a la resistencia. Durante la madrugada se recibieron noticias de que el capitán general de Valencia no solo no se unía al movimiento, sino que había recibido órdenes de Madrid de marchar sobre Barcelona. Primo de Rivera dio orden de que se preparasen dos regimientos y poder marchar al encuentro de las tropas valencianas. A las cuatro horas y cinco minutos, el ministro de la Gobernación recibía un telegrama del general Losada, golpista, en el que le informaba que se acababa de hacer cargo del Gobierno Civil de la provincia. A las ocho de la mañana, el general Primo de Rivera dirigió un telegrama al rey en el que le daba cuenta del movimiento y le anunciaba su marcha a Madrid. 

			Mientras, en la capital del reino, el Gobierno intentaba reaccionar, dando muestras de firmeza ante los militares golpistas. A las 12 horas, el presidente del Consejo de Ministros, Manuel García Prieto, enviaba un telegrama al alto comisario en Marruecos, y una hora más tarde al ministro de Estado, que se encontraba en San Sebastián con el rey: “El Gobierno, reunido en consejo permanente, cumple el deber de mantenerse en sus puestos, que solo abandonaría ante la fuerza, si los promotores de la sedición se decidiesen a arrostrar las consecuencias de sus actos”. En el Consejo de Ministros celebrado ese mismo día 13 se acordó solicitar del rey el inmediato relevo de los capitanes generales de Cataluña y Zaragoza y de los demás cargos significados en el movimiento, además de la convocatoria urgente de Cortes. El monarca contestó que “tanto por la falta de elementos de juicio suficientes como por la importancia de las medidas propuestas, necesitaba reflexionar” (Alía, 2006: 148). Al mo­­mento, llamó al general Primo de Rivera para ofrecerle el Go­­bierno, a lo que el capitán general contestó afirmativamente.

			El 14 de septiembre, el presidente del Consejo de Ministros se apresuró a devolver respetuosamente los poderes con que el rey le había honrado, presentando la dimisión de todo el Go­­bierno. Antes, comunicaba a los gobernadores civiles de todas las provincias la desaparición del gobierno constitucional. A García Prieto solo le quedó el consuelo de encomendarse, irónicamente, a su sucesor, según declaraciones realizadas a los medios de comunicación: “Ya tengo un santo más a quien encomendarme: a San Miguel Primo de Rivera, porque me ha quitado de encima la pesadilla del gobierno”. El régimen político de la Restauración, implantado en 1874 y sin pronunciamientos militares desde 1886, se desplomaba como un castillo de naipes ante un ligero soplo por efecto de un golpe de Estado en el que participaron un puñado de militares. Alfonso XIII, al aceptar la dictadura, se situaba fuera del orden constitucional y creaba una nueva legalidad sin legitimidad política, basada solo en la fuerza militar. La Constitución de 1876 fue suspendida y se implantó un régimen de dictadura con rey.

			Además del respaldo del monarca, al Gobierno le faltó ánimo político, autoridad en el Ejército y, sobre todo, apoyo social. El gol­­pe contó, en general, con el respaldo de la prensa, incluso del dia­­­­rio El Sol, detrás del cual estaba la máxima figura intelectual del momento, José Ortega y Gasset. El día 14, el periódico liberal se lamentaba de que el pronunciamiento no se hubiera realizado antes. Las organizaciones económicas y empresariales, la burguesía catalana, la Iglesia y el Ejército se sumaron prestos al cambio. Las clases medias, intelectuales y parte de la sociedad que venía viendo frustradas sus expectativas sociales se sintieron atraídos por el “cirujano de hierro” que había definido el regeneracionista Joaquín Costa. La opinión pública, en general, aceptó de buen grado el golpe, aunque apenas sin signos exteriores que lo evidenciaran. La mayor parte del pueblo español culpaba al sistema político de la Restauración y al caciquismo que sostenía del desastre en que estaba sumido el país y del desánimo de buena parte de la población. Esta gente, que vivía al margen de la actividad política, abrigó unas expectativas de cambio ante el inicial y simplista regeneracionismo anticaciquil y antipolítico del general Primo de Rivera. 

			El mismo día del golpe militar, el Partido Socialista Obrero Español y la Unión General de Trabajadores (UGT) firmaron un manifiesto conjunto condenando al nuevo Gobierno como prolongación de la política marroquí, considerada máxima expresión de los desastres de la vieja política. Apelaban a tomar una actitud pasiva ante el nuevo régimen, esperar instrucciones según fueran transcurriendo los acontecimientos y se conocieran las intenciones del Directorio. Mientras esto sucedía en la sede socialista, no muy lejos, tenía lugar una reunión de representantes de la Federación Madrileña de los Sindicatos Únicos, de la Federación de Grupos Anarquistas y del Partido Comunista de España (PCE), en la que decidieron constituir un “Comité de acción contra la guerra y la dictadura”, con el fin de organizar en común la lucha por la defensa de los derechos conquistados. Este comité intentó rápidamente firmar una alianza con los socialistas. El día 15 de septiembre, PSOE y UGT hicieron público el rechazo a esta propuesta: “ninguna Sección debe reconocer ni acatar órdenes de Comités anónimos e irresponsables”, decían en una nota oficiosa publicada en su órgano oficial, el periódico El Socialista. La dictadura quedaba “bendecida” por el principal partido obrero, y pocos días después comenzaba el colaboracionismo de los socialistas con el nuevo régimen, especialmente en política social y laboral, que se mantendría hasta el verano de 1929.

			Los oficiales del Ejército de África también apoyaron el golpe, por el descontento que tenían hacia el sistema político, sobre todo en los últimos años, tras haber sido incapaz de garantizar el orden público, según expresaron. Además, los militares se sentían humillados por el hecho de que sus compañeros prisioneros en Annual fueran rescatados de las prisiones de Abd el-Krim con el pago de una elevada suma de dinero, no por una operación militar. La postura abandonista expuesta con anterioridad por Primo de Rivera los podía inquietar, pero en el manifiesto quedaba un tanto confusa, como el tema de las responsabilidades y otros muchos. 

			La guerra de Marruecos y el asunto de las responsabilidades tuvieron mucho que ver en el golpe militar. El manifiesto del 13 de septiembre hablaba de “pasiones tendenciosas alrededor del problema de las responsabilidades”. “El país —seguía diciendo— no quiere oír hablar más de responsabilidades, sino saberlas, exigirlas pronta y justamente, y esto lo encargaremos, con limitación de plazo, a Tribunales de autoridad moral y desapasionados de cuanto ha envenenado hasta ahora la política”. Añadía que buscaría al problema de Marruecos una solución pronta, digna y sensata. 

			A la mañana siguiente del golpe, los pronunciados se apoderaron precipitadamente de los documentos y archivo de la Comisión Picasso. La proyectada sesión de las Cortes del 2 de oc­­tubre de 1923 para ocuparse del informe de la Comisión de Res­­ponsabilidades no se celebró, para tranquilidad de Alfonso XIII. Los presidentes del Congreso y del Senado, Melquíades Álvarez y conde de Romanones, respectivamente, visitaron al rey el día 12 de noviembre para recordarle la obligación de la Corona, que establecía la Constitución, de convocar y reunir las Cortes antes de haber transcurrido tres meses desde su disolución. “La entrevista fue breve. Tan breve como poco cordial”, recuerda Romanones en sus memorias (1999: 217-220). El monarca envió un escrito al dictador con las exigencias de los presidentes de las Cortes. Miguel Primo de Rivera contestó con una nota oficiosa muy dura contra los políticos del viejo régimen, como los denominaba irónicamente, y presentó al rey un real decreto, que este firmó, por el que se cesaba en sus funciones a los presidentes de las cámaras representativas y se disolvían las comisiones de go­­bierno interior del Congreso y del Senado. 

			El dictador redujo un tema de tanta trascendencia pública a permitir la acción, ya en marcha, del Consejo Supremo de Guerra y Marina sobre la actuación de los altos mandos en Annual. Archivar la cuestión de las responsabilidades habría significado dar la razón a quienes veían como objetivo fundamental del golpe de Estado de septiembre de 1923 acabar con tan complicado y real asunto. A finales de febrero de 1924, se falló la causa incoada contra Cavalcanti en su discutida acción en la posición de Tizza, y este quedó absuelto, libre y honrosamente, mientras se condenaba a penas leves de prisión correccional militar a un general de brigada y a dos coroneles. Quedaban las sentencias más esperadas, las que afectaban directamente al alto comisario y al defensor de Monte Arruit tras el desastre de Annual: Dámaso Berenguer y Felipe Navarro, respectivamente. 

			Mientras, el rey, para lograr la impunidad en las responsabilidades de África, comenzó a sustituir, sin previa consulta con el presidente del Consejo Supremo de Guerra y Marina, el general Aguilera, a varios vocales del máximo órgano de la justicia militar. Pretendía tener a nuevos representantes que simpatizaran con la impunidad y arrojar de la presidencia al “molesto” general, quien buscaba liquidar aquel problema de justicia como la justicia demandara, aunque fuera condenando a íntimos amigos, colaboradores y máximos responsables del Ejército. Francisco Aguilera respondió con su dimisión en marzo de 1924. Las relaciones entre Primo y Aguilera, frías desde septiembre de 1923, se fueron poco a poco congelando. La intervención de nuevos protagonistas, como el monarca, no hizo más que agrandar las diferencias entre los que habían sido grandes amigos y admiradores. El general Aguilera concluyó el asunto de su dimisión anunciando que se retiraba a sus propiedades de la Mancha, a la finca de Los Cerrillos, en Argamasilla de Alba (Ciudad Real), “con el fin de hacer vino para sus amigos”. En realidad, como podremos ver más adelante, su principal dedicación desde entonces fue la de conspirador contra el régimen.

			Aguilera fue reemplazado en la presidencia del Consejo Supremo de Guerra y Marina por el general Weyler, a quien Primo de Rivera intentaba atraer tras haberlo destituido de su cargo de inspector del Ejército y de la jefatura del Estado Mayor Central por no haber aceptado el golpe militar. Weyler fue destituido a los pocos días de tomar posesión, por unas declaraciones inoportunas, según el Gobierno, sobre la reina Victoria Eugenia. A principios de octubre de 1925, fue destituido, además, de su cargo de jefe del Estado Mayor. Estas medidas rompieron la ya muy cuarteada camaradería del cuerpo de oficiales, fueron desdibujando la imagen del Ejército como órgano cohesionado de defensa del régimen monárquico e influyeron en el distanciamiento respecto del régimen de jefes como Castro Girona, Cabanellas, Queipo de Llano o Riquelme (González Calleja, 2005: 77).

			El 26 de junio de 1924, el Consejo Supremo de Guerra y Marina hizo público el fallo contra Berenguer y Navarro. La condena del primero quedó reducida a la separación del servicio y el pase a la situación de reserva. El segundo fue absuelto. Por si fuera poco, el 4 de julio, el rey firmó una amplia amnistía que afectaba a todos los implicados en la derrota de Annual. El asunto quedaba zanjado, aunque solo para el Gobierno. Incluso, más paradójico todavía, el monarca nombraba jefe de la casa real al general Dámaso Berenguer. Nadie podía entender tal desatino. Se manifestaba con claridad el uso del Estado por una camarilla de militares que proyectaban sus querellas personales y de cuerpo como asuntos generales.

			De esta manera, se daba carpetazo al asunto de las responsabilidades sin ninguna consecuencia. Algo previsible hasta en las coplillas populares que Luis de Tapia escribía diariamente en la prensa, como en la titulada “Ni caso”, publicada en el periódico La Libertad el 6 de septiembre de 1921:




			Si en telegramas o cables

			oís decir que Picasso

			va a encontrar los responsables…

			no hagáis caso…

			Los errores fueron ciertos;

			pero en asuntos de guerra,

			a las causas y a los muertos

			se les echa tierra…

			¡La plancha será no chica

			si en buscar en lo alto da!

			Si Picasso en lo alto pica,

			marrará.

			¡Y la cosa no es extraña;

			ha ya un siglo, a la redonda,

			que no hay nadie aquí en España

			que responda!

			Sería asombroso y delicia

			dar con quién fracasó allí

			(pero eso de hacer justicia

			no es de aquí).

			Por no tener mano suelta,

			Picasso hará la comedia

			y pronto estará de vuelta…

			(vuelta y media).

			Por eso quizá nos hable,

			por el hilo o por el cable,

			de la justicia que hará;

			pero… ¿hallar un responsable?

			¿Y acabando en sable?... ¡Quiá!

			


La factura que tuvo que pagar el rey por intentar poner fin a su pesadilla personal al final resultaría muy costosa, pues la decisión de unir su suerte a la del dictador y a la de la dictadura lo arrastraría al exilio siete años y medio después. También para Primo de Rivera, que va a contar entre sus principales enemigos con el general Aguilera, conspirador incansable desde 1926. 

			La dictadura de Primo de Rivera puso fin a cincuenta años de monarquía constitucional. La dictadura con rey se adelantaba a otros regímenes similares de Europa, como el de Yugoslavia (1929), Bulgaria (1934), Grecia (1935) y Rumanía (1938). En España, a diferencia de estos casos, el ascenso de los militares al poder ocurría independientemente de la crisis política general por la que atravesaba Europa con el auge del fascismo y del nazismo en Italia y Alemania, respectivamente. Las causas eran fundamentalmente internas; España apenas necesitaba de factores endógenos para atraer a los militares, pues ya eran protagonistas de la vida pública desde muchos años antes.

			Las tareas de gobierno fueron encomendadas por el dictador a un Directorio Militar presidido por él e integrado por ocho generales y un contraalmirante. Ahora gobernaban los que no habían dejado gobernar, siguiendo la célebre frase de Antonio Maura. El embajador francés escribiría en un informe elevado a su ministro en enero de 1924: “Sea como sea, hoy en España, los militares hacen todos los oficios… menos el suyo” (Alía, 2006: 157). El Ejército pasó de constituir un poder fáctico a dirigir el Gobierno de la nación. Todos los órganos de la administración quedaron en manos de militares. 

			La dictadura presentaba una estructura administrativa piramidal y muy jerarquizada (Gómez-Navarro, 1991: 151-206). En el vértice de la misma se encontraba el dictador, que ejercía un poder omnímodo y omnipresente. A su lado se encontraba el ministro de la Gobernación, el general Severiano Martínez Anido, quien ejercía su poder indirectamente a través de su influencia sobre Primo y directamente con sus principales subordinados, los gobernadores civiles, el último escalón de la estructura de poder. Los gobernadores gozaron de un gran poder a partir de abril de 1924, cuando fueron repuestos después de varios meses de mando exclusivo de los gobernadores militares. Como delegados del Gobierno central, tenían a su cargo los gobiernos de sus respectivas provincias. Además, actuaban como coordinadores de los servicios de los distintos ministerios y controlaban ayuntamientos y diputaciones, nom­­brando y destituyendo alcaldes, concejales y diputados provin­­ciales a su antojo. Entre sus funciones específicas se encontraban las relacionadas con el orden público, la autorización de actos públicos, control del derecho de reunión y asociación, la defensa de la moralidad pública y el cumplimiento de la legislación.

			De ellos dependían las delegaciones gubernativas, nueva institución creada por real decreto de 20 de octubre de 1923. Los delegados gubernativos, en un principio 1.400 militares distribuidos por los partidos judiciales de todo el país, consumaban la intervención militarista en la administración local, controlando también las actividades de la Unión Patriótica (UP), esa “liga de ciudadanos honrados”, especie de partido único y gubernamental nacido desde el poder para intentar alejar a los “viejos políticos” de la sociedad. Presentaba una clara influencia del fascismo italiano y del catolicismo social, aunque a diferencia del fascismo y del nazismo, no se utilizó para la toma del poder, sino que se concibió como medio para conservarlo, convirtiéndose en un aparato propagandístico del régimen. 

			La UP, como se la conocía popularmente, se nutrió fundamentalmente de profesionales liberales y de la burguesía comercial e industrial provinciana, y llegó a tener unos siete millones de militantes. El régimen de Primo de Rivera intentaba prescindir de las viejas élites agrarias para llevar a cabo un amplio proceso de modernización e industrialización de la sociedad, quizá el más ambicioso conocido hasta entonces. En él destacaba un vasto plan de obras públicas que afectó a gran parte del país con la construcción de nuevas infraestructuras y la mejora de las existentes, sobre todo en las zonas potencialmente turísticas e industriales.

			Aparte de acabar con el engorroso tema de las responsabilidades, el Directorio Militar tuvo entre sus objetivos prioritarios restablecer la paz y el orden público. A partir de septiembre de 1923, se ponía en manos exclusivas de las Fuerzas Armadas la defensa interna y externa del país. Todo el poder sobre el orden público recaía en el Ejército, bajo la dirección de los generales Miguel Arlegui y Severiano Martínez Anido, ya famosos en la represión policial del pistolerismo en Barcelona. Con más medios, y sin ningún tipo de trabas legales ni de control parlamentario, la gestión del orden público durante la dictadura se caracterizaría por tres rasgos principales, que transformaron la vida pública española en un estado de excepción permanente: “la militarización del poder gubernativo, la arbitrariedad de la función preventiva y represiva, y la imposición abusiva de trabas al normal desarrollo de las libertades individuales y colectivas” (González Calleja, 1999: 278).

			La justicia se ponía a disposición de los militares. Por real decreto del 18 de septiembre de 1923, los delitos contra la seguridad y unidad de la patria pasaban a los tribunales militares. Otro, del 13 de abril de 1924, estableció que todos los delitos de robo a mano armada fueran considerados delitos militares y, por tanto, juzgados en Consejo de Guerra sumarísimo. Incluso las huelgas y paros laborales fueron considerados delitos de rebelión en el nuevo Código Penal de septiembre de 1928.

			Además de la ampliación de la jurisdicción militar y de los medios represivos, el Directorio trató de enseñar públicamente sus pretensiones con casos ejemplarizantes que obtuvieron un gran despliegue en la prensa y un enorme interés en la opinión pública. El 20 de septiembre de 1923, tras juicio sumarísimo, se procedió a la ejecución inmediata de dos de los participantes en el atraco a mano armada de la Caja de Ahorros de Tarrasa, en el que resultó muerto un somatenista. El 11 de abril de 1924 se produjo el conocido como crimen del Expreso de Andalucía, que conmocionó al país. En el trayecto entre Aran­­juez (Madrid) y Alcázar de San Juan (Ciudad Real) fueron asesinados brutalmente dos oficiales ambulantes de Correos que custodiaban valores y una elevada cantidad de dinero con destino a las capitales andaluzas y norte de África. Descubierto el “cortejo fúnebre” a la llegada del tren a Córdoba, los autores del doble crimen, huidos hacia Madrid, fueron detenidos en los días posteriores. Uno de ellos se disparó en la cabeza antes de ser esposado. El resto fueron juzgados en Consejo de Guerra su­­marísimo. Un cómplice fue condenado a veinte años de prisión y los tres implicados lo fueron a muerte y ejecutados a garrote vil el 9 de mayo. No hacía falta mucho más para enseñar a los españoles el camino del orden.

			Con el fin de colaborar con el Ejército en el mantenimiento del orden público, fue extendido a todo el territorio nacional, por real decreto del 17 de septiembre de 1923, la institución del Somatén, milicia de voluntarios civiles que se remonta a la Edad Media y que tuvo especial protagonismo en las luchas sociales y políticas del siglo XIX. En 1919, a raíz de la huelga de La Canadiense, se había instaurado en Barcelona para luchar contra el sindicalismo. A partir de septiembre de 1923, los somatenistas actuarían como agentes de la autoridad, salvo en caso de estado de guerra, que lo harían como fuerza armada. El Somatén pasaba a complementar a la administración central y local en su tarea de control social. El régimen quería tener todo atado y bien atado. Pero, a pesar de tan buenas intenciones, “el Somatén se convirtió, más que en un movimiento de ciudadanía, en un sucedáneo de milicia, dirigida técnicamente por el Ejército, e ideológica y orgánicamente por los representantes de los sectores sociales y económicos más influyentes, como la alta burguesía industrial, comercial y financiera y la nobleza tradicional junto con la más recientemente titulada” (González Calleja, 2005: 165-166). Al mando de esta milicia estaban los capitanes generales de cada región militar, y el mando directo en cada jurisdicción recaía en un general de brigada. La organización de esta institución se atenía a la división militar de España, compuesta de ocho regiones militares más las Baleares, Canarias y posesiones de África.

			


CAPÍTULO 3

			HACIA LA REPÚBLICA: LAS SUBLEVACIONES MILITARES CONTRA LA DICTADURA Y LA MONARQUÍA (1926-1930)

			DEL ACOSO PERIFÉRICO A LAS SUBLEVACIONES CONTRA LA DICTADURA

			La dictadura gozó de un amplio respaldo popular en sus primeros años. El general Primo de Rivera era un líder aclamado y querido, al que el pueblo valoraba por haber puesto fin a tres aspectos que hasta entonces habían mermado la convivencia normal de los españoles: la conflictividad social, la crisis económica y la pesadilla marroquí. La población, desmoralizada y resignada tras los desastres de Cuba y de Annual, volvía a recuperar la ilusión gracias a la victoria definitiva en la guerra de Marruecos en octubre de 1925, tras el desembarco de Alhucemas, operación conjunta con el Ejército francés por tierra, mar y aire, aunque la firma del tratado de paz tuvo que esperar a 1927. 

			Aprovechando esta popularidad, en diciembre de 1925, el Directorio Militar dio paso a un Directorio Civil guiado por los hombres de la Unión Patriótica. La dictadura provisional, como anunciaba Primo de Rivera en el manifiesto de septiembre de 1923, pretendía perpetuarse sin volver a la normalidad constitucional. El simple anuncio de la convocatoria de la Asamblea Nacional Consultiva, parlamento corporativo que tenía como objetivo fundamental elaborar un sucedáneo de Constitución, provocó el rechazo de muchos ciudadanos y la salida a la vida pública de los políticos opuestos a la dictadura que hasta entonces habían permanecido quietos y callados.

			La oposición política estaba prácticamente desarticulada en el interior del país desde el inicio de la dictadura. Solamente destacaban algunos grupúsculos republicanos, aunque la cultura política del republicanismo español era la “cultura de la tertulia, la conspiración y el mitin” (Juliá, 1986: 64). Los republicanos que permanecían en España intentaban conspirar por donde podían. Es el caso, por ejemplo, del farmacéutico José Giral, de gran actividad en su rebotica de Atocha 35 de Madrid, donde se celebraban numerosas reuniones con el fin de unir lazos entre el republicanismo interno y los exiliados, con los que guardaba relación por sus frecuentes viajes al extranjero (Chaves, 2016: 165).

			El 11 de febrero de 1926, aniversario de la Primera República Española, a iniciativa de Acción Republicana, agrupación fundada en 1925 por Manuel Azaña, se constituyó la plataforma política denominada Alianza Republicana, a la que se incorporaron los principales partidos republicanos e intelectuales de izquierda. Sin embargo, una buena parte de los políticos republicanos liberales y de los intelectuales prorrepublicanos más activos y significados se habían marchado al exilio, a París, fundamentalmente, donde convivían con anarquistas, comunistas y catalanistas radicales, formando lo que González Calleja ha denominado el “acoso periférico a la Dictadura” (1999: 303-440). 

			Desde Francia, mientras la oposición anarquista y comunista llevó a cabo una incesante labor propagandística, con la publicación de panfletos, manifiestos o proclamas y la celebración de mítines y actividades político-culturales, la emigración liberal-republicana, aglutinada en tono a individualidades relevantes, optó por el modelo organizativo de la tertulia político-literaria, en el café de La Rotonde (González Calleja, 2010: 233). Cuando la oposición interna comenzó a articularse y fortalecerse, a partir de 1926, los exiliados españoles pasaron a incorporarse a las conspiraciones cívico-militares de 1926 y, sobre todo, de 1929. 

			El 24 de junio de 1926 se produjo la primera sublevación militar contra la dictadura de Primo de Rivera, a la que se unieron viejos políticos de la Restauración y las principales fuerzas civiles republicanas, aunque ni mucho menos la Sanjuanada, como se la conoce popularmente, fue un movimiento republicano. Todo parecía nuevo. Los movimientos conspirativos prorrepublicanos de finales del siglo XIX en el seno del Ejército no habían tenido continuidad durante los primeros años del siglo XX. 

			La conspiración nació en el seno del Ejército a finales de 1924, aprovechando la división que se venía percibiendo en el mismo entre africanistas y peninsulares, entre partidarios de las Juntas Militares de Defensa y los contrarios a las mismas y entre seguidores de Primo de Rivera y enemigos de la dictadura. Estos últimos formaron el núcleo principal de opositores al dictador y conspiradores de la Sanjuanada. La conspiración fue estimulada por el coronel retirado de Caballería Segundo García y García. En los últimos meses de 1925, desde su arresto en el Casino Militar de Madrid por sus actividades conspirativas, Segundo García constituyó un comité militar revolucionario encargado de organizar la sublevación, que quedó presidido por el general Aguilera. 

			El comité contaba con el respaldo de generales de prestigio, como Agustín Luque, Valeriano Weyler y Gonzalo Queipo de Llano, entre otros; relevantes personalidades de la política liberal, como Niceto Alcalá Zamora, conde de Romanones, Melquíades Álvarez y Miguel Villanueva; y de algunos famosos intelectuales, como Antonio Machado, Gregorio Marañón, Vicente Blasco Ibáñez y Eduardo Ortega y Gasset. También tenía apoyo explícito de la CNT y del PCE, aunque sus líderes andaban por París. Había comprometidos dos o tres regimientos de Madrid, algunos de Galicia, Andalucía y Cataluña, fuerzas de Zaragoza, marinos de Cádiz y Cartagena y jefes de dos regimientos de Valencia (Marco, 1975: 50-52). 

			La mayor parte de militares comprometidos eran del Cuer­­po de Artillería, enfrentado a Primo de Rivera. El “conflicto artillero” se había recrudecido el 9 de junio de 1926, cuando el Diario oficial del Ministerio de la Guerra publicaba un real decreto por el que se unificaban los criterios respecto al sistema de ascensos en todas las Armas y Cuerpos del Ejército, y que acababa con la escala cerrada, “compromiso de honor” del Cuerpo de Artillería que, desde 1892, obligaba a sus oficiales a no aceptar ascensos sino en función de la antigüedad. El decreto de unificación prohibió expresamente la posibilidad de permutar los ascensos por méritos de guerra por condecoraciones, práctica habitual de los artilleros desde el siglo anterior.

			Aunque en la organización de la Sanjuanada pudo verse la participación de diversos líderes republicanos y de la recién creada organización Alianza Republicana, su planteamiento político era moderado, de vuelta a la normalidad constitucional bajo la monarquía de Alfonso XIII. Parece ser que la mayor parte de fuerzas comprometidas se conformaban con implantar una monarquía constitucional y un gobierno de carácter liberal. La mayoría pensaba que el general Francisco Aguilera y Egea sería el máximo responsable del nuevo ejecutivo (Payne, 1977: 339-340). Pero este, según confesó a sus colaboradores mientras viajaba a Valencia para ponerse al frente del movimiento, tenía la idea de ceder la presidencia del futuro gobierno a Melquíades Álvarez para que formara un gabinete civil (Martí­­nez Ramírez, 1935: 123-124).

			La sublevación se iniciaría el 24 de junio de 1926 en Valencia, por resultar un lugar equidistante de Madrid, Zaragoza y Barcelona, tres enclaves fundamentales del Ejército, donde se concentraban la mayor parte de fuerzas y jefes. Allí iría el general Aguilera, dueño de la Capitanía General, para lanzar un manifiesto a la nación anunciando el cambio de gobierno. Utópico y romántico, pensaba que sería suficiente para acabar con la dictadura. El día 23 por la tarde llegó a Valencia el general, pero no fue nadie a recibirlo: “Esto no es serio. Si tienen miedo para venir a recibirme, no les ha de faltar para lo demás, y el miedo pesa demasiado en estos casos” (Martínez Ramírez, 1935: 126). 

			Cuando Aguilera llegó a Valencia, algunos conspiradores habían sido detenidos y otros se habían echado atrás ante la intervención policial, que venía vigilando estrechamente a Segundo García. El general decidió no entrar en Capitanía y marcharse hacia Tarragona, donde lo esperaba el general Domingo Batet, también comprometido. A la llegada al Hotel Europa, fue detenido. Al ser registrado su equipaje se incautaron 242 ejemplares del manifiesto dirigido a la Nación y al Ejército de Mar y Tierra, que había redactado Melquíades Álvarez, aunque aparecía firmado por Weyler y Aguilera. 

			La indecisión, la variopinta composición de los conspiradores —un mosaico, en palabras del dictador— y la falta de objetivos claros y concretos llevó al traste la Sanjuanada, como se la conoció popularmente. El dictador intentó desprestigiar a los protagonistas de la sublevación y restar importancia a lo sucedido. Pero como diría Alejandro Lerroux (1930: 287), demostró que todo el Ejército no estaba incondicionalmente al lado de la dictadura: “Y no se diga que fue aquello una botaratada: en el banco de los acusados estuvo el capitán general del Ejército y el teniente general número 1 de la escala, que acababa de dimitir del cargo de presidente del Consejo Supremo de Guerra y Marina”. Para Melquíades Álvarez, en el fracaso se veían síntomas de triunfo: “Malas y desagradables noticias son; pero ya estamos en el camino del triunfo. El movimiento tiene ya su cabeza y su ídolo. La República es obra de muy poco tiempo” (Martínez Ramírez, 1935: 130).

			El segundo asalto a la dictadura comenzó a gestarse inmediatamente. Las leves penas impuestas a los participantes dejaban la puerta abierta a nuevas aventuras militares. Ahora ni la faja ni la caja, como en el siglo XIX. El Consejo de Guerra que juzgó los hechos condenó al coronel Segundo García a ocho años de prisión mayor, al teniente coronel José Bermúdez de Castro a la pena de seis años y un día de prisión mayor, igual que a los capitanes Fermín Galán Rodríguez y Juan Perea Capulino y al teniente Jesús Rubio Villanueva. El general Aguilera fue condenado por el tribunal militar a seis meses y un día de prisión correccional y por el Gobierno a una multa de 200.000 pesetas y pase a la situación de reserva. El resto de pro­­cesados fueron absueltos, entre ellos el general Weyler.

			La nueva conspiración intentaba corregir los errores anteriores y aumentar los apoyos políticos. Aguilera y los militares comprendieron que una rebelión principalmente castrense, dirigida a cambiar exclusivamente al presidente del Consejo de Ministros, tendría poco futuro y pocos apoyos. Había que buscar un amplio espectro político y militar, aunque lo difícil era conciliar intereses tan distintos. El líder civil del movimiento, José Sánchez Guerra, una de las ausencias más significativas de 1926, proclamaba que el levantamiento era constitucionalista: pretendía simplemente derrocar a Primo de Rivera y convocar elecciones. El general Eduardo López de Ochoa, que había fundado el año anterior, junto al general Gonzalo Queipo de Llano, la Asociación Militar Republicana, iba más lejos: solicitaba la convocatoria de Cortes Constituyentes y la de un referéndum para decidir entre monarquía o república. Algún participante afirmaba que la conspiración tenía un carácter netamente re­­publicano. Con posterioridad a la sublevación, Sánchez Guerra llegó a confesar que “realmente, ha sido casi mejor que fracasáramos, porque fuera de derribar la Dictadura y de publicar un manifiesto al país, nadie estaba de acuerdo en lo que había de hacerse después” (Alcalá, 1933: 38).

			En septiembre de 1927, Sánchez Guerra hizo pública su ruptura con Primo de Rivera, a través de un manifiesto en el que anunciaba su destierro voluntario en París, por la creación de la Asamblea Nacional Consultiva. A los pocos días, convocó en Hendaya una reunión conspirativa contra la dictadura. A ella asistieron una veintena de exministros, expresidentes del Gobierno e ilustres miembros de la oposición, como Sánchez de Toca, el conde de Romanones, García Prieto, Melquíades Álvarez, Alejandro Lerroux, Vicente Blasco Ibáñez y Santiago Alba (Alía, 2015b: 262). 

			Entre la primavera y el verano de 1928, los conspiradores consiguieron el apoyo de los catalanistas de Lluís Companys, la colaboración de distintos líderes republicanos —como Marcelino Domingo, José Giral y Manuel Azaña—, del Comité Nacional de la Confederación Nacional del Trabajo (CNT) y del PCE. Mientras, el general Aguilera buscaba apoyos militares, sobre todo entre los artilleros, más fáciles de convencer tras reabrirse su conflicto interno. Especialmente valioso para los conspiradores fue el compromiso del capitán general de Valencia, Alberto Castro Girona, por ser la capital valenciana el lugar escogido por Sánchez Guerra para desembarcar procedente de Francia y ponerse al frente del movimiento.

			El día 14 de enero de 1929 se firmó el acuerdo de constitución de un comité revolucionario compuesto por tres miembros: un militar, López de Ochoa; un monárquico, Sánchez Guerra; y un republicano, Lerroux. Con el objeto de sortear los problemas causados en la Sanjuanada por la intervención gubernamental de las conexiones telegráficas, que impidieron transmitir a Aguilera la orden de sublevación desde Valencia, delegados del comité iniciaron, el 25 de enero, un periplo por toda España para comunicar la fecha del pronunciamiento: el domingo 29 de enero de 1929, entre las dos y las seis de la madrugada. Los delegados volvieron a la capital con el conforme de todas las unidades (López de Ochoa, 1930: 151-152). El mismo día, a la misma hora y sin preocuparse de lo que pudieran hacer los demás, se sublevarían todas las fuerzas comprometidas.

			El movimiento comenzaría en Valencia por las mismas razones que en 1926. Sánchez Guerra, procedente de Francia, desembarcaría en el puerto valenciano en la tarde del 28 de enero, para ponerse de acuerdo con el capitán general de la región y dirigir el movimiento desde la Capitanía General. Las fuerzas militares iniciarían la sublevación con las guarniciones comprometidas: 21 regimientos de Artillería y algunos otros de Infantería y Aviación, según el recuento realizado en la última reunión del comité revolucionario en Madrid, recuerda uno de los conspiradores (Marco, 1975: 87). Las fuerzas políticas y obreras se lanzarían a la calle, declararían la huelga general y, cuando Madrid hubiese quedado desguarnecido, se levantarían las unidades conjuradas de la capital, a quienes les correspondería la misión de derrocar al Gobierno.	

			El día de la víspera, en Valencia esperaban al líder del movimiento, pero su llegada se retrasó 24 horas por una fuerte tormenta que impidió navegar con normalidad al Onsala, lo que provocó la decepción de los militares comprometidos en Valencia. Cuando llegó a Capitanía General, sobre las diez de la noche del 29 de enero, Castro Girona le indicó la necesidad de abortar los planes, pues el Gobierno dominaba la situación. A primera hora del día 30, Sánchez Guerra fue avisado de que lo esperaban en el cuartel del 5º Regimiento de Artillería, al que se dirigió. Allí, sus acompañantes procedieron a repartir a todos los presentes el manifiesto titulado Al pueblo español, al Ejército y a la Marina, firmado por él. En este documento, después de calificar al Gobierno de ilegítimo, arbitrario y despó­­tico, lanzaba un contundente “¡Abajo la dictadura! ¡Abajo la monarquía absoluta! ¡Viva la soberanía nacional! ¡Viva el Ejército unido y dignificado!”. Nada de República. Posterior­­mente, se dirigió a la tropa para convencerlos de la inutilidad de realizar el movimiento, dadas las noticias que le llegaban de distintos lugares. “Yo he venido aquí a dirigir una revolución, mas no tengo temperamento, historia ni convicciones para ser Jefe de un motín”, les dijo finalmente a los reunidos, según su propia declaración ante el Consejo de Guerra (Un consejo… 1929: 9).

			En Murcia, el movimiento también constituyó un rotundo fracaso. La trama que conectaba Madrid con Murcia se hizo vía Albacete, sustentada en personalidades masónicas que, a su vez, eran republicanas (Requena, 1996: 163). El general Queipo de Llano debía viajar clandestinamente desde Madrid hasta Albacete para después continuar a Murcia, donde esperaban su llegada para ponerlo al frente del regimiento de Artillería. Por noticias de los telegrafistas, los artilleros vieron que Va­­lencia no daba ninguna señal de actividad, por lo que se negaron a secundar los planes de Queipo, ante lo que decidió volver inmediatamente a Madrid. El regimiento de Cartagena, al ver que en Murcia no se había iniciado el movimiento, decidió permanecer también a la expectativa. 

			En Barcelona, el general López de Ochoa tenía como mi­­sión hacerse cargo del mando militar de Cataluña, apoderándose en primer término de la capital y a continuación del resto de la región, para imponer en ella la autoridad del Gobierno provisional que debía formarse en los primeros momentos en Valencia. El general vivía en París desde septiembre de 1928, cuando fueron a detenerlo a su domicilio y escapó por una ventana. El 29 de enero de 1929, cruzó la frontera pirenaica y nada más llegar pudo percibir que las cosas no iban bien, según los planes previstos. La huelga general no se había convocado. Los oficiales y jefes militares se negaron a salir a la calle en esas condiciones. “En términos durísimos —recuerda el propio López de Ochoa (1930: 148)— les eché en cara su cobardía y falta de decisión, haciéndoles presente que no ya por compañerismo, sino por dignidad y vergüenza y por egoísmo y propia conveniencia, les creía obligados a salir. Que yo estaba dispuesto a ponerme a su frente con solo una unidad”. Todo fue inútil. El general decidió pasar de nuevo la frontera.

			Esta fue la tónica general de los regimientos comprometidos por toda España, salvo el de Ciudad Real. Los artilleros manchegos tuvieron como únicos compañeros de aventuras a los obreros de Alcoy, que declararon la huelga general mientras el regimiento de Infantería de la ciudad, comprometido con el movimiento, permaneció inactivo. Hacia las seis y media de la mañana del 29 de enero, los artilleros de Ciudad Real salieron del cuartel por grupos, cada uno con una misión. Cuando los vecinos salieron de sus casas se encontraron con la sorpresa de la ocupación militar de la ciudad y sus alrededores. No se produjo la menor alarma, pues las fuerzas de Artillería, a pesar del gran despliegue de hombres y cañones por la calle, procedieron en una forma absolutamente correcta con la población civil. Todo el vecindario se lanzó a la calle, atraído por la natural curiosidad. Pero pronto entró en acción la aviación y los ciudadanos comenzaron a inquietarse.

			En el Gobierno parece que la sorpresa no fue menor. Conocían los planes conspirativos pero no la fecha ni lugar donde se iniciaría el movimiento. “A las nueve de la mañana se supo en Madrid que las comunicaciones estaban cortadas en Ciudad Real. Fue la primera noticia que tuvo el Gobierno de este movimiento. Martínez Anido montó en cólera y declaró: Tengo una policía que se entera de las cosas después de las porteras” (Tuñón, 1974: 211-212). 

			Una hora después, varios aeroplanos lanzaban una proclama conminatoria “A la ciudad y a la guarnición de Ciudad Real”, firmada por el general Primo de Rivera. En ella pedía a los sublevados un cambio de actitud y la represión de los insistentes, incluso su inmediata ejecución. Los artilleros utilizaron armas de fogueo al tomar buena parte de sus objetivos; los aviones del Gobierno lanzaron bombas de papel. En eso quedó la rebelión. 

			En las primeras horas, el corte de las comunicaciones telefónicas y telegráficas impidió obtener las ansiadas noticias de lo que sucedía en el resto del país, lo que creó una normal incertidumbre entre los artilleros y en la población. Los primeros creían que el movimiento era general en España. A última hora de la mañana comenzaron a surgir las dudas. Los artilleros no sabían bien qué hacer. Conforme pasaban las horas, tomaban conciencia del éxito de su misión, pero también del fracaso del movimiento revolucionario. Las proclamas lanzadas a las cinco de la tarde ya hicieron ver la realidad a todos. Según uno de los protagonistas, el capitán Alejandro Zamarro (1933: 186), “Nos sabíamos solos. Conferenciamos con los cuarteles de muchas poblaciones comprometidas, y todos nos contestaban que el movimiento se había aplazado indefinidamente...”. Hacia las ocho de la tarde, las tropas habían desalojado ordenadamente todos los edificios ocupados. Inmediatamente, las autoridades civiles se hicieron cargo de sus puestos y, sin ningún tipo de incidencia, se reanudó la actividad cotidiana: se restablecieron la circulación de trenes y las comunicaciones telegráficas y telefónicas. 

			A pesar de la victoria del Gobierno, el fracasado movimiento de 1929 se iba a convertir en una tortura para Primo de Rivera. En él había podido comprobar la falta de combatividad tanto del Somatén como de la Unión Patriótica, organizaciones desaparecidas el día 29 en Ciudad Real. La noticia de la sublevación de los artilleros manchegos se publicó en los más importantes periódicos nacionales e internacionales, lo que daba muestras de intranquilidad en el interior del país y de desprestigio del régimen en el exterior. Los tribunales de justicia dieron la puntilla al dictador.

			Solo llegaron a manifestarse como punibles los sucesos de Valencia y de Ciudad Real, cuando era pública y notoria la gran cantidad de compromisos tanto de militares como de civiles. La sentencia dictada por el Consejo Supremo de Guerra y Marina en la causa seguida por el delito de rebelión militar ocurrido en la capital manchega contra 37 jefes y oficiales, de fecha 18 de diciembre de 1929, condenó a duras penas a los jefes y oficiales —entre uno y once años de prisión— y a veinte años al coronel Joaquín Paz Faraldo (Alía, 2015b: 271). Pero el tribunal de Valencia absolvió a la mayor parte de encausados, entre ellos a José Sánchez Guerra. La sentencia constituyó todo un triunfo para él, sobre todo teniendo en cuenta la petición fiscal de seis años y un día de prisión mayor, y una clara derrota para la dictadura. Miguel Primo de Rivera así lo reconoció en el último de los cuatro artículos que tras su caída escribió para el diario La Nación: 

			Los sucesos de Ciudad Real y Valencia, ligados entre sí menos graves en sí mismos, con serlo tanto, que la forma en que fueron juzgados y sentenciados los participantes en ellos, por un Consejo de Guerra de oficiales Generales, designados en su turno, que me dieron la desalentadora impresión de que el Ejército, que con tanta corrección, fidelidad y ciudadanía venía estando al lado de la Dictadura, se apartaba de ella. Todo esto llegó a impresionar a la opinión egoísta […], llegó a impresionar al Rey y a mí y empecé a anunciar que la Dictadura había fijado límite a su vida.

			Si el coste militar del fracasado movimiento era alto, por la división del Ejército y el afianzamiento de la corriente prorrepublicana en el mismo, sobre todo por parte de los artilleros, el político no era menos despreciable. La mayor parte de los líderes políticos procedentes de la Restauración implicados en el mismo se alejaron definitivamente de Alfonso XIII y muchos de la monarquía, declarándose no solo antialfonsinos, sino abiertamente republicanos.

			El expresidente José Sánchez Guerra no quiso colaborar con el gabinete del general Dámaso Berenguer, sustituto de Primo de Rivera desde el 30 de enero de 1930. Nadie entendía cómo el rey confiaba el poder al máximo responsable de la guerra de Marruecos cuando sucedió el desastre de Annual. El día 27 de febrero de 1930, Sánchez Guerra hizo pública su posición durante un brillante discurso en el teatro de la Zarzuela de Madrid. En él arremetió contra la dictadura y contra Alfonso XIII, por haber amparado al régimen ilegal, recitando una estrofa del duque de Rivas: 




			No más abrazar el alma

			en sol que apagarse puede

			no más servir a señores

			que en gusanos se convierten.

			


Miguel Maura, hijo del carismático líder Antonio Maura y republicano conservador, estuvo presente en el acto. Para él, este repudio a la persona del rey era la “herida más grave” que había recibido la monarquía, no solo porque la condenaba directamente, sino porque además hacía añicos toda esperanza de reavivar a los partidos tradicionales. La república, añadía, era inevitable porque la monarquía era un cadáver en pie: “Sin alzamientos, sin héroes, sin mártires y hasta sin republicanos hubiese venido lo mismo” (1962: 111).

			El republicanismo avanzaba ya con paso firme. El 17 de agosto de 1930 se firmaba el Pacto de San Sebastián, promovido por Alianza Republicana, con el fin de formar un comité revolucionario que preparara una insurrección para traer la república y mandar a la monarquía “a los archivos de la historia”. En octubre se sumaron las dos organizaciones socialistas, el PSOE y la UGT, ausentes en las sublevaciones de 1926 y 1929. Al mes siguiente, José Ortega y Gasset publicó en El Sol el artículo “El error Berenguer”, que tuvo una enorme resonancia. Después de analizar la inútil solución que suponía la formación del nuevo Gobierno, como si no hubiera pasado nada en los algo más de seis años de dictadura, acababa sentenciando: “Españoles, vuestro Estado no existe! ¡Reconstruidlo! Delenda est Monarchia”. El error del rey de volver al pasado en lugar de mirar hacia el futuro acabaría, según él, por destruir la monarquía.

			LAS SUBLEVACIONES DE JACA Y CUATRO VIENTOS

			El camino pacífico hacia la República se vio truncado por una nueva sublevación en diciembre de 1930, dirigida por el comité revolucionario del Pacto de San Sebastián. Aunque tenía carácter general, los revolucionarios de la población pirenaica de Jaca (Huesca) se adelantaron a las órdenes de actuación prevista para el 15 de diciembre e hicieron fracasar el desarrollo general de la sublevación. Según parece, los comprometidos pensaron anticiparse ante las malas noticias climatológicas que se anunciaban, que podrían dejar a la población aislada. 

			En Jaca, a primera hora de la mañana del 12 de diciembre de 1930, la mayor parte del Batallón de Montaña La Palma nº 8 salía de su cuartel al grito de “¡Viva la República! ¡Muera el rey!”, con el fin de tomar la ciudad y proclamar la República. En el Regimiento de Infantería Galicia nº 19, el capitán Fermín Galán arengaba a las tropas en el comedor entre vivas a la República. Poco antes, sobre las cuatro de la mañana, se presentaron en la Sala de Banderas los capitanes Fermín Galán y Ángel García Hernández, en compañía de otros oficiales, exigiendo al teniente de guardia que se sumara al movimiento, pues “había quedado proclamada la República en España”, según consta en el sumario judicial (Alía, 2015b: 275). 

			A las ocho de la mañana, los vecinos de la localidad pudieron observar que las calles principales estaban tomadas por fuerzas del Regimiento de Infantería de Galicia, del Batallón de Montaña La Palma y Batería fija de Jaca en unión de paisanos. Los soldados y ciudadanos marchaban presididos por la bandera republicana, mientras iban leyendo por las esquinas un bando revolucionario por el que comunicaban la proclamación de la República y la formación del comité revolucionario nacional. La bandera tricolor fue izada en el balcón del ayuntamiento, mientras en su interior quedaban presos el general gobernador y casi todos los jefes y oficiales que no secundaron el movimiento. Las tropas de Infantería y Artillería ocuparon la estación de ferrocarril, la telegráfica y la telefónica, además de todas las salidas de la población, que quedó totalmente incomunicada. La mayor amenaza para sus intereses la constituía la guardia civil, que fue neutralizada por el emplazamiento de ametralladoras frente a su cuartel.

			Con la ciudad aislada, se formó una Junta Provisional Republicana, presidida por Pío Díaz Pradas, que autorizó la libre circulación por la vía pública a todas horas, tanto de día como de noche, siempre y cuando no se formaran grupos, pero ordenó el cierre de todos los establecimientos mercantiles e industriales, excepto los de venta de artículos de primera necesidad, que podían permanecer abiertos hasta las cinco de la tarde. La principal finalidad de la Junta era la de garantizar el orden público, para lo que ordenaba a cualquier vecino provisto de armas “que no ejecute acto alguno que pueda originar violencias, que habrán de reprimirse a todo trance”. Al mismo tiempo, el delegado del comité revolucionario nacional, Fermín Galán, lanzaba una proclama a todos los habitantes de la ciudad y demarcación estipulando en su artículo único: “Todo aquel que se oponga de palabra o por escrito, que conspire o haga armas contra la República naciente será fusilado sin forma­­ción de causa”. Durante la ocupación de la ciudad hubo que lamentar la muerte de dos carabineros, que se opusieron a ella y fueron abatidos. En el juicio, los sublevados defendieron que los carabineros dispararon primero y no tuvieron más remedio que defenderse.

			Las sublevaciones de 1926 y de 1929 habían sido revoluciones “románticas” y utópicas. Los conspiradores pretendían tomar el poder por la capacidad de convicción y de atracción de sus líderes, militares y civiles, sin apenas recurrir a la fuerza. La sublevación de Jaca no compartía con ellas ni sus objetivos, netamente republicanos, ni sus métodos, que permitían la violencia si era necesario. En la sublevación militar de julio de 1936 también habría un proyecto para la toma del poder que recurriría, si fuera preciso, a métodos en extremo violentos. Los años treinta no tenían nada que ver con la década de los “felices años veinte”. La sociedad estaba mucho más politizada, la lucha de clases y la lucha entre distintas ideologías radicalizaron enormemente a los países europeos. 

			Cuando Jaca estaba totalmente controlada por las fuerzas militares de la ciudad, los sublevados organizaron dos columnas, una por ferrocarril y otra en camiones, que marcharon en dirección a Huesca para extender el movimiento. La columna de camiones, al mando supremo del capitán Galán, salió de Jaca aproximadamente a las dos de la tarde del día 12 de diciembre con unos 800 soldados.

			En el camino, tuvieron diversos enfrentamientos con las tropas gubernamentales procedentes de Huesca que habían salido al encuentro de los sublevados. En uno de ellos murieron el gobernador militar de Huesca y algunos de sus acompañantes. El choque provocó la desmoralización de las fuerzas de la columna de Jaca y los elementos que la integraban emprendieron la retirada en completo desorden y direcciones diversas. Sobre las diez de la mañana del día 13, se rindieron las últimas tropas de las fuerzas sublevadas.

			La sublevación de Jaca se trató, sin duda alguna, de la primera netamente republicana del siglo XX. Los capitanes Fermín Galán y Ángel García Hernández, líderes de la sublevación, fueron juzgados por un Consejo de Guerra sumarísimo el día 14 de diciembre y condenados a muerte por un “delito consumado de rebelión militar”, agravado por diversas muertes. Los ejecutaron en el Polvorín de Jaca a las dos de la tarde del 14 de diciembre de 1930. Berenguer y Alfonso XIII se negaron a conceder la conmutación de la pena, como se solicitó desde numerosas instancias nacionales e internacionales, lo que agudizó su escasa popularidad.

			De su rápido ajusticiamiento nació el mito de Galán y García Hernández, que hizo más por el establecimiento de la República que muchas sublevaciones desarrolladas con anterioridad. Aunque la mayor parte de los miembros del comité revolucionario, presidido por Niceto Alcalá Zamora, fueron muy críticos con el capitán Galán por no haber atendido las órdenes de posponer la sublevación y lo culparon en el momento de llevar al fracaso a todo el movimiento, los “mártires de la República” se convirtieron en una referencia para muchos republicanos durante los meses previos a la proclamación de la Segunda República, durante esta y, posteriormente, en la Guerra Civil. 

			En las primeras horas de la mañana del domingo 14, se procedió a la detención de los miembros del comité revolucionario que fueron encontrados en Madrid, entre ellos Alcalá Zamora y Miguel Maura. Santiago Casares Quiroga fue detenido en Jaca, a donde viajó el día antes de la rebelión para convencer a Galán de la necesidad de posponer la sublevación porque no estaba claro su desarrollo en la mayor parte del país, pero cuando llegó, en lugar de ir rápidamente a entrevistarse con él, prefirió acostarse tranquilamente “porque estaba muy cansado del viaje”. Cuando se despertó, la ciudad había sido ya tomada por los militares. Este mismo personaje es el que en julio de 1936 presidía el Consejo de Ministros y no supo detener a los golpistas, a pesar de conocerse públicamente la conspiración.

			Con la detención del comité revolucionario, la sublevación parecía haber finalizado, pero solo la actitud decidida de Ra­­món Franco y de Queipo de Llano hizo que no fuera así. El comandante de Aviación Ramón Franco, hermano del general Francisco Franco Bahamonde, era uno de los hombres más populares de España, sobre todo a partir de protagonizar el raid aéreo del Plus Ultra, entre enero y febrero de 1926, primer vuelo en el mundo que logró cruzar el Atlántico Sur con un solo avión.

			El día 15 de diciembre se produjo el segundo acto de la sublevación, esta vez en la base aérea de Cuatro Vientos (Madrid). Desde la radio del aeródromo se leyó el manifiesto en el que se afirmaba que había sido proclamada la República. A los pocos minutos de despegar los aviones cargados de las proclamas que debían arrojar sobre Madrid, percibieron que no había rastros de huelga; la vida transcurría con normalidad. Franco volaba sobre el Palacio Real, que pensaba bombardear, pero al ver por los alrededores mujeres y niños decidió volver a la base con la carga llena. Franco, Queipo y un grupo de oficiales volaron hacia Portugal, y poco después lo hizo Diego Hidalgo de Cisneros; desde allí se trasladarían a Francia. Las fuerzas militares comprometidas, tras el fiasco de Jaca y la ejecución de sus líderes, habían decidido permanecer pasivas. La huelga general tampoco estalló por las divisiones internas del PSOE y la UGT. 

			Los anarquistas no habían formado parte de las sublevaciones de diciembre de 1930 “porque estaba dirigida por ciertos militares que no les inspiraban confianza”. Criticaron la actitud de los aviadores que habían participado en el movimiento del día 15 y les reprocharon que no bombardearan el Palacio Real. Para ellos, Ramón Franco no fue tan escrupuloso cuando bombardeó objetivos civiles durante la Guerra Civil, en la cual luchó junto a su hermano Francisco, a pesar de su pasado republicano. 

			Entre finales de febrero de 1931 y los últimos días de marzo, el embajador español en Francia informó de las actividades conspirativas que desplegaba en París el grupo de exiliados encabezados por Ramón Franco. Los exiliados republicanos, entre los que se encontraban también Marcelino Domingo, Diego Martínez Barrio, Indalecio Prieto, Gonzalo Queipo de Llano y algunos líderes catalanes y vascos, se reunían por la noche en la cafetería Le Napolitaine, cerca de la plaza de la Ópera, aunque para burlar el acoso policial tuvieron que trasladarse posteriormente al más discreto café Gramout. Tras algunos encontronazos con el entorno de Franco, enfrascado por entonces en una frenética actividad conspirativa, la mayor parte optaron por situarse al margen de Ramón Franco, según González Calleja (2010: 227-228). 

			Franco siguió adelante con sus planes, contactando con la guarnición de Seo de Urgel y los carabineros de Puigcerdà para sublevarse en el primer trimestre de 1931. Viajó a Bruselas, donde se entrevistó con el líder catalán Francesc Macià y los anarquistas Buenaventura Durruti y Francisco Ascaso, con la finalidad de obtener algún tipo de apoyo económico o político. Sin embargo, la sustitución del general Berenguer de la presidencia del Consejo de Ministros el 18 de febrero postergó todos estos planes y aconsejó al conjunto del exilio mantenerse en una prudente expectativa. Las elecciones municipales de 12 de abril de 1931, convertidas en un plebiscito entre monarquía y república, provocaron lo que no habían logrado conspiradores y sublevaciones: derribar la monarquía. Aunque sí la habían debilitado enormemente.

			


CAPÍTULO 4

			LA SEGUNDA REPÚBLICA: DE LA REFORMA MILITAR 		AL GOLPE DE ESTADO DE JULIO DE 1936

			LA REFORMA MILITAR DE AZAÑA Y LA SANJURJADA

			En la tarde del 14 de abril de 1931, Niceto Alcalá Zamora proclamaba la República desde el balcón del Ministerio de la Gobernación, en la madrileña Puerta del Sol. Unas simples elecciones municipales, celebradas dos días antes, habían hecho tambalearse las endebles estructuras de la monarquía. Alfonso XIII intentó negociar con los republicanos, pero los negativos resultados electorales, la presión popular del republicanismo en la calle y su decisión pasada de unir su suerte a la de los dictadores, ya caídos, hicieron fuerte a Alcalá Zamora, que exigió su salida del país. El proceso, ideado en 1930 como revolucionario e insurreccional, terminó realizándose pacíficamente, en gran parte porque el Ejército y la Guardia Civil se mantuvieron neutrales, aunque a la expectativa. 

			No hubo una transición de una legalidad a otra, sino una ruptura, aunque sin violencia. Como la República no había venido por un cauce normal, abierto por unas Cortes Cons­­tituyentes que realizaran una nueva Constitución donde se especificara el régimen político, se tuvo que improvisar un Gobierno. El comité revolucionario del Pacto de San Sebastián quedó constituido en Gobierno provisional, formado por once ministros y un presidente, que convocó elecciones a Cortes Constituyentes para el 28 de junio. La buena estrella de su advenimiento, que cogió por sorpresa hasta a sus inductores y “vino acompañada de expresiones de júbilo popular, acabó en apenas un mes, tras los motines iconoclastas de mayo de 1931, que marcaron su futuro. El nuevo régimen republicano se vio lastrado por alta dosis de improvisación de sus impulsores y por los poderosos enemigos en ambos extremos” (López Villaverde, 2017: 424-425).

			La República no fue la conquista de un movimiento republicano con raíces sociales profundas, sino el resultado de una enorme movilización social de fuerzas muy amplias y con un objetivo muy claro, el de cambiar un sistema que con la dictadura había demostrado no tener soluciones. A la monarquía le fueron abandonando todos sus apoyos sociales e institucionales (Casanova, 2007: 31). Miguel de Unamuno diría que “no fueron los republicanos quienes han traído la República, ha sido la República la que ha traído a los republicanos”. Los despropósitos del general Primo de Rivera y los desaciertos de Alfonso XIII en los momentos claves fueron importantes en el tránsito hacia la República, sin duda. Pero esta coyuntura por sí misma no explica completamente el advenimiento de la Segunda República. Esta debió mucho a sus muertos, como Galán y García Hernández, pero más a los vivos, a todos aquellos conspiradores de cafés, reboticas y cuarteles que, teniendo una procedencia tan distinta, acabaron por aunar sus esfuerzos a partir de 1926 para una causa que percibían tan importante como necesaria.

			El Gobierno provisional de la República emprendió, desde el primer día de su mandato, una serie de reformas urgentes. Quizá fue demasiado pretencioso en su propuesta democrática. Intentó abordar o transformar, inmediata y simultáneamente, buena parte de los problemas históricos y algunos de los aspectos más importantes de la vida de los españoles. Lo hizo a través de una reforma agraria que redistribuyera la propiedad de la tierra; un cambio profundo en las relaciones Iglesia-Estado, incentivando las influencias seculares y limitando el papel de la Iglesia; una rápida modernización económica que mejorara las condiciones de los trabajadores más pobres y las relaciones laborales; una reestructuración del marco territorial, siguiendo los acuerdos del Pacto de San Sebastián para garantizar las aspiraciones autonómicas; y una ambiciosa reforma militar, entre otros objetivos. “Tal ambición e idealismo constituyó la gloria de los primeros tiempos de la República; así mismo, resultó su perdición” (Malefakis, 2006: 16). El drástico proceso acabó generando numerosas tensiones, insatisfacciones y oposición, y cosechó a lo largo de los años casi más enemigos que amigos.

			Una de las principales reformas fue la del Ejército. Con la reforma militar, conjunto de decretos aprobados entre abril y septiembre de 1931, Manuel Azaña, ministro de la Guerra, pretendía reducir personal y hacer un Ejército más ligero; modernizarlo, potenciando la adquisición de material moderno con el presupuesto liberado de la reducción de plantillas; y, sobre todo, anular su potencialidad política (Ramírez, 1977: 53). Azaña anhelaba un modelo de ejército como el francés, más profesional y cívico, garante tanto de la seguridad colectiva como de la libertad individual. Para ello resultaba imprescindible devolver al Ejército a su marco estricto de competencias, neutralizarlo políticamente, más que republicanizarlo, otorgarle una visión civilista y profesionalizada, basada en el control parlamentario y gubernamental de las Fuerzas Armadas (González Calleja et al., 2015b: 146-149).

			Por decreto de 25 de abril de 1931 se reducían las escalas de generales, jefes y oficiales. El resultado fue la salida de la profesión militar de más de 8.000 militares, aunque para algunos especialistas se pudo llegar a los 10.000. Todavía nos resulta muy difícil conocer los datos exactos de los profesionales que pasaron a la situación de reserva o de retiro en todos los ejércitos y durante todo el período republicano. En el Ejército de Tierra, parece que de un total de 190 generales y asimilados en 1931 se pasó a 90 en 1932 y de 20.576 jefes y oficiales se redujeron las escalas a 12.373. Para permanecer en servicio activo, por decreto de 22 de abril, los militares profesionales debían prestar obligatoriamente promesa de fidelidad a la República.

			La supresión de la Academia General Militar de Zaragoza, dirigida por Francisco Franco, tuvo como efecto la politización de una reforma puramente técnica. Resultó uno de los factores más polémicos de la reforma, pero para la República había que cortar de raíz el problema militar. Cuando en 1928 el general Franco se hizo cargo de ella, comenzó a predominar un profesorado dominado por los militares africanistas. “La academia se convirtió en el semillero de ideas de renacimiento imperial, de los militares como los guardianes y salvadores de España, y, de este modo, se convirtió en parte integral de la política emergente de la derecha ultranacionalista” (Graham, 2006: 27).

			Azaña pretendía una política de ascensos basada en méritos y conocimientos técnicos más que en la antigüedad. La formación militar en las academias de cada cuerpo alternó con los estudios universitarios conviviendo con los estudiantes civiles. En diciembre de 1931 creó el Cuerpo de Suboficiales. La Ley de Reclutamiento y Ascensos de la Oficialidad de septiembre de 1932 le reservaba el 60% de las plazas en las academias de oficiales, porque el ministro pensaba que eran los más fieles al régimen. Ya había podido ver su compromiso en la sublevación de Jaca. La ley exigía el título de bachiller a los suboficiales y seguir cierto número de cursillos en una universidad. De esta forma, el ministro de la Guerra pretendía democratizar la base social e ideológica de los mandos del Ejército.

			La República redujo a 12 meses el servicio militar obligatorio (cuatro semanas para los bachilleres y universitarios), pero mantuvo la redención en metálico, aunque solo podía ser aplicada a partir de los seis meses de permanecer en filas. Disolvió el Somatén, suprimió las Órdenes Militares, cesó a cinco capitanes generales y al presidente del Consejo Supremo de Guerra y Marina, repuso a los generales postergados por la dictadura, rehabilitó a los capitanes Galán y García Hernández, abrió proceso por el desastre de Annual y decretó el pase a la re­­serva de Dámaso Berenguer. 

			El régimen republicano indultó a todos los militares condenados por las sublevaciones transcurridas entre 1926 y 1930 y premió a todos sus responsables. Por ejemplo, al teniente general Aguilera lo ascendió en mayo de 1931, pocos días antes de morir, al máximo grado de capitán general “por los eminentes servicios que ha prestado a la causa de la libertad”. El general Manuel Goded fue nombrado jefe del Estado Mayor Central del Ejército. El general Queipo de Llano regresó a España aclamado por el pueblo para ser rehabilitado por el Gobierno provisional como capitán general de Madrid, más tarde Primera División Orgánica. Ramón Franco fue nombrado director general de la Aeronáutica Militar, con lo que recuperó su antigua condición de héroe. El general Eduardo López de Ochoa fue nombrado capitán general de Cataluña. En la primavera de 1936 todos aparecían conspirando contra el régimen.

			Una de las primeras consecuencias del descontento provocado por las reformas militares de Azaña y por la elevada conflictividad social del momento fue la Sanjurjada, primera sublevación militar contra el régimen republicano. En principio, contaba con importantes adhesiones en el Ejército, como el general Miguel Ponte, en Valladolid; el coronel Eugenio Sanz de Larín, en Pamplona; el general Manuel González Carrasco, en Granada; y el coronel José Enrique Varela, en Cádiz. Debía estallar en varias poblaciones el 10 de agosto de 1932, bajo la dirección del general José Sanjurjo Sacanell, uno de los militares más condecorados de la historia de España. Como general de división, dirigió el desembarco de Alhucemas, primera operación anfibia de la historia llevada a cabo con éxito. Después fue alto comisario de España en Marruecos. Director general de la Guardia Civil desde 1928 hasta principios de 1932, Azaña lo ratificó en el cargo en abril de 1931 por haber liderado una transición pacífica en el seno de la Benemérita, entre otras razones. Pero se fue distanciando del Gobierno provisional tanto por su reforma militar como por lo que él consideraba debilidad ante los problemas de orden público. Azaña lo trasladó de la dirección de la Guardia Civil a la del Cuerpo de Carabineros. 

			Según establece la sentencia de los hechos, el 9 de agosto, sobre las seis de la tarde, el teniente general Sanjurjo salió en automóvil desde Madrid a Sevilla, acompañado por su ayudante de campo y por su hijo, el capitán Justo Sanjurjo. Una vez en la capital andaluza, a donde llegó sobre las tres de la madrugada del siguiente día, hizo publicar un bando en los lugares más céntricos de la ciudad en el que se nombraba a sí mismo capitán general de Andalucía, declaraba el estado de guerra en todo el territorio de la Segunda División Orgánica y destituía al gobernador civil, alcalde y varios concejales, a los que ordenaba detener. Mandó imprimir y dio a la publicidad un manifiesto en el que declaraba su abierta hostilidad a las Cortes y al Gobierno constituido y su preocupación por la conflictividad social. A la prensa declararía que no quería acabar con el régimen, sino con un gobierno endeble incapaz de controlar el orden público y la unidad de España.

			El golpe militar contó con el apoyo de la casi totalidad de jefes y oficiales de la guarnición sevillana y de la Guardia Civil, que situaron sus fuerzas en distintos lugares estratégicos de la ciudad con el fin de dominarla por completo. Se incautaron de las centrales telegráficas y telefónicas y de la línea ferroviaria de Madrid-Cádiz y suspendieron el servicio interurbano tras levantar los carriles a lo largo de 18 metros entre Sevilla y la capital gaditana. También se cortaron algunas carreteras de los alrededores de la capital andaluza y se dispuso la voladura del puente próximo a Lora del Río, que no pudo llevarse a efecto por ser detenidos los que intentaban efectuarlo. 

			Mientras, en Madrid, un grupo de militares y paisanos, carlistas y nostálgicos de la monarquía, fundamentalmente, trató de apoderarse por sorpresa del Ministerio de la Guerra y del Palacio de Comunicaciones. La policía, conocedora del plan, los rechazó a tiros y al amanecer, después de un breve combate en la plaza de Cibeles, todo había terminado. Cuando se conoció en Sevilla el fracaso del golpe en Madrid, los mandos militares ordenaron retirar las tropas de la calle. Sanjurjo había organizado una columna integrada por elementos de las distintas armas para oponerse a las fuerzas gubernamentales que se enviaban desde Madrid, pero se opuso al enfrentamiento armado. 

			El general Sanjurjo decidió abandonar la ciudad, en las primeras horas de la madrugada del día 11, en un automóvil del servicio público seguido por otro militar que ocupaban un teniente y cuatro individuos armados de la Guardia Civil con dirección a Huelva, en cuyas cercanías le dieron el alto agentes de seguridad y policía, que lo condujeron detenido al Gobierno Civil de dicha población en unión de su hijo y de su ayudante.

			En total, fueron detenidos por su participación en los acontecimientos 145 jefes y oficiales, entre los que figuraban los generales Cavalcanti y Goded. Francisco Franco parece ser que estaba comprometido, pero a última hora decidió no arriesgar su brillante carrera profesional, por lo que se mantuvo al margen. La mayor parte de los condenados fueron amnistiados poco después por el presidente Niceto Alcalá Zamora a propuesta del Gobierno de Alejandro Lerroux, al que algunos daban como implicado en los sucesos de agosto de 1932. Sanjurjo, condenado a muerte, fue indultado con la condición de que saliera de España. Se fue a residir a la localidad portuguesa de Estoril, desde donde tuvo libertad de movimientos para emprender pronto una nueva conspiración. 

			El golpe de Sanjurjo tuvo importantes consecuencias políticas y militares. El Estatuto de Autonomía de Cataluña y la Ley de Reforma Agraria, cuya aprobación pretendían impedir los golpistas, fueron rápidamente aprobadas por las Cortes. Los militares abrieron nuevas vías de organización al margen de la ley. En 1933, el Ejército se lanzó a defender sus tesis corporativas y políticas a través de la creación de la Unión Militar Española (UME). La organización fue extendiéndose rápidamente por la mayoría de las guarniciones, sin contar con ningún tipo de persecución ni riesgo para sus miembros, la mayor parte militares retirados por la “ley Azaña”. A mediados de 1934, se encontraba en pleno funcionamiento y sus afiliados y simpatizantes habían incrementado considerablemente a partir de la revolución de octubre de ese año. La mayor parte de ellos resultaron determinantes en la conspiración de la primavera de 1936. A finales de mayo de ese año, en una circular de la propia organización, dijo contar con 3.436 jefes y oficiales en activo, 1.843 retirados y 2.131 suboficiales, aunque pueden ser cifras un tanto abultadas. La mayoría de los especialistas coinciden en que buena parte de los militares simpatizaban con la UME, aunque sus miembros no llegaban ni al 10% de los oficiales, porcentaje todavía menor entre los jefes y suboficiales, según Busquets y Losada (2003: 55). 

			EJÉRCITO Y ORDEN PÚBLICO

			Manuel Azaña pretendía que la vida política volviera a estar protagonizada por la sociedad civil y devolver a los militares a los cuarteles. No lo consiguió. Los militares siguieron teniendo gran importancia en la política y en el presupuesto. No había guerra, pero el presupuesto militar se mantuvo siempre por encima del último presupuesto de la dictadura. Pese a los esfuerzos de Azaña, el poder militar acabó resultando decisivo en el control efectivo del orden público, impidiendo así el anhelado fortalecimiento del poder civil, muestra de debilidad estructural del Estado republicano. Los políticos republicanos se mostraron incapaces de adecuar la administración del orden público a los principios de un régimen democrático y recurrieron a los mismos instrumentos de la monarquía para lograr la pacificación social: estado de guerra y tropas en la calle, ingredientes que perpetuaron el protagonismo del Ejército. 

			El poder civil no supo hacerse con el control de la sociedad. Fuerte en abril de 1931, se fue debilitando al compás de los altercados, insurrecciones y otros actos de violencia que fueron minando la vida pacífica del régimen. El Gobierno tuvo que ir dando importancia al Ejército, mucha más de la que el propio Azaña hubiera querido. Pero a los gobiernos de izquierda de la República, que intentaron crear su propia fuerza de seguridad, no les dio tiempo a más. Pasaron demasiadas cosas y dispusieron de poco tiempo y de escasa tranquilidad para gobernar de otra manera. La ruptura de la conjunción republicano-socialista a finales de 1931 restó fuerza al Ejecutivo. 

			El Gobierno provisional confió los puestos clave a los militares de más prestigio, africanistas en su mayoría, los que en 1936 le echarían la soga al cuello. Para combatir los desórdenes públicos más graves, situó a mandos militares en los momentos de mayor conmoción revolucionaria, como Queipo de Llano, tras los incendios de mayo de 1931; Domingo Batet, para las insurrecciones del Alto Llobregat, en enero de 1932, y la catalana de 1934; y López de Ochoa para la revolución asturiana. Militares eran también los responsables de las fuerzas policiales, la Guardia Civil y de Asalto, Carabineros y la Dirección General de Seguridad. Todos ellos acabaron conspirando, tarde o temprano, contra la República. El general Sanjurjo, que dirigió la sublevación militar de agosto de 1932 y presidió la de julio de 1936, había estado al frente de la Guardia Civil, hasta enero de 1932, y de los Carabineros en los meses siguientes. El general Miguel Cabanellas, que también se sublevaría en 1936, sustituyó a Sanjurjo en la Dirección General de la Guardia Civil. Otro militar africanista, el teniente coronel Agustín Muñoz Grandes, quien años más tarde estaría al frente de la División Azul, fue el primer jefe de la Guardia de Asalto.

			Las leyes que regularon el orden público siguieron dando excesiva importancia a los militares en la calle, porque aunque se facultó a los gobernadores civiles y alcaldes de amplios poderes para mantener la “paz social”, la legislación autorizaba intervenir a las fuerzas militares siempre que los actos se provocaran con armas y violencia. La Guardia Civil, con carácter militar, fue la principal fuerza con atribuciones en orden público. La República intentó crear su nueva fuerza sin pasado que reprochar, el cuerpo policial de la Guardia de Asalto, con estructura y disciplina militar y comandada por jefes procedentes del Ejército, pero desempeñó un papel secundario en el mantenimiento del orden público. El Estado había entregado desde el siglo XIX al Ejército la responsabilidad de defender el orden público y esa fue la inercia que mantuvo el régimen republicano. Las capitanías generales creadas por Felipe V a principios del siglo XVIII fueron suprimidas, y con ellas las regiones militares, sustituidas por divisiones orgánicas. Azaña pretendía acabar con el recuerdo de los capitanes generales como virreyes de la ley y el orden. Pero los responsables de las nuevas divisiones orgánicas siguieron actuando como virreyes de facto en casos críticos.

			La Ley de Defensa de la República, aprobada el 21 de octubre de 1931 por las Cortes Constituyentes, pretendía dotar al régimen de un instrumento de excepción al margen de los tribunales de justicia para actuar contra los que cometieran “actos de agresión contra la República”. En apenas cinco artículos se detallaban los numerosos “actos de agresión”, la mayor parte en clara contradicción con los derechos fundamentales reconocidos y garantizados en la Constitución aprobada en diciembre de 1931. Entre ellos, destacaban la incitación a resistir o desobedecer las leyes; la incitación a la indisciplina; la incitación a la comisión de actos de violencia contra personas, cosas o propiedad, por motivos religiosos, políticos o sociales; la difusión de noticias que pudieran quebrantar el crédito o perturbar la paz o el orden; o la tenencia ilícita de armas de fuego. En la práctica, la ley establecía un “régimen de excepción”, en el que el Ejército seguía teniendo amplio protagonismo en asuntos de orden público, porque fijaba “unas normas indeterminadas y abstractas que comportan un estado de inseguridad e intimidación general y por la ausencia de garantías para el ejercicio de los derechos ciudadanos” (Ballbé, 1983: 324). La ley, aprobada con el objetivo de hacer frente al desafío monárquico y al sector más conservador del Ejército, solo sirvió de instrumento para frenar las huelgas e insurrecciones organizadas por la CNT a base de dar mayor protagonismo a los militares.

			En una disposición transitoria de la Constitución, se acordaba que esta ley estaría vigente “mientras subsistan las ac­­tuales Cortes Constituyentes, si antes no la derogan estas expresamente”. Las Cortes Constituyentes fueron prorrogadas por mandato constitucional mucho más allá de la aprobación de la Constitución, hasta el 29 de agosto de 1933, tras la entrada en vigor de la Ley de Orden Público de 28 de julio de 1933. Esta, en su artículo 13, dejaba la puerta abierta al intervencionismo mi­­litar y al uso de la fuerza para el mantenimiento del control social: “Cuando en el ejercicio de sus funciones los Agentes de la Autoridad fuesen agredidos con armas o explosivos, podrán hacer uso inmediatamente de la fuerza para defenderse de la agresión o repelerla”.

			Además, estipulaba tres estados de excepción (prevención, alarma y guerra). Durante el periodo del Gobierno provisional, los días que se declararon de manera local o general superaron ligeramente el 23% de todo el periodo, mientras estaba vigente la Ley de Defensa de la República y el Código Penal de 1870, restablecido por los republicanos. Sin embargo, en aplicación de la Ley de Orden Público, en el bienio radical-cedista, los estados de excepción superaron el 97%, y el 100% durante el Gobierno del Frente Popular, pues la declaración del estado de alarma se mantuvo desde el 17 de febrero de 1936 hasta el 19 de enero de 1939.

			El régimen republicano intentó quitar protagonismo a la militarización del orden público primando la justicia civil frente a la militar. Tampoco daría resultado. La primera de las medidas de Azaña como ministro de la Guerra fue derogar la Ley de Jurisdicciones de 1906, que había puesto bajo la jurisdicción militar a los civiles acusados de delitos contra la Patria o el Ejército, y que había servido al general Primo de Rivera para mantener el orden público por medio de su abuso. La jurisdicción militar era mucho más rápida en actuar y más contundente en sus penas.

			También el Gobierno de la República decidió suprimir el Consejo Supremo de Guerra y Marina, que tanta actividad había mostrado desde 1921, pero que durante la dictadura sirvió de instrumento del poder para favorecer a los declarados res­­ponsables del desastre de Annual. La Sala Sexta del Tribunal Supremo se hizo cargo de la jurisdicción militar, en una clara intención de sometimiento de la justicia castrense a la civil. Pero la medida no resultó en exceso eficaz. La jurisdicción militar siguió aplicándose a civiles implicados en desordenes públicos sin necesidad de declaración del estado de excepción o de suspensión de garantías constitucionales. Esta Sala resolvió los conflictos de competencias entre la jurisdicción ordinaria y la militar, mayoritariamente a favor de esta última.

			La Guardia Civil fue la institución sobre la que recayó la mayor parte del protagonismo en el sostenimiento de la paz social. Y tuvo mucho, porque la violencia sociopolítica fue constante desde el primer día. El anarquismo no había aceptado la República por considerarla burguesa y alejada de los intereses de los trabajadores; abogaba por la acción directa y el enfrentamiento contra el régimen. También el ámbito laboral, en un contexto internacional y nacional de crisis económica, generó tensión y acciones violentas, a pesar de la intensa actividad de los jurados mixtos, que intentaron encauzar pacíficamente las disputas laborales. Sin embargo, la conflictividad no opone al capital con el trabajo, sino, en mayor medida, a los trabajadores con las fuerzas del orden y los funcionarios de la administración civil. Así, la mitad de las víctimas lo fueron por las fuerzas de seguridad y el 60% de los fallecidos fueron militantes de la izquierda política y sindical. En conjunto, se han contabilizado 1.545 muertos en los diferentes enfrentamientos sucedidos entre 1931 y 1936: 540 en el primer bienio, 621 en el segundo y 384 en el periodo del Frente Popular (González Calleja, 2015). En localidades como Castilblanco, Arnedo, Casas Viejas y Villa de Don Fadrique, por citar solo algunos de los sucesos más violentos, ocurrieron enfrentamientos que fueron abriendo una enorme fractura en la convivencia pacífica de los españoles.

			En estas cifras no están contabilizadas las muertes ocasionadas en los acontecimientos conocidos como la Revolución de octubre de 1934 o Revolución de Asturias, por ser en esta región donde tuvieron mayor incidencia. El balance, según las cifras oficiales, fue de 1.335 muertos y aproximadamente el doble de heridos. Las tres cuartas partes de unos y otros pertenecían a los insurrectos; el resto, a las guarniciones militares, guardias civiles y de asalto y a policías locales. Los daños materiales fueron notables: se vieron afectados 60 edificios públicos, 54 iglesias, 32 fábricas y 740 casas particulares (Ruiz, 2008). El Go­­bierno decidió enviar al ejército a sofocar la insurrección. Para coordinar las operaciones militares, el ministro de la Guerra, Diego Hidalgo, prescindió del jefe del Estado Mayor Central y puso al frente al general Francisco Franco. El general López de Ochoa fue el encargado de las operaciones en Asturias, coordinando a todas las tropas militares, incluidas Legión y Regulares de Marruecos, un despliegue de aproximadamente 15.000 soldados y 3.000 guardias civiles, de asalto y carabineros. El día 18 de octubre se rindieron los últimos grupos insurrectos. 

			La revolución de octubre de 1934 se había concebido como un intento de coacción sobre los poderes públicos para forzar una crisis política que alejase a las derechas del poder, a pesar de su victoria electoral. Desde las elecciones de noviembre de 1933, el Gobierno del radical Alejandro Lerroux venía contando con el apoyo parlamentario de la Confederación Española de Derechas Autónomas, conocida popularmente como la CEDA, liderada por José María Gil Robles. Resultaba apreciable el freno a los avances sociales de los primeros años republicanos. La entrada en el Ejecutivo de tres miembros de la CEDA, el 4 de octubre de 1934, era la señal esperada por los socialistas para iniciar la huelga general y la revolución que impidiese a la derecha culminar la destrucción del régimen republicano des­­de sus mismas entrañas, según el líder socialista y promotor de la in­­surrección obrera, Francisco Largo Caballero. 

			La huelga fue efectiva en bastantes territorios donde el socialismo era fuerte, pero la insurrección como tal fue limitada. La única provincia donde adquirió la categoría de revolución, tanto por los combates como por la proclamación del poder popular y obrero, fue Asturias. Los trabajadores controlaron durante casi dos semanas una tercera parte del territorio y el 80% de su población. La insurrección comenzó en la noche del 5 al 6 de octubre. Los mineros asturianos, sublevados en número aproximado de 30.000, ocuparon los puestos de la Guardia Civil de la cuenca minera, controlaron Avilés y Gijón y se apoderaron de la fábrica de cañones de Trubia. 

			En el centro de la ciudad de Oviedo se produjo el enfrentamiento armado entre los revolucionarios y las fuerzas del orden en torno al Gobierno Civil, la Telefónica y la Catedral. El Ejército Rojo Asturiano se adueñó del centro urbano. Se instauró un verdadero poder obrero y se vivió una auténtica revolución social guiada por una Alianza Obrera entre socialistas, anarquistas y comunistas. El comité regional de la alianza, dirigido por el socialista Ramón González Peña, proclamó la República Socialista Asturiana, con un programa basado en diez medidas principales, entre las que destacaban la nacionalización de la tierra, el control de los servicios públicos y del transporte, la disolución de la Guardia Civil y la supresión de la moneda oficial. Por sus logros y aspiraciones, esta revolución ha sido definida como “la última revolución obrera de occidente” (Ruiz, 2008: 393). El poder obrero, popular y revolucionario asturiano recordaba a la Comuna de París de 1871, otro de los mitos más importantes del momento para la clase trabajadora. 

			La revolución llegó también a otros lugares de España. Palencia y León quedaron temporalmente bajo el control de los revolucionarios. En Madrid, los insurrectos pasaron del desconcierto a la derrota en menos de una semana. El comité revolucionario esperaba que las masas de la UGT, a las que se sumarían otras fuerzas obreras por contagio, irrumpieran en las calles y provocaran la paralización de la ciudad y la dimisión del Ejecutivo. No lograron ninguno de los objetivos. En el País Vasco, durante la semana que duró la huelga insurreccional, hubo 40 víctimas mortales. 

			En Barcelona, la rebelión catalanista abanderada por Lluís Companys, presidente de la Generalitat, fue un fiasco que duraría poco más de un día. El Ejército no tuvo ningún problema para reducir un movimiento que no había calado entre las clases trabajadores por su carácter más nacionalista que obrero. La CNT se había desentendido del mismo. El 5 de octubre comenzó la huelga general sin el apoyo del anarquismo. A las ocho de la tarde del día siguiente, el presidente proclamaba el Estado Catalán dentro de la República Federal Española. El ge­­neral Domingo Batet, jefe de la guarnición militar de Bar­­ce­­lona, sacó sus fuerzas de los cuarteles y ocupó rápidamente la ciudad. A primera hora de la mañana del día 7, situó las tropas frente al edificio de la Generalitat y, tras una pequeña resistencia y un cañoneo, el Gobierno catalán se rindió. La rebelión había durado apenas diez horas y había costado la vida a 46 personas: 8 soldados y 38 civiles. 

			Junto a la rebelión de índole política protagonizada por la Generalitat, como ha estudiado Alejandro Nieto (2014: 16-17), se dio una insurrección social de carácter proletario, hasta ahora más desconocida. Ambas estaban interconectadas, pero se desarrollaron en escenarios distintos: la primera en Barce­­lona y capitales de provincia, principalmente, y la segunda en las comarcas y en el campo, donde aquí sí, la CNT-FAI llevó el protagonismo de la Alianza Obrera. La insurrección campesina, que pasó a primer plano tras ser sofocada la rebelión oficial en Barcelona, se manifestó como una lucha por la tierra y una reacción anticlerical, con ocupaciones e incendios de iglesias y persecución al clero regular y secular. 

			Las consecuencias políticas de octubre de 1934 resultaron de gran importancia. Los cerca de 20.000 presos que dejó resultaron una pesadilla para los gobiernos de centro derecha, por las continuas peticiones de amnistía. Se suspendieron 1.134 Ayuntamientos y la autonomía catalana. La Generalitat fue sustituida por un Consell de la Generalitat. Companys, la mayor parte de sus consejeros e incluso Manuel Azaña fueron arrestados. Este se encontraba de paso por Barcelona y no tenía nada que ver con los insurrectos. La dura represión fue motivo de gran propaganda no solo por las publicaciones del país, sino también por una intensa campaña internacional en la prensa. Pero la consecuencia más trágica, si cabe, fue la enorme fractura de la sociedad española, donde nada volvió ya a ser igual. También se profundizó el divorcio entre buena parte de la sociedad civil y el Ejército, que se manifestó crudamente durante los primeros días de guerra para todos los identificados en la represión. El general López de Ochoa, al que las izquierdas llamaron “el carnicero de Asturias”, en los primeros días del conflicto estaba convaleciente de una operación en el Hospital Militar de Carabanchel. El 17 de agosto de 1936, varios milicianos lo sacaron del hospital y lo asesinaron en el cercano cerro Almodóvar. Posteriormente le cortaron la cabeza y la exhibieron por las inmediaciones como un trofeo. 

			Para la derecha y parte del Ejército, la revolución significaba una puerta abierta al golpismo y a que cada uno tomara sus propios modos de resolver los problemas, incluso fuera de la ley. El Gobierno radical-cedista se hizo más radical. El 3 de mayo de 1935, una nueva crisis ministerial duplicaba el número de carteras ministeriales para la CEDA. Su líder, José María Gil Robles, ocuparía la de Guerra, y tomaría decisiones tan controvertidas como la de nombrar a los generales Fanjul, Franco y Goded en puestos clave del Ministerio. La segunda fase de derechización del Gobierno culminó con el desplazamiento del poder del jefe del Ejecutivo en septiembre de 1935, a raíz de varios escándalos, entre los que sobresalió el del estraperlo, que convirtieron a Lerroux en un “cadáver político”. También acabaron con su sucesor, Joaquín Chapaprieta, sustituido al frente del Gobierno en diciembre de 1935 por Manuel Portela Valladares, a quien el presidente Alcalá Zamora encargó la convocatoria de nuevas elecciones generales.

			Para gran parte de la izquierda, la revolución de 1934 se convirtió en un mito, una referencia para rememorar, como la revolución rusa de 1917 o el ajusticiamiento de Galán y García Hernández en 1930. El fracaso de la revolución favoreció el espíritu de unidad entre las organizaciones obreras, algunas de ellas enfrentadas entre sí hasta vísperas de la huelga general. La insurrección había enseñado que solo había triunfado en aquellos lugares donde existió convergencia entre socialistas y anarcosindicalistas, o entre socialistas, anarcosindicalistas y comunistas. La represión posterior provocó un nuevo clima de entendimiento sobre la base de que las estrategias aisladas solo llevaban al fracaso. La experiencia vivida día a día en las cárceles reforzó los mecanismos de solidaridad compartida y la aspiración común de lograr la liberación de los presos, así como de evitar la ejecución de las condenas a muerte (Bizcarrondo, 2008: 143).

			En el Partido Socialista ya nada sería igual. Quedó todavía más dividido, con tres líderes y tendencias casi irreconciliables: Francisco Largo Caballero, Julián Besteiro e Indalecio Prieto. Este último haría posible una de las más importantes consecuencias de octubre: la formación del Frente Popular. Los meses de cárcel y la derechización del Gobierno, producida por el efecto revolucionario, unieron más a socialistas y comunistas que muchos años de propaganda. Según Fernando del Rey (2011:175-217), la apuesta socialista por la idea revolucionaria, sumada a la represión de octubre, dio paso a un espíritu vengativo que radicalizó a la izquierda obrera, fracturó al propio socialismo y dañó gravemente a la República.

			Solo este entendimiento explica la formación del Frente Popular, candidatura unitaria para presentarse a las elecciones convocadas para el 16 de febrero de 1936. El pacto del Frente Popular se firmó y publicó el 15 de enero de ese mismo año. Lo suscribieron la Izquierda Republicana, la Unión Republicana, el Partido Socialista Obrero Español (en nombre propio y en el de la Unión General de Trabajadores), el Partido Sindicalista, la Federación Nacional de Juventudes Socialistas, el Partido Comunista de España y el Partido Obrero de Unificación Marxista. El anarquismo no lo secundó, aunque hizo público su apoyo, algo impensable antes de la revolución asturiana de 1934. La CNT, muy implicada en la insurrección planificada por el socialismo en Asturias, venía padeciendo desde entonces una auténtica sangría en el número de afiliados. Había pasado de unos 800.000 a no más de 200.000 en la primavera de 1936.

			Resulta importante resaltar que el Frente Popular en España no surgió del acuerdo entre socialistas y comunistas, como de algún modo había sucedido en Francia, sino que aquí, el punto de arranque se situó en la necesidad de un acuerdo entre socialistas y republicanos, con un claro protagonismo de estos y, en especial, de Manuel Azaña (Gabriel, 2011: 128). A pesar de los amplios recelos de los socialistas hacia los comunistas, fueron ellos los que “invitaron” al Partido Comunista a sumarse al pacto electoral de febrero de 1936, aunque no tanto por simpatía como por otras causas más ocultas. El PCE entró en el Frente Popular “más que por presión propia, por voluntad de los caballeristas para contrapesar la iniciativa prietista a fa­­vor de los republicanos. Así, con los socialistas divididos, el PCE se encontró con una plataforma que le posibilitaría adquirir un fuerte protagonismo” (Juliá, 1986: 76). La Internacional Co­­munista, la Comintern, vio la oportunidad para conseguir “un salto adelante decisivo en el camino del PCE hacia la hegemonía política” (Elorza y Bizcarrondo, 1999: 450). Hasta entonces, el Partido Comunista de España, fundado en 1921, había sido minoritario y sin representación en las Cortes.

			Los principios fundamentales del pacto se dividieron en ocho apartados. Entre ellos, el primero se dedicaba a las medidas necesarias para restablecer la paz pública: amnistía para los detenidos por los sucesos de octubre de 1934, readmisión de fun­­cionarios y obreros despedidos y pensiones a las familias de los muertos. El segundo, a las reformas de varias leyes, entre ellas la de Orden Público. Uno de los puntos centrales, el tercero, que hacía alusión a la redistribución y utilización de la tierra, no pudo cerrarse por falta de acuerdo. Simplemente se expresaba que “los republicanos no aceptan el principio de la nacionalización de la tierra y su entrega gratuita a los campesinos solicitada por los delegados del Partido Socia­­lista”. Se anunciaba una política de asentamiento de familias campesinas y se aprobaban una serie de medidas complementarias, como el estímulo de las formas de cooperación y fomento de las explotaciones colectivas y la derogación de la Ley de Arrendamientos por una nueva que asegurara la estabilidad de la tierra.

			Los votos obtenidos por la izquierda, bajo la alianza electoral del Frente Popular, y las derechas, unidas en la Candidatura Antirrevolucionaria, fueron muy parejos, con ligera ventaja del primero. La Candidatura Antirrevolucionaria consiguió 4.503.116 votos (33%) y 124 diputados. El Centro, 526.615 votos (5%) y 51 diputados. El Frente Popular venció con 4.654.116 votos (34%) y 278 diputados (Aróstegui, 2006:127). En todas las ciudades de más de 150.000 habitantes venció la candidatura de izquierda. Aunque los resultados habían sido muy reñidos, los vencedores obtenían una amplia diferencia en número de escaños y mayoría absoluta, gracias a una fuerte prima que la ley electoral daba a las mayorías. Esto supuso un duro correctivo para los perdedores, que contribuyó en gran medida a cuestionar los resultados en algunas circunscripciones y a radicalizar sus posturas (Álvarez Tardío y Villa, 2017). 

			La gobernabilidad del Estado quedaba en manos del Frente Popular, aunque exclusivamente de los partidos republicanos.	La mañana del 18 de febrero, se reunieron los líderes de Izquierda Republicana y Unión Republicana, Manuel Azaña y Diego Martínez Barrio, respectivamente. El primero no era partidario de que los republicanos se encargaran inmediatamente del poder. Quería esperar a la reunión de Cortes, prevista para el 16 de marzo, con el fin de ir preparando mientras tanto la legislación que comprendiera todos los compromisos del pacto del Frente Popular. Pero Manuel Portela Valladares ya no quiso aguantar más al frente del Ejecutivo: “No debo seguir aquí ni un momento más. Ni un momento más. Háganse ustedes cargo rápidamente del poder, porque yo no puedo responder de nada” (Martínez Barrio, 1937: 16). 

			Manuel Azaña tomaba posesión como presidente del Consejo de Ministros del Frente Popular la tarde del 19 de febrero. En sus Diarios reconocía la dificultad de la misión: “Ya tenemos ahí el poder, para esta misma tarde. Siempre he temido que volviésemos al Gobierno en malas condiciones. No pueden ser peores”. Pero aceptaba el reto: “La gente quiere que gobierne yo. Y los que tal vez podían gobernar se quitan de delante. Conocen lo mismo que yo las dificultades de la situación, y otra vez, como en 1931, me tocará afrontar lo que a todos les asusta” (Azaña, 2000: 934-935).

			En su discurso ante las Cortes del 16 de abril, como recoge el Diario de las Sesiones, explicaba las intenciones del nuevo Gobierno:

			El Frente Popular es lo que es y lo que nosotros queremos que sea, no lo que quieran los demás. No es la revolución social, ni es la labor de entronizamiento del comunismo en España, no es eso; es otra cosa más fácil, más llana, más inmediata y más hacedera: es la reinstauración de la República en su Constitución y en los partidos republicanos, en los que la creamos, en los que la defendemos y estamos dispuestos a seguirla defendiendo y a crearla todos los días. 

			Quizás ya era demasiado tarde, habían pasado tantas cosas que resultaba imposible volver al espíritu de abril de 1931. Entre otras razones, porque los “nuevos republicanos” de esa fecha ya habían desaparecido, en su mayoría, o se habían desmovilizado con la misma rapidez con la que se habían movilizado entre 1926 y 1931. Para muchos de ellos, las expectativas se fueron frustrando conforme las numerosas reformas iban mostrando sus limitaciones presupuestarias, sus propias contradicciones o eran frenadas por quienes se oponían a los profundos cambios que cuestionaban los cimientos políticos, las bases económicas y el orden social y moral existente. A los defraudados se unieron los “nuevos enemigos”, entre ellos los jornaleros hambrientos de tierras, los propietarios, los católicos —religiosos y laicos— y los militares. Mientras, continuaban su beligerancia los “viejos enemigos”, especialmente los anarcosindicalistas, que no habían aceptado la “república burguesa” y no solo no se reintegraron en el régimen, sino que incluso lo combatieron con sus insurrecciones de 1932 y 1933. “Los avances sociales y democráticos se vieron acompañados de altos niveles de intransigencia y exclusión política” (López Villaverde, 2017: 427). También por cierta dosis de mala suerte, como fue la coyuntura económica de la crisis internacional que azotó al mundo a partir de octubre de 1929 y que en España se sintió hasta 1935.

			LA CONSPIRACIÓN MILITAR DE LA PRIMAVERA DE 1936

			Buena parte del Ejército no tuvo mucha paciencia con el nuevo Gobierno del Frente Popular y empezó rápidamente a conspirar, aunque antes de las elecciones ya había algunas tramas en marcha. Las principales camarillas militares, al amparo o no de una trama civil, que conspiraban al entrar 1936 para derrocar la República eran la monárquica alfonsina, la monárquica carlista, la consti­­tucionalista, la Junta de Generales y la UME (Puell, 2013a: 67-69). 

			El 8 de marzo de 1936 tuvo lugar en Madrid, en casa de José Delgado, agente de Bolsa y militante de la CEDA, la reunión que iba a iniciar la conspiración que llevaría a la Guerra Civil, organizada por la Junta de Generales. Se convocó horas antes de la marcha hacia Canarias del general Franco, cesado el 21 de febrero como jefe del Estado Mayor del Ejército. A ella acudieron, además de Francisco Franco, algunos de los generales más reconocidos del momento, como Emilio Mola. También el teniente coronel Valentín Galarza, en representación de la UME, organización que se sumó rápidamente. Se procedió a nombrar una Junta formada por varios de estos generales, sobre todo los residentes en Madrid y, como jefe, se designó al general Sanjurjo, que residía en Portugal. Tal vez el indulto a este general no fue considerado por los africanistas como un gesto de magnanimidad, sino como una muestra de debilidad. “Esta medida, que honraba a la República, probablemente fomentó el golpismo” (Nerín, 2005: 108).

			Tan solo habían pasado veinte días desde la celebración de las elecciones, por lo que no puede ser considerado determinante para los conspiradores el contexto social de la primavera de 1936, tan esgrimido más tarde por los sublevados o por la dictadura franquista. La nueva coyuntura y los “nuevos problemas sociales”, que no eran tan nuevos, importaron poco, aunque prepararon el “caldo de cultivo” ante la opinión pública. Entre ellos estaban los asentamientos campesinos, que asustaron a muchos propietarios, y el rebrote de la conflictividad social. Los jornaleros, una vez que triunfó el Frente Popular, ya no quisieron esperar más a que les dieran la tierra y decidieron tomarla por su cuenta. Con la Ley de Reforma Agraria de 1932, en un año se habían asentado 4.339 campesinos en 24.203 hectáreas. Un año después, cuando se paralizó el proceso, se habían asentado 12.260 campesinos en 116.837 hectáreas, según las cifras oficiales. La decepción fue tremenda para las organizaciones obreras y para los campesinos más pobres que esperaban que se cumplieran los objetivos de la reforma de asentar a un millón y que se devolvieran los bienes comunales a los Ayuntamientos, desamortizados por la ley de 1855. Por eso, ahora se lanzaban a por ella sin esperar leyes ni decretos. 

			En Cáceres, el día 20 de marzo de 1936 se habían alcanzado, según el Instituto de Reforma Agraria (IRA), un total de 16.649 asentados en una superficie de 103.981 fanegas. Las ocupaciones se repartían por 95 pueblos, 704 fincas habían sido intervenidas para ese fin. Ese mismo día, el Gobierno aprobó un decreto por el que se autorizaba al Instituto de Reforma Agraria a ocupar inmediatamente cualquier finca cuando lo considerase socialmente necesario, dando de esa forma un importante impulso a la reforma. Sin embargo, pese a la disposición gubernamental, los acontecimientos se precipitaron en otras provincias, como Badajoz. En el amanecer del día 25, movilizados por la organización socialista Federación Nacional de Trabajadores de la Tierra, más de 60.000 campesinos ocuparon 3.000 fincas (Chaves, 2000: 54-55). La noticia impresionó al Gobierno, que ordenó al ejército su desalojo. Tan pronto se marcharon las tropas, los campesinos volvieron a ocuparlas y las autoridades no adoptaron más medidas por entender que las ocupaciones se ajustaban al decreto del 3 de marzo. En las provincias extremeñas se asentaron la mayor parte de los campesinos de toda España (71%), aunque el fenómeno afectó a todos los territorios agrícolas, especialmente Andalucía y La Mancha. En total, se asentaron 114.343 campesinos en 573.190 hectáreas (Malefakis, 1976: 433).

			Los asentamientos fueron solo una parte del conflicto. Las derechas hicieron de la conflictividad en la calle el campo de batalla contra el Gobierno del Frente Popular. El diputado José Calvo Sotelo, exministro de la dictadura y líder de Renovación Española, partido de tendencia monárquica, se convirtió en el “azote” del Ejecutivo. Intervino en todos los debates más im­­portantes del periodo, en los que aprovechó la tribuna de oradores para realizar una campaña continua de denuncia contra la conflictividad social y, especialmente, contra la pasividad del Gobierno ante ella. El 16 de junio, se trataba en las Cortes una proposición no de ley del día 11 de junio, firmada por varios diputados y encabezada por Gil Robles, que pedía al Gobierno “la rápida adopción de las medidas necesarias para poner fin al estado de subversión en que vive España”. Calvo Sotelo, en su intervención, acusaba a las autoridades de haber ejercido el poder con arbitrariedad e ineficacia, y acompañaba sus palabras con unos datos estadísticos comprendidos entre el 16 de febrero y el 15 de junio, en los que señalaba la muerte de 269 personas y 1.287 heridos de gravedad.

			José Calvo Sotelo, que sería asesinado el 13 de julio de 1936 por varios guardias de Asalto, en represalia por el asesinato del teniente José del Castillo un día antes, se esforzó en hacer ver una auténtica caza de brujas sobre las derechas y los católicos. Sin embargo, un estudio especializado viene a desmontar en gran parte esta teoría. Rafael Cruz (2006: 164-170) hace un recuento exhaustivo y por provincias de las víctimas por la violencia política durante el periodo del Frente Popular. Las cifras no difieren mucho de las anteriores, 262 muertes producidas en 183 incidentes. Pero la mayoría de las víctimas pertenecían a organizaciones de izquierda. Más del 56% de los muertos eran jornaleros agrícolas, obreros, izquierdistas o presos. El 19% comprendía derechistas, propietarios y patronos. El 7% policías y militares. El resto eran jueces, concejales, niños, bomberos y un nacionalista vasco. Las distintas policías del Estado —Vigilancia y Seguridad, guardias de Prisiones, Guardia Civil, de Asalto y guardias locales— y el Ejército regular causaron el 43% de todas las víctimas mortales. La Guardia Civil fue la que más, con el 58% de ese porcentaje. Los autores identificados de manera pública como izquierdistas, anarquistas, comunistas o socialistas, todos juntos, representaron el 20%, y los falangistas y derechistas en general, el 17%. 

			Al tomar la decisión de intervenir activamente en el cambio de rumbo del régimen republicano, a principios de marzo de 1936, en los militares quizás pesaban más otras razones; unas reales, como la defensa de los intereses de clase propios y ajenos de los enemigos del régimen, y otras no tanto, como eran los miedos y fantasmas del pasado. El miedo a la revolución fue la razón más esgrimida por los conspiradores, que decían sublevarse como medida preventiva para evitar la revolución comunista. Es cierto que la revolución formaba parte de los principales eslóganes de la candidatura antirrevolucionaria: “Las izquierdas burguesas del brazo de los comunistas… Elector: Todos son una misma cosa: ¡¡Revolucionarios!! ¡¡Contra la revolución y sus cómplices!!”, decía uno de ellos. Pero nada más. No hay pruebas de nada más. Estaba simplemente en la mente de los que querían verla, asustados por la deriva extremista de Largo Caballero, por la entrada del PCE en el Frente Popular, por la evolución del catalanismo y por el recuerdo constante de los mitos revolucionarios, como la revolución rusa de 1917 y la de Asturias de 1934. La primera medida del nuevo Ejecutivo ya asustó a numerosos ciudadanos, por recordarles el pasado. Consistió en convocar a la Diputación Permanente de las Cortes para aprobar la legalización de la liberación de los presos con la concesión de una amnistía y aprobar un decreto sobre readmisión e indemnizaciones a los huelguistas de octubre del 1934, objetivo irrenunciable para todos los firmantes del pacto electoral.

			Los militares conspiradores tenían un contexto propicio para llevar adelante sus planes: la conflictividad social, las secuelas de octubre de 1934, las tensiones regionalistas y la debilidad del poder civil después de un enorme desgaste y una creciente inestabilidad. Los gobiernos que presidió el Partido Republicano Radical desde diciembre de 1933 no llegaron a tres meses de promedio de duración, y desde septiembre de 1933 a diciembre de 1935 hubo doce gobiernos y se turnaron cinco presidentes con 58 ministros. En febrero de 1936, el nuevo Gobierno quizás les asustaba, tanto por si acaso representaba una fortaleza revitalizada de la izquierda como por la inclusión en el pacto electoral del PCE, que le dio sus primeros escaños parlamentarios.

			Muchos españoles cada mañana se levantaban con la sensación de que algo iba a pasar. También la diplomacia francesa y la británica estaban asustadas, es cierto, por la difícil situación interna de España. La inquietud se derivaba no tanto de la conflictividad social como de las tensiones políticas. Entre otros asuntos, mostraban su preocupación por el auge del comunismo y por la presencia en la calle de las milicias paramilitares de las Juventudes Socialistas Unificadas, de las escuadras falangistas y de los requetés carlistas, que recreaban por todo el país la pugna internacional entre el bolchevismo y el fascismo. Pero el embajador británico tenía plena confianza en Manuel Azaña como hombre hábil para saber manejar los extremos entre los que se estaba asfixiando la República (Alía, 2011: 69). Las primeras palabras públicas del presidente del Consejo de Ministros tras tomar posesión en febrero de 1936 iban dirigidas hacia los socialistas de Largo Caballero, comunistas y anarquistas: “esperamos que los que nos han ayudado a reinstaurar la política republicana sean nuestros primeros colaboradores, manteniéndose dentro de la ley, no perturbando la paz”.

			Después de múltiples dificultades para el desarrollo de la conspiración, sobre todo porque Sanjurjo estaba a muchos kilómetros y en Madrid se tenía vigilados a los posibles conspiradores, el jefe de la misma decidió hacer un cambio importante y llevar la conspiración fuera de la capital, a Navarra. El general Mola, destituido en febrero como jefe de las fuerzas militares de Marruecos, fue destinado a la Comandancia General de Pamplona, dependiente de la región militar con sede en Zaragoza. El ambiente en la ciudad era favorable a los conspiradores. Allí, además, Mola tenía libertad de movimiento, alejado de las autoridades ministeriales, que habían decidido sacar a los militares “más peligrosos” de la capital para desbaratar sus posibles iniciativas golpistas y lo que hizo fue un favor a sus planes. A finales de abril de 1936, Sanjurjo nombró a Mola “director” de la conspiración. En Madrid, quedaba como responsable un hombre considerado por él como indispensable: el teniente coronel Valentín Galarza, el Técnico en boca de todos. 

			La trama conspirativa ganó en organización y empuje en manos del general Mola. Militar meticuloso y estudioso en to­­dos los detalles, dejó pocos cabos sueltos. Su conspiración no tenía nada que ver con las anteriores, como las de 1926, 1929 y 1932. Aprendió de los errores y aunque los hubo, se debieron más a apetencias e intereses personales que a fallos estratégicos e improvisación del general. Su comunicación con los implicados fue constante, a través de instrucciones y normas, para dejar todo claro y para que sintieran en cada momento dónde estaba cada uno.

			El plan de Mola se basaba en tres premisas básicas: el peso de la organización lo llevaba la UME, la conspiración debía mantener el máximo secreto posible y el establecimiento de varios modelos de conspiración y sublevación que garantizase el triunfo (Alía, 2011: 85). La UME resultó determinante en la organización de la conspiración de 1936. Su papel fue real­­mente trascendental en la extensión de la trama, porque “permi­­tió que la conspiración penetrase en el tejido social del Ejército y que al no limitarse esta a las cúpulas militares, tuviese posibilidad de triunfar en las guarniciones donde los generales permanecieron leales al Gobierno” (Busquets y Losada, 2003: 49). Mola, en un gran esfuerzo personal, entabló contactos y sumó a la conspiración a mandos de diversos territorios, provincias y ciudades. El resto lo dejó en manos de una amplia red de enlaces y colaboradores, principalmente oficiales de la UME. En muchos casos, se trataba de los mismos protagonistas de agosto de 1932. Los enlaces iban extendiendo los compromisos en cada guarnición. En algunas circunstancias se exigía un compromiso de adhesión por escrito, para evitar las deserciones masivas como en ocasiones anteriores. 

			La UME dominó la trama militar junto a los militares africanistas, por eso puede decirse en gran manera que “la guerra vino de África” (Nerín, 2005). Esta generación militar de africanistas era, en general, bastante más conservadora que la generación conocida como del 98. En el Diario Oficial del Ministerio de la Guerra del 31 de enero de 1933 se publicó una lista de militares a los que el ministro, Manuel Azaña, decretaba la validez de ascensos otorgados durante la campaña de África. Los varios centenares de militares que figuran en ella ofrecen un posible análisis de comportamientos en la Guerra Civil, pues se encuentran los principales protagonistas de la sublevación de 1936: Franco, Alonso Vega, Asensio Cabanillas, García Escámez, Muñoz Grandes, Goded, Fanjul, Orgaz, Aranda, Álvarez-Arenas, Varela, Monasterio, Barrón, Delgado Serrano, Losas, Sáenz de Buruaga, Tella, Castejón, etcétera. (Alpert, 1989: 8-9). También se contó con las asociaciones filiales de retirados por la ley de Azaña.

			El peso de la conspiración lo llevaron los militares, porque la sublevación que desembocó en la Guerra Civil fue, principalmente, una sublevación militar que contó con el apoyo de contingentes civiles, sobre todo falangistas y carlistas. La conspiración no fue, en su origen, una empresa de partidos políticos, de organizaciones civiles o grupos de presión, conjurados para un asalto al poder utilizando como instrumento a las Fuerzas Armadas.

			En principio, y sin que esto signifique ignorar la existencia de incitaciones civiles al golpe militar, el proceso parece haber sido exactamente el contrario: una empresa del Ejército como corporación que coincidía con y representaba los intereses de unos grupos sociales precisos, pero que se negó a identificarse con programas políticos concretos. El Ejército aceptaba una representación social, pero rechazaba todo proyecto que no tuviera a la corporación misma como aglutinante y protagonista (Aróstegui, 1986: 14).

			La primera Instrucción reservada dirigida a los conspiradores el 25 de abril estipulaba la creación de dos organizaciones, una civil y otra militar. La primera nunca llegó a ponerse en marcha, salvo raras excepciones, aunque en la conspiración participaron civiles, especialmente procedentes de Falange Española y de la Comunión Tradicionalista, desempeñando un papel secundario. 

			En todas las cabeceras de División se organizaron unas juntas más o menos numerosas, que a su vez se relacionaban con todas las guarniciones que estaban en su territorio. La Junta Militar estaba integrada por representantes de cada arma, cuerpo y demarcación. En todas las provincias se organizó la Junta Provincial, con representantes de las distintas guarniciones. Esta controló los apoyos con una amplia red de agentes y enlaces para cubrir todas las guarniciones, unidades militares, fuerzas de Orden Público y fuerzas civiles y políticas comprometidas. Todo estaba estudiado al detalle. 

			La mayor parte de conspiraciones anteriores del siglo XX eran públicas y publicadas. Todo el mundo sabía de la conspiración y los protagonistas no escondían sus intenciones. Las penas impuestas tras sus fracasos tampoco habían sido muy duras, en general, por lo que no les daba miedo participar en una conspiración tras otra y anunciarlo. La única que había acabado con ejecuciones había sido la de diciembre de 1930, pero por declarar la República y por los muertos que dejó en el camino. Ahora, Mola quiso mantenerla en el mayor secreto posible para que nadie sintiera miedo de secundarla, aunque por su dimensión resultaba muy difícil. La consigna era no decir nada a los dudosos. El factor sorpresa tenía que resultar determinante cuando comenzara la sublevación. 

			Otra de las conclusiones que había sacado de su estudio de las conspiraciones anteriores era que debía extender la trama por todo el territorio español y a todas las armas y cuerpos militares, para que todos se sintieran importantes. Efectivamente, la conspiración se extendió a todo el territorio español, donde cada provincia tuvo un papel distinto pero en todo caso complementario a la trama principal. Con todas se contaba. Por supuesto que el protagonismo de unas y otras lo determinaba la presencia de regimientos o unidades militares, pero aquellas que no tenían ninguno también se sintieron protagonistas. Esta fue una de las claves de la parte de éxito de la conspiración: Mola supo ilusionar a todos, incluso a pequeños grupos de militares burócratas y falangistas exaltados, únicas fuerzas comprometidas en provincias sin ningún tipo de unidades militares, como Ciudad Real o Cuenca.

			Mola no trazó un modelo de conspiración, sino varios. Unos y otros se contrapesaban, actuaban de poder compensador, y evitaban dejar cabos sueltos. El general ideó una trama basada en cuatro modelos, con el fin de integrar a todas las provincias y al mayor número posible de fuerzas políticas implicadas. El primer modelo, el militar, fue el más común. Englobaba a todas aquellas provincias que tenían alguna unidad o guarnición militar, y la mayor parte de sus jefes y autoridades militares secundaron los planes conspirativos. Para desarrollar con mayor seguridad la conspiración en la trama daban la cara, sobre todo, jefes de segunda fila u oficiales. En este modelo se engloban provincias como Valladolid, Zamora, Burgos, Sego­­via, Salamanca, Granada, Córdoba, Málaga, Guadalajara, Oren­­se, Lugo, Pontevedra, La Coruña, el norte de África, La Rioja, Bilbao y Valencia. 

			En el segundo modelo se incluían las provincias donde la presencia de unidades militares era importante pero la trama conspirativa no calaba, por distintas razones. En algunos casos, como Madrid, Mola perdió todas las esperanzas casi desde el principio. Allí se concentraban la mayor parte de los mandos militares, por lo que el general era consciente de que la República controlaba bien la situación en la ciudad. Además de la capital, en este grupo pueden incluirse Barcelona, Asturias, Sevilla, Almería y Santander.

			En el tercer y cuarto modelo se englobaban las provincias que no tenían regimientos militares, aunque podían contar con algún pequeño destacamento o unidad militar. La conspiración fue diferente según la implicación de las fuerzas de seguridad y orden público. La Guardia Civil, por ejemplo, constituía una fuerza muy importante, especialmente desde el punto de vista cuantitativo, por estar repartida en la mayor parte de municipios del país y por su preparación. El tercer modelo estaba conformado por aquellas provincias donde no había unidades militares y el liderazgo de la conspiración recaía en la Guardia Civil, con la inestimable colaboración de civiles, especialmente falangistas. En este modelo se incluían Albacete, Toledo, Cuenca, Soria y Ávila. El cuarto de los modelos estaba integrado por las provincias donde no había unidades militares y los responsables de la Guardia Civil no apoyaban los planes golpistas. En ellas, los civiles fueron protagonistas y líderes de la conspiración. Como ejemplos se pueden incluir las provincias de Jaén, Ciudad Real y Huelva.

			El plan militar establecido para el golpe pretendía caer sobre Madrid, al no contar ya con esta ciudad desde junio. Para Mola, Madrid era la clave. El 25 de mayo ofrecía una de sus instrucciones, en la que aseguraba que la capital de la nación resultaba decisiva: “todo hecho que se realice en ella se adopta como cosa consumada por la inmensa mayoría de los españoles”. Pero reconocía la falta tanto de apoyos como de responsables. En junio, ante el pesimismo sobre la situación de Madrid, Mola tomó una decisión estratégica de gran importancia: llevar el estallido al Marruecos español. Allí estaba el Ejército más preparado, el de África, que además él conocía bien por haber sido su responsable hasta unos meses antes. Con él se organizarían dos columnas mixtas, sobre la base de La Legión y Regulares, que debían desembocar en la península, emprendiendo, sin pausa, una rápida marcha sobre Madrid por Despeñaperros. Con ellas se completaba el avance desde otras provincias hacia la capital definido en el plan original. 

			El protagonismo de Marruecos cambiaba todo:

			Aparecía Marruecos, y con Marruecos, Yagüe y Franco. Pues la nueva dirección impresa por Mola al Alzamiento convertía al comandante militar de Canarias en la figura principal de la futura operación estratégica; y el hecho de ofrecerle el mando de todas las fuerzas marroquíes remarcaba la fe que en él se tenía de que nadie como Franco sería capaz de hacer que aquellas fuerzas llegasen rápidamente a Madrid, ocupándole (Martínez Bande, 2007: 233).

			 Franco había sido marginado de la dirección por Sanjurjo, que no tenía plena confianza en él, después de no haber participado su sublevación de 1932. Ahora, para Preston (2008: 107-108), venía haciendo un doble juego. Al presidente del Consejo de Ministros, Santiago Casares Quiroga, que a principios de mayo había sustituido a Azaña cuando este fue nombrado presidente de la República, le garantizaba su fidelidad al Gobierno. Con Mola tenía contacto directo, aunque evitaba un compromiso claro. “No extrañe a nadie, pues, que sus compañeros de conspiración le llamasen Miss Canarias, por lo mucho que se dejaba cortejar. Cuando por fin se decida a subir al Dragon Rapide tras cortarse el bigote para no ser reconocido, Queipo comentará: Ese bigote es lo único que Franco ha sacrificado por el alzamiento” (Sacanell, 2008: 76).

			El general de cada División Orgánica debería declarar el estado de guerra para poner en manos militares la autoridad de los gobernadores civiles y de los alcaldes, lo cual les permitiría militarizar el orden público. La acción tenía que ser violenta, para evitar las debilidades de las “sublevaciones románticas” anteriores. Los agitados años de la República también habían encendido los ánimos de los conspiradores. La Instrucción reservada nº 1, que se envió a todos los comprometidos, decía: “Se tendrá en cuenta que la acción ha de ser en extremo violenta para reducir lo antes posible al enemigo, que es fuerte y bien organizado. Desde luego serán encarcelados todos los directivos de los partidos políticos, sociedades o sindicatos no afectos al movimiento, apli­cándoles castigos ejemplares a dichos individuos para estrangular los movimientos de rebeldía o huelgas”. “Ha de advertirse a los tímidos y vacilantes que aquel que no esté con nosotros está contra nosotros, y que como enemigo será tratado”, escribía Mola en la Instrucción reservada nº 5, del 20 de junio.

			El plan de acción, en contra de lo que muchos describen, estaba claramente definido a partir de los apoyos con los que se contaba con seguridad. No estaba improvisado, ni era un cuartelazo ni un pronunciamiento clásico del siglo XIX. A diferencia de sublevaciones anteriores del siglo, no se preveía el alzamiento de las guarniciones comprometidas en un día y hora concretos, sino que Mola dio libertad a cada plaza para que buscara el momento más oportuno. La única fecha y hora establecida era la del estallido, en Melilla, el 17 de julio a las cinco de la tarde. El triunfo escalonado de las guarniciones provocaría un efecto dominó: aquellas unidades que dudaban se lanzarían con mayor seguridad a la sublevación, porque sus responsables lo primero que preguntaban era qué sucedía en el resto de guarniciones y de provincias, sobre todo las más cercanas. Mola sabía que su plan estratégico contaba con un margen de varios días para ir sublevando unidades, pues ni las fuerzas terrestres, ni la aviación ni la armada que quedaran al lado del Gobierno tenían una fácil capacidad de movilización. Tampoco las noticias llegaban de forma inmediata en aquel momento, lo que permitía a los sublevados jugar con el efecto de la sorpresa en circunstancias poco sorpresivas en el contexto actual.

			El fin político del golpe de Estado estaba tan indeterminado como en ocasiones anteriores. No quería explicitar mucho para evitar que se retiraran algunos de los apoyos políticos conseguidos, como la CEDA, Renovación Española, Falange y Comunión Tradicionalista. Se presentaba como un movimiento apolítico, incluso dentro de la República, porque lo único que dejaron claro es que no era monárquico. Nadie quería la vuelta de Alfonso XIII. En las Normas de ejecución enviadas por Mola a todas las juntas se prohibía, en el último punto, “todo género de manifestaciones de tipo político que pudieran quitar al movimiento el carácter de neutralidad absoluta que lo motiva”. La Instrucción reservada nº 1 de 25 de abril decía: “Conquis­­tado el poder, se instaurará una dictadura militar que tenga por misión inmediata restablecer el orden público, imponer el imperio de la ley y reforzar convenientemente al Ejér­cito, para consolidar la situación de hecho que pasará a ser de derecho”.

			La conspiración también contó con una importante ayuda financiera proveniente de diversos organismos, países, compañías comerciales, entidades financieras, partidos políticos y particulares, bien estudiada por el economista Sánchez Asiaín (2013). De todos los apoyos económicos se puede destacar la figura del banquero Juan March, un empresario de orígenes modestos que había llegado a acumular con sus actividades financieras y de contrabando una de las mayores fortunas del mundo (Cabrera, 2011). Se sabe que puso a disposición de Mola unos 600 millones de pesetas a través de una cartera de valores, que suministró a los monárquicos medio millón de libras para adquirir material bélico a Italia y que pagó unas 2.000 libras en concepto de alquiler del avión Dragon Rapide para trasladar a Franco a Melilla e iniciar la sublevación militar.

			


CAPÍTULO 5

			LA GUERRA CIVIL (1936-1939): EL GOBIERNO 			DE LOS POLÍTICOS FRENTE AL DE LOS MILITARES

			EL GOLPE DE ESTADO Y LOS PRIMEROS MOVIMIENTOS MILITARES

			El 17 a las 17 era la consigna para el inicio de la sublevación en Melilla, la ciudad escogida por el general Mola. Sobre las cinco de la tarde del 17 de julio de 1936, las fuerzas militares comprometidas salían a la calle con el fin de controlar la ciudad. Todos los edificios oficiales fueron ocupados con la colaboración de la Guardia Civil y de los Carabineros, que se sumaron al golpe. Al anochecer, frente a Comandancia, previo toque de cornetas y tambores de la fuerza de Cazadores nº 7, se leyó el bando de guerra, firmado por el general Franco:

			Hago saber: Una vez más, el Ejército, unido a las demás fuerzas de la nación, se ha visto obligado a recoger el anhelo de la gran mayoría de españoles que veían, con amargura infinita, desaparecer lo que a todos puede unirnos en un ideal común: España. Se trata de restablecer el imperio del orden dentro de la República, no solamente en sus apariencias o signos exteriores, sino también en su misma esencia…

			Luego marcharon por el centro de la ciudad y volvieron a leer el bando frente al Casino de Unión y Recreo. A las nueve de la noche, los principales lugares estratégicos estaban tomados y toda la población quedaba ocupada. La resistencia al golpe militar provocó algunos tiroteos, que fueron apagados sin víctimas por los sublevados salvo en la Base de Hidros. En esta, poco después de las cinco de la tarde, comenzó el movimiento de tropas y el ruido de la sirena: “La sirena llamaba y llamaba con arrebato de fuego”, recuerda Carlota O’Neill, esposa del capitán Virgilio Leret Ruiz, jefe de la Base de Hidros de la Mar Chica, perteneciente a la Aviación, que protagonizó la única resistencia en la ciudad y que días después sería fusilado.

			En Ceuta, la sublevación triunfó sin necesidad de disparar ni un solo tiro. El teniente coronel Juan Yagüe era el jefe de los conspiradores en la ciudad y el principal coordinador de la conspiración entre los jefes y oficiales del Protectorado. Hacia las once y media de la noche, se hizo con el control de una ciudad prácticamente vacía porque fueron muchos los que marcharon a Melilla. Por no estar, no estaba ni el jefe militar de la Circunscripción Occidental del Protectorado, lo que facilitó aún más la acción de las tropas de Yagüe y su ocupación de los edificios oficiales. Con la misma facilidad transcurrieron los acontecimientos en otras poblaciones de la zona, como Xauen, Alcazarquivir o Villa Sanjurjo. Resultó clave en este sentido la colaboración y apoyo de las altas autoridades marroquíes del Protectorado, el Jalifa Muley Hassán y su Gran Visir Sidi Ahmed el Ganmía. 

			El 18 de julio, Franco comenzó a desempeñar un papel de gran importancia estratégica y moral. A las dos de la tarde de ese día se elevaba del Campo de Gando, en Las Palmas de Gran Canaria, el Dragon Rapide, avión privado fletado por el banquero Juan March y pilotado por Cecil Bebb. Después de hacer escala en Casablanca, el avión aterrizaba en Tetuán la mañana del 19 de julio. Franco no podía salir de Tenerife sin autorización del ministro de la Guerra. Al parecer, su solicitud de una visita de inspección a Gran Canaria fue denegada. Su salida “fue resultado de una asombrosa coincidencia o, posiblemente, de un juego sucio”, en palabras de Preston (2008: 111). La muerte, el 16 de julio, del general Amadeo Balmes, comandante militar de Gran Canaria y excelente tirador, al resultar herido de bala en el estómago cuando probaba una pistola, resultó providencial, al permitir a Franco llegar a Gran Canaria para asistir al entierro y, de paso, coger el Dragon Rapide. Ángel Viñas (2012 y 2018) no habla de ningún tipo de coincidencia, sino de asesinato premeditado para poder cumplir el objetivo de tomar las riendas de la sublevación en el Ejército de África.

			Una vez concluido el triunfo absoluto e inapelable de los sublevados en el protectorado de Marruecos en la mañana del día 18, había que iniciar la segunda fase de la sublevación, con sucesivos levantamientos por tierras peninsulares. En ellas, donde los responsables militares se decantaron por la sublevación, fue más fácil la victoria de los sublevados, se opusieran o no las fuerzas populares: Galicia, parte de Andalucía y Castilla la Vieja son algunos de los casos más significativos. En la 4ª División, con sede en Burgos, el general Batet se mantuvo leal a la República, pero la mayor parte de los jefes y oficiales de todas sus provincias y guarniciones abrazaron la sublevación, lo que resultó más determinante. En Madrid y Barcelona fracasó, porque los militares sublevados no contaron con apoyo suficiente por parte de sus compañeros. Las causas del triunfo o fracaso de la sublevación militar no fueron, por tanto, ni sociales ni políticas. Fue más determinante la postura de los jefes militares. 

			Según recientes estudios (Alía, 2011: 170-180), de 50 provincias existentes en 1936, más Ceuta y Melilla, principales posesiones del norte de África, en 30 venció la sublevación y en 22 fracasó, aunque contabilizando la población según el censo de 1930 la victoria fue para la República por más de 13 millones frente a casi 11. De las 21 provincias donde triunfó el Frente Popular en las elecciones de febrero, en nueve vencieron los militares insurrectos, por lo que solo en doce lo hizo la República. Por tanto, el Gobierno fue capaz de mantener doce provincias en las que había triunfado electoralmente y otras once en las que había salido derrotado en febrero.

			La insurrección militar se produjo sobre todo en el ámbito urbano, y especialmente en las capitales de provincia, donde se concentraban las tropas y el 21% de la población. Si analizamos la sublevación en cada capital de provincia, podemos establecer cuatro modelos distintos, según sucedieron los acontecimientos. En el primer modelo, triunfó de forma rotunda. La ciudad fue tomada por las fuerzas alzadas haciéndose cargo de las instituciones de la administración local y provincial. Se trata del modelo más numeroso: comprende a 30 de 52 capitales, incluidas Ceuta y Melilla, lo que representa el 57,69%. En el segundo modelo triunfó, pero de manera momentánea, porque al final acabó fracasando. La situación cambió generalmente por dos circunstancias: porque las fuerzas sublevadas fueran reducidas al cabo de unas horas o días (Albacete, Guadalajara, Toledo, San Sebastián y Almería) o porque se rindieran sin más (Málaga, Lérida y Gerona). Comprende el 15,38%.

			El tercer modelo va a estar caracterizado por los enfrentamientos armados graves, con víctimas mortales, pero la sublevación no triunfó en ningún momento. Aunque porcentualmente el índice es bajo, el 5,76%, demográficamente incluye a las dos ciudades más pobladas, Madrid y Barcelona, y que más muertos dejaron en esas primeras jornadas. En el cuarto modelo se incluyen las capitales donde no pasó nada, bien porque las autoridades y milicias republicanas controlaron la situación tras requisar las armas y vigilar estrechamente a los sospechosos, bien porque no hizo falta ni eso. Representa el 21,15%.

			La sublevación tampoco presenta un modelo único en el tiempo, ni mucho menos. Mola preveía el estallido en Melilla el 17 de julio y a partir del 18 se debía ir proclamando el estado de guerra en territorio peninsular, según las condiciones de cada División. Dejaba libertad de acción, frente a otras sublevaciones anteriores, lo que resultó favorable a sus intereses. Valladolid fue la primera capital peninsular donde triunfó plenamente el golpe, la misma tarde del 18. Aunque la jornada más conocida de la sublevación militar es la del 18 de julio, este no fue el día en el que estalló mayoritariamente, ni mucho menos. Solo en cinco capitales peninsulares los militares sublevados declararon ese día el estado de guerra (12,19%). En la mayor parte de capitales de provincia donde hubo sublevación militar, esta se produjo el día 19, con veinticuatro casos (58,53%), bien es cierto que la mayoría en las primeras horas de la madrugada. El día 20 se declaró en seis capitales (14,63%). La fecha más tardía fue la del día 21, con cuatro ciudades (9,75%).

			Analizando el total de jornadas transcurridas desde que se declaró el estado de guerra hasta que los militares controlaron todas las instituciones públicas, puede deducirse que se trató de un golpe enérgico y efectivo, pues en la mayor parte de las capitales los militares sublevados se hicieron con la ciudad en menos de un día desde que hicieron público el bando de guerra, incluso en cuestión de pocas horas. La mayor excepción la constituye Albacete, donde las fuerzas de la Guardia Civil alzadas estuvieron siete días dominando la ciudad, en espera de refuerzos que no llegaron.

			El plan del golpe de Estado muestra un patrón común que refuerza la idea de una trama sólida de la conspiración y sublevación y de que en cada provincia no se actuó por libre, sino que tenían unas pautas colectivas de comportamiento según el grado de compromiso de los responsables militares. Donde los jefes militares se habían comprometido (primer y tercer modelo de conspiración), el desarrollo de la sublevación fue similar. En primer lugar, los sublevados se hicieron con el armamento y no obedecieron a la llamada del Gobierno para que lo entregaran. Después, el general de cada División Orgánica declaró el estado de guerra para poner en manos militares la autoridad civil por medio de un bando y las tropas salieron a proclamarlo. Posteriormente, se procedió a la detención y arresto del gobernador civil y otras autoridades republicanas y de los principales líderes políticos y sindicales del Frente Popular y del anarquismo. A continuación, se intentó dominar la ciudad apoderándose de la Casa del Pueblo, el ayuntamiento, el Gobierno Civil y otros edificios públicos y entidades bancarias. Se estableció vigilancia militar por la ciudad tomada. La capital era el centro de la sublevación. El resto de localidades, en general, enviaron sus fuerzas militares a la capital de la provincia y quedaron en manos de las autoridades republicanas en espera del triunfo de la sublevación en la capital, o bien los falangistas se hicieron con el control del municipio.

			Cuando no se contaba con el compromiso de los jefes militares (segundo y cuarto modelo de conspiración), bien porque no querían, bien porque no había unidades militares, el desarrollo de los acontecimientos fue, más o menos, similar. Primero, pequeños grupos de falangistas, requetés o mi­­litares tomaron la iniciativa y se concentraron con armamento para provocar la ac­­tuación de las fuerzas militares (sobre todo la Guardia Civil) o de vigilancia y seguridad de la localidad. Después, en los casos en los que las fuerzas locales no se comprometieron con ellos, esperaron a la llegada de fuerzas foráneas o se disolvieron cuando no les garantizaron apoyo externo.

			Frente a la homogeneidad de planteamiento por parte de los sublevados, con dos actuaciones posibles, la respuesta de las autoridades republicanas no fue ni mucho menos uniforme. Las máximas autoridades civiles de cada provincia no tuvieron un patrón común de comportamiento ante la sublevación. En unas provincias, los gobernadores civiles actuaron con celeridad, diligencia y energía (Málaga, Huelva, Almería, Badajoz, Oviedo, Ciudad Real, Cuenca y Jaén). En otras apenas hicieron nada, por parsimonia, indecisión o ignorancia (Logroño, Cáceres, Jaén y Guipúzcoa), para desesperación de otras autoridades provinciales o locales, como presidentes de la Diputación o alcaldes, que en muchos casos tomaron la iniciativa (Córdoba y Santander). Hubo provincias, aunque pocas, en las que incluso los gobernadores se pasaron al otro bando (Toledo). Estas múltiples actitudes tuvieron una importante repercusión en el golpe militar y en su desarrollo. “De esta forma, el panorama de la sublevación de­­paró algunas sorpresas a sus propios protagonistas. Fracasaron en ciertos sitios donde creían que el triunfo estaba asegurado y triunfaron en ámbitos donde no esperaban conseguirlo de inmediato” (Aróstegui, 2006: 92).

			En el momento, las organizaciones obreras y la prensa culparon a los gobernadores civiles por no haber sabido abortar la sublevación rápidamente. El Socialista los calificó como “conjunto de ineptos”. Algunos especialistas (Cruz, 2006: 230-232) justifican la actuación del Ministerio de la Gobernación y de los gobernadores civiles explicando la ausencia de instrucciones conjuntas porque el presidente del Consejo de Ministros, Santiago Casares Quiroga, quiso comunicarse individualmente con cada uno ante las distintas circunstancias y por no fiarse de la recepción correcta de las transmisiones. Los gobernadores civiles conocían sus obligaciones por telegramas del 13 y 14 de julio y disponían, además, de autonomía para tomar las decisiones sobre seguridad que estimaran oportunas. Pero estas fueron muy variadas; demasiado para la responsabilidad que recayó en sus manos.

			En el primero de los comportamientos, cuando el gobernador civil actuó con rapidez y energía, este comenzó por convocar urgentemente a los líderes políticos y sindicales republicanos, al jefe de la Comandancia de la Guardia Civil y al gobernador militar. Además, ordenó la movilización de las milicias populares, que respondieron en algunos casos con contundencia; se echaron a la calle cumpliendo tareas de vigilancia, para desarmar a sospechosos o cuando contaron con armamento suficiente para combatir cuerpo a cuerpo. En algunos lugares, también decidieron concentrar a la guardia civil en la capital de la provincia, para evitar incidentes en sus municipios, para sumar sus fuerzas a sofocar la sublevación en la capital o, simplemente, para enviarla al frente, en caso de sospechar de sus intenciones. En el resto de comportamientos las circunstancias fueron casi tan distintas como gobernadores había.

			El golpe de Estado había fracasado. Tampoco había triunfado el Gobierno al ser incapaz de sofocarlo. Esta situación de equilibrio dio paso a la guerra. Mola, en sus planes, no pensó nunca tener que utilizar un considerable número de integrantes del Ejército de África, pero al complicarse la sublevación por la península recurrió a casi todas sus fuerzas para poder avanzar hacia Madrid, objetivo central de los insurgentes. Entre Tetuán y Sevilla se estableció el primer puente aéreo de la historia, con aviones cedidos por Hitler y Mussolini a Franco, de gran importancia porque consiguió burlar el bloqueo naval republicano. En el mes de julio, los sublevados transportaron a 2.063 hombres. Hasta noviembre de 1936, fecha en que se dio por finalizado el puente aéreo, transportó a 23.393 hombres, las dos terceras partes del ejército destacado en el Protectorado. La ruta aérea, demasiado lenta para cubrir las necesidades de los sublevados, fue complementada con expediciones marítimas. Protegidas por los aviones italianos y alemanes, ofrecían la posibilidad de transportar no solo un mayor número de tropas, sino también de armamento. 

			El 2 de agosto, Franco se trasladó de Tetuán a Sevilla. Desde allí organizó y dirigió la marcha hacia Madrid con los hombres que venían llegando desde el Marruecos español. La agrupación de tropas africanas mandadas por el teniente coronel Carlos Asensio Cabanillas partió de Sevilla el 2 de agosto, transportada en camiones hacia Extremadura. Al día siguiente, salió de Sevilla el comandante Antonio Castejón Espinosa con una fuerza semejante y por el mismo camino. El 7 de agosto partió una tercera agrupación al mando del teniente coronel Heliodoro Tella Cantos. Todas estas fuerzas formaban la denominada Columna de Madrid, aunque algunos historiadores la han llegado a llamar la Columna de la Muerte (Espinosa, 2003), por la crueldad que mostraron en la represión sobre los vencidos.

			Franco eligió la ruta hacia Madrid que, partiendo de Sevilla, atravesaba Extremadura, en lugar de la directa por Despeñaperros, que era 80 kilómetros más corta. Opinaba que así podría avanzar con el flanco izquierdo protegido por la frontera portuguesa y evitaría el peligro de las fuerzas que el general Miaja había concentrado en Montoro (Córdoba). La decisión de Franco de avanzar por Extremadura fue muy cuestionada por sus jefes militares y lo ha sido por los historiadores militares. Para Gabriel Cardona (2006: 54), por ejemplo, un buen general habría hecho lo contrario, marchar hacia el objetivo principal a la mayor velocidad y por el camino más corto. Con mayor motivo cuando los rebeldes dominaban Córdoba y podía hacer los primeros 150 kilómetros por territorio propio. Según su opinión, además, habrían derrotado fácilmente a los hombres de Miaja, un conglomerado puesto bajo su mando a los que mantenía en orden con dificultades. 

			Pero quizá Franco tenía en el punto de mira el Alcázar de Toledo, asediado por los milicianos republicanos desde los primeros días del golpe. Los generales Kindelán, Orgaz y Yagüe no fueron partidarios en septiembre de 1936 de acudir a rescatar de la agonía al coronel Moscardó en el Alcázar, en pleno avance hacia Madrid. El general Franco optó por su liberación invocando factores espirituales. En realidad, necesitaba ese éxito de prestigio que los medios internacionales magnificaron para hacerse elegir, poco después, como Generalísimo y Jefe del Estado. Franco admitió más tarde que la operación había sido un error militar deliberado. Este “error rentable” significó otra batalla de Madrid, un cambio completo en la naturaleza de la guerra, que se alargó tras la reorganización del Ejército republicano que ese respiro del episodio toledano procuró a la defensa de la capital y que adquirió el estatus de guerra internacional, con la irrupción de nuevas armas, el incremento de efectivos y la intervención de combatientes llegados de todo el mundo (Bennassar, 2005: 102). 

			DOS BANDOS, DOS GOBIERNOS, DOS MODELOS

			Después de muchos años de intervención del Ejército en la vida política y de impedir gobernar libremente y sin presión a los civiles, ahora militares y políticos se enfrentaban abiertamente por el poder, aunque cada uno, en su bando, modeló el suyo y establecieron dos proyectos diferenciados. El civil, de la República, intentó vencer en el campo de batalla y en el complicado escenario internacional mientras realizaba la revolución. El Ejército subleva­­do dirigió tanto la guerra como la política con unidad y disciplina.

			Para evitar cualquier tipo de influencia de los militares en la política, la República no decretó el estado de guerra hasta prácticamente cuando estaba terminando ya la contienda, el 23 de enero de 1939. Cualificados republicanos habían solicitado en distintos momentos de la lucha su declaración formal. Indalecio Prieto, por ejemplo, cuando salió del Ministerio de Defensa en abril de 1938, planteaba la paradoja que representaba que en la guerra más cruenta y espantosa que había padecido España, no se hubiese declarado el estado de guerra. También el general Vicente Rojo, responsable del Ejército republicano, lo había recomendado un año antes, en 1937, lo que podía facilitar su trabajo en el frente. Pero los presidentes Santiago Casares Quiroga, José Giral, Francisco Largo Caballero y Juan Negrín se opusieron para impedir un poder militar similar al del bando adversario. No les debía faltar razón, porque a los pocos días de declararse el estado de guerra volvió el golpismo. La sublevación del coronel Casado en marzo de 1939 se justificó con una legalidad basada en dos hechos. El primero, la falta de asistencia legal del Gobierno, una vez dimitido el presidente de la República. El segundo, la declaración del estado de guerra, que dejaba a la autoridad militar como única legítima.

			La guerra trajo a la zona republicana lo que tanto temían los conspiradores: la revolución. El poder popular y obrero se hi­­zo con el control político y social. El Frente Popular, nacido como un simple pacto electoral, se convirtió en estructura de poder. Los gobiernos de Santiago Casares Quiroga, primero, y de José Giral, después, se vieron desbordados. Este último decidió, el 19 de julio de 1936, plegarse a las exigencias de las organizaciones obre­­ras y repartir armas al pueblo. Nacía la guerra y, al mismo tiempo, la revolución. Esta tuvo como principales manifestaciones la represión sobre los considerados rebeldes, la incautación de los bienes de los declarados desafectos y la colectivización de gran parte de los medios de producción, auspiciada por los socialistas y anarquistas, aunque contó con la oposición del comunismo. 

			En el campo, por ejemplo, problema central durante la Segunda República, se alcanzaron unas cifras con las que no habrían soñado en 1932 ni el ministro de la Ley de Reforma Agraria, Marcelino Domingo, ni los campesinos hambrientos de tierra de la Federación Nacional de Trabajadores de la Tierra (FNTT). En total, y según datos del Instituto de Reforma Agraria (IRA), en agosto de 1938 se habían expropiado 5.452.000 hectáreas, de las que 2.925.000 pasaron a explotarse colectivamente (53,6%). En esa fecha, “el IRA contabilizaba 2.213 colectividades, sin contar Cataluña, en cuyo territorio autónomo no actuaba. Se ha manejado una cifra de tres millones para significar el número de personas que tomaron parte en el movimiento colectivizador” (Bricall, 1989: 389). De ellas, la mitad, 1.106, eran mixtas (UGT-CNT), 823 eran de la UGT y 284 de la CNT.

			El bando sublevado se caracterizó por la unidad de mando, en torno al Ejército. Su victoria final se forjó, para el profesor Seidman (2012), desde la disciplina militar y el espíritu de solidaridad y de unidad que marcó el desarrollo del conflicto, acompañado de un eficaz servicio de propaganda. El Gobierno nacional, represivo y controlador, producía comida para las tropas y los civiles; pagaba de forma regular a soldados, campesinos y trabajadores; y protegía los derechos de los propietarios, grandes y pequeños. Consiguió evitar la inflación y la escasez de alimentos y de suministros militares, que fue lo que bloqueó a sus adversarios republicanos. La unidad política era un reflejo de la disciplina militar.

			A la indefinición de los conspiradores en el objetivo político venía a sumarse en las primeras jornadas de la sublevación de julio de 1936 la falta de liderazgo. La muerte del general José Sanjurjo el 20 de julio, cerca de Lisboa, al caer la avioneta en la que iba a ser llevado a Burgos y Pamplona, dejó a los sublevados en una situación imprevista. El golpe fracasaba, se convertía en guerra, y los sublevados se quedaban sin líder. El 24 de julio quedó formada la Junta de Defensa Nacional, que se encargó de la gobernabilidad y de la dirección de la guerra, presidida por Miguel Cabanellas, el general más antiguo de los alzados, quien oficialmente desde el 1 de octubre de 1936 cedió la Jefatura del Estado a Francisco Franco Bahamonde, proclamado generalísimo de los ejércitos y jefe de Gobierno del Estado español.

			La Junta nacía dotada de una gran importancia en la estrategia política, militar y, sobre todo, jurídica. La sublevación del 17 y 18 de julio nació, jurídicamente, como respuesta a una pretendida situación excepcional en el país, mediante la declaración del estado de guerra por parte de las autoridades militares comprometidas en la rebelión, olvidando las reglas constitucionales sobre declaraciones de es­­tados excepcionales que prohibían toda suspensión de garan­­tías no decretada por el gobierno constitucional. La legislación de orden público de 1933 había modificado el sistema secular y solo permitía declarar el estado de guerra a la autoridad civil, en virtud del artículo 48. Por eso, los sublevados crearon una autoridad civil propia, la Junta de Defensa Nacional, bajo cuya autoridad se declaró el estado de guerra en todo el territorio nacional por medio del bando de 28 de julio de 1936, que intentaba “legalizar” todos los bandos leídos por las capitales de provincia sublevadas en las primeras horas de la rebelión. Por el bando del 28 de junio, los militares su­­blevados pasaron a considerar rebeldes a todos aquellos que defendieron el régimen legal y democrático establecido en 1931, que estaría vigente hasta 1948, casi una década después de acabar la guerra.

			El 2 de octubre de 1936, la Junta Técnica del Estado sustituyó a la Junta de Defensa Nacional como órgano de gobierno de Franco, aunque este acumulaba todo el poder. La Ley de Administración Central del Estado, del 30 enero de 1938, establecía que correspondía al Jefe del Estado “la suprema potestad de dictar normas jurídicas de carácter general” y organizaba la administración estatal en departamentos ministeriales. Esta disposición coincidía con el nombramiento del primer Gobierno de Franco, donde destacaban las figuras de Francisco Gómez-Jordana, militar y diplomático, como vicepresidente y ministro de Asuntos Exteriores; del general Severiano Martínez Anido al frente del Ministerio de Orden Público; general Fidel Dávila, jefe del Ejército del Norte, ministro de Defensa; y Ramón Serrano Suñer, cuñado del presidente, en Interior. Este había sido el artífice, en abril de 1937, de la unificación de las fuerzas políticas del bando nacional, falangistas y carlistas, que tomó el nombre de Falange Española Tradicionalista y de las Juntas de Ofensiva Nacional Sindicalista (FET de las JONS), con la vocación de proporcionar cobertura política unificada al régimen.

			La guerra propició la convergencia de intereses y postulados entre todas las culturas políticas de las derechas españolas antiliberales, como han demostrado Gallego (2014) y Saz (2003). El conflicto bélico impuso la necesidad de mantenerse férreamente unidas contra el enemigo para lograr la victoria militar y sobrevivir sin riesgo de involución con posterioridad.

			LA DIVISIÓN DEL EJÉRCITO

			El golpe de Estado, preparado por un puñado de oficiales, probablemente menos de 200, mereció el aplauso de la inmensa mayoría de sus 18.000 compañeros. Fue secundado por el sector más retrógrado y tradicional, con mentalidad intervencionista y acusado victimismo corporativo. Estos militares pertenecían a una generación acostumbrada a desempeñar un determinado papel político, no tanto desde el poder, escarmentados por la mala experiencia de la dictadura de Primo de Rivera, sino como garantes del mantenimiento del orden público e institucional. Culpaban a la República de su descrédito social y profesional, de la postración del Ejército y, en última instancia, de todas las desdichas de la nación española (Puell, 2013a).

			Los jefes y oficiales del Ejército se repartieron prácticamente por igual durante las primeras jornadas del golpe de julio de 1936, con una ligerísima ventaja para los sublevados: entre los más de 18.000 generales, jefes, oficiales y cadetes de las Fuerzas Armadas en esa fecha, 8.929 quedaron situados en zona republicana y 9.294 en la nacional, a los que se sumarían 38 destinados en el extranjero (Engel, 2008). Sin embargo, los sublevados ganaban, y no solamente desde el punto de vista numérico, en la división de las Fuerzas Militares a finales de julio de 1936, 116.501 efectivos se mantuvieron fieles a la República frente a 140.604 que sumaron los golpistas. La diferencia fundamental radicó en el Ejército de África, la unidad más preparada y curtida, con 47.127 militares, que en su totalidad se sumaron a la sublevación militar (Salas, 1980: 62-63).

			El Ejército, en palabras de Fernando Puell (2012), se partió aproximadamente en dos por su base, pero no así por su cúpula, que permaneció sensiblemente leal a la República. Tampoco por sus cuadros intermedios, que apoyaron mayoritariamente la sublevación. La causa de que el golpe de Estado acabara desencadenando la guerra no debe achacarse tanto a la división del ejército, como tradicionalmente se ha venido sosteniendo, como a la ruptura de la cadena de mando, que hizo que muchos oficiales vacilasen sobre la postura que debían adoptar.

			La plantilla de jefes y oficiales del bando nacional fue aumentando paulatina y considerablemente desde los primeros días del conflicto militar y disminuyendo la del republicano. El retrato final quedó en 14.104 para los nacionales (77%) y 4.158 para los republicanos (23%). La República, según estas cifras, perdió a 4.771 jefes y oficiales, un 53%, que pasaron por voluntad propia al bando rival (Engel, 2008). El Ejército nacional pudo disponer de una inmensa mayoría de los generales, jefes y oficiales presentes en su zona, que se adhirieron con mayor o menor fervor, y aún vio incrementadas sus filas por los que pudieron evadirse de la contraria. Mientras en la zona na­­cional la adhesión a su bando fue abrumadora, en la zona republicana menos de la mitad se comprometió con sus autoridades. El Ejército nacional contó con el 91% de los mandos de su zona cuando en el campo contrario solo fue un 43%. En total fueron 258 los militares fusilados o expulsados del Ejército en el territorio que dominaban los franquistas, mientras que en el campo de enfrente fueron 4.450 los que sufrieron este trato, de ellos 1.729 fusilados. En la República, además, se dio el caso de que muchos militares profesionales, ante la desconfianza que provocaban, pasaron a desempeñar puestos burocráticos en la retaguardia. Sobre esto hay un dato revelador: en las filas nacionales murieron en acción de guerra, como mínimo, 1.280 militares en activo, mientras que en las republicanas solo hubo unas 130 bajas mortales.

			El proceso revolucionario de la zona republicana durante el verano de 1936 tuvo un impacto negativo en el desarrollo militar de la guerra. En septiembre de ese año, el nuevo presidente del Consejo de Ministros, el socialista Francisco Largo Caballero, tuvo como uno de sus objetivos prioritarios, al tomar posesión el día 4, la reconstitución del Ejército, integrando en sus unidades a los militares profesionales, a los soldados voluntarios y de recluta y a los milicianos voluntarios armados, que hasta entonces habían llevado la iniciativa militar de la Re­­pú­­blica. El 15 de octubre, Largo Caballero ordenó la constitución de seis brigadas mixtas, unidad básica del nuevo Ejército Popular de la República. Al mismo tiempo, fue creado el Comi­­sariado de Guerra, que controlaría la fidelidad de los mandos y la instrucción de la tropa. Estas medidas desmembraron el 5º Re­­gimiento, formado a los pocos días del golpe de Estado por el Partido Comunista de España, pero los hombres integrados en él se repartieron por todas las nuevas brigadas y fueron en gran parte el origen de la influencia comunista en el Ejército Popular y de las disputas entre comunistas, socialistas y anarquistas por el control del mismo.

			Cuando pudieron ser controladas las columnas milicianas y reguladas en el Ejército, se pudo apreciar un mayor rigor en la dirección de la guerra pero un menor entusiasmo en los soldados. Una proporción significativa de hombres en ambas zonas no respondió a las llamadas a filas y logró encontrar la forma de evitar el servicio militar. Pedro Corral (2006: 529-535) estima que la mitad de los hombres convocados por ambos bandos no fue a la guerra. Esta proporción incluye a los hombres que realmente no eran aptos para el servicio militar, así como a los que estaban exentos debido a su especialización profesional, normalmente trabajadores de sectores económicos estratégicos para el Ejército, u otros motivos legítimos. 

			En los primeros meses del conflicto, unas 120.000 personas se presentaron voluntarias para luchar por la República. La mayoría eran hombres, pero también hubo valerosas milicianas. Los 28 reemplazos movilizados por los republicanos hasta el final de la guerra sumaron un total de 1.700.000 hombres. Los nacionales, por su parte, reunieron en el verano de 1936 a unos 100.000 combatientes voluntarios. Desde entonces hasta abril de 1939, llegaron a movilizar a 15 reemplazos, 1.260.000 hombres en total (Seidman, 2012: 291). 

			Buena parte de los soldados movilizados adolecieron del ardor guerrero que se presuponía al tomar las armas. Las movilizaciones forzosas llevaron a muchos hombres a una guerra que no les interesaba. El reclutamiento, tanto en un ejército como en otro, dependió más de la geografía que de la ideología. Los reclutas eran movilizados por el ejército dominador en ese momento del municipio de residencia. Mediante un eficaz sistema de castigos y recompensas, el Ejército sublevado retuvo a más soldados que sus enemigos. Como resultado, fue capaz de librar la guerra movilizando a menos reemplazos y manteniendo mejor la moral en la retaguardia. Las movilizaciones continuas de los republicanos llevaron al frente de batalla a muchos hombres inadecuados, poco experimentados y de edad madura, lo que hacía que estuvieran pensando más en lo que dejaban, como familia y trabajo, que a lo que se enfrentaban. 

			Al final del conflicto, los reclutas republicanos de más edad tenían 45 años, en comparación a los 33 años de los reclutas nacionales más maduros (Matthews, 2013: 319). Sin embargo, en el Ejército republicano era frecuente encontrar voluntarios de bastante más edad, pues durante el ardor de los primeros meses de guerra para ser incorporados a filas en las milicias populares solo se exigía entusiasmo y, si iba acompañado de un carnet de afiliado a algún partido o sindicato del Frente Popular, mejor. 

			Más implicados que los reclutas forzosos eran, sin duda alguna, los voluntarios que sumaron las organizaciones políticas y sindicales. Pero tampoco tenían una formación adecuada. Normalmente, estos voluntarios eran de profesiones variadas, nada relacionadas con el Ejército. No quedó ahí todo, sino que muchos de ellos, trabajadores cualificados sin apenas formación militar, fueron ascendiendo rápidamente por su espíritu guerrero, hasta llegar a mandar batallones o incluso unidades mayores. La calidad de los mandos resultaba, en algunos casos, bastante dudosa. Los dos primeros intentos de la República de crear centros de formación de oficiales fueron vetados por los partidos políticos y los sindicatos, a quienes no gustaban sus connotaciones militaristas, por lo que la decisión de crear los tres primeros no se tomó hasta octubre de 1936.

			Aunque aproximadamente el 70% de los generales permaneció fiel a la República en julio de 1936, en su mayoría eran demasiado mayores para batallar. Otra buena parte estaban poco experimentados en la guerra, por haber permanecido muchos años en puestos burocráticos. Y otra pequeña cantidad no eran considerados lo bastante leales para un mando de campaña. A finales de 1937, según datos de Alpert (1989: 101-102), los Cuerpos de Ejército estaban mandados casi en su totalidad por oficiales profesionales, pero la mayoría de ellos habían tenido una graduación comparativamente menor antes de la guerra que los del Ejército de Franco. Había dos, incluso, que estaban retirados en 1936. Los jefes de División tenían aún menos categoría. De los 59 existentes, la mayor graduación alcanzada antes de la guerra era de teniente coronel. La mayoría, 18, habían sido capitanes y 17 procedían de las milicias, de los que solo Enrique Líster había recibido alguna instrucción militar. A nivel de mando de Brigada, había 49 oficiales con man­­do o como jefes de Estado Mayor de las 188 brigadas. En 1936, esos oficiales habían sido, mayoritariamente, capitanes, con nula experiencia en campaña.

			Por el contrario, los oficiales del Ejército nacional eran más jóvenes, dinámicos y tenían una preparación formal en mando militar. Se trataba sobre todo de hombres que habían alcanza­­do el rango de coronel hacia 1936. No hay que olvidar, tampoco, que muchos de los jefes más experimentados y veteranos venían curtidos de la guerra de Marruecos. El Ejército de África, élite de las fuerzas militares españolas antes de 1936, apoyó mayoritariamente el levantamiento militar.

			Otra diferencia importante entre los reclutas republicanos y los nacionales fue que la República dependió de los soldados de recluta para las operaciones ofensivas difíciles. El Ejército nacional, en cambio, recurrió a soldados profesionales y voluntarios de élite —mercenarios marroquíes, la Legión o los carlistas— como punta de lanza de sus ataques. En ocasiones estos eran reforzados por elementos del Ejército italiano o la fuerza aérea alemana. Aunque la República utilizó a las Brigadas Internacionales como fuerza de choque, estas no eran ni tan numerosas ni tan bien preparadas como las unidades de élite enemigas” (Matthews, 2013: 257).

			El Ejército Popular de la República, además, estaba muy politizado. Sus unidades nunca perdieron del todo su orientación política, pese a que los nombres de las mismas se cambiaron por números. Los partidos y sindicatos se disputaron el control de las nuevas brigadas, asegurándose que los jefes y comisarios tuvieran unas determinadas inclinaciones políticas. La situación se volvió tan negativa que el ministro de Defensa, Indalecio Prieto, tuvo que tomar diversas medidas para evitar el proselitismo dentro de las fuerzas armadas. Un decreto de junio de 1937 prohibió cualquier intento de incitar a los soldados a unirse a un partido o sindicato mientras estuvieran de uniforme.

			Pero esto no evitaba el problema de fondo, que era la disputa de los partidos y sindicatos por la cuota de poder entre los mandos militares y el comisariado de guerra. En un Pleno de Re­­gionales del Movimiento Libertario celebrado en febrero de 1939, se denunciaba que el Partido Comunista llegaba a controlar entre el 80 y el 90% de los mandos (Peirats, 1971: 283 y 173). El coronel Casado, al hacerse cargo del Ejército del Centro, en ma­­yo de 1938, le comentaba al presidente Negrín que el principal problema de su ejército radicaba en el predominio comunista en los mandos y comisariado. Entonces tenían acaparado el 70% de la totalidad. Negrín le contestó: “No se preocupe, mi Coronel. Todo se arreglará: les daré un tirón de orejas a los co­­mu­­nistas para que sean buenos chicos” (Casado, 1977: 89). Ca­­sa­­do no daba crédito a la respuesta. 

			El Partido Socialista Obrero Español incidía en la importancia del Comisariado de Guerra. Según un informe propio, a finales de 1937, el PSOE tenía 119 comisarios contra 283 del PCE, 184 de la CNT y 104 de las JSU. Durante el mandato de su militante Indalecio Prieto al frente del Ministerio de Defensa, se había conseguido revertir la situación en menos de cuatro meses: “Hemos conseguido que en la actualidad nuestro partido tenga 330 frente a 295 del PC, 299 de la CNT y 118 de la JSU” (Alía, 2015a: 98). Los socialistas acusaban a los comisarios comunistas de perseguir con las peores artes y con la más aviesa intención, en el frente y en la retaguardia, a los soldados, oficiales y mandos que no llevaban carnet comunista en el bolsillo. 

			La versión del PCE era radicalmente distinta: gracias a sus comisarios se pudo poner orden en un desorganizado Ejército que tuvo que improvisar mandos porque la mayoría se habían identificado con los sublevados de julio de 1936 o se habían pa­­sado en tiempos posteriores al otro bando. Además, tuvo que sacrificar sus ideales revolucionarios en pos de la victoria militar, fomentando un ejército disciplinado y con elevado espíritu militar incluso entre sus fuerzas procedentes del ámbito civil, capaz de hacer frente con dignidad al ejército profesional de Franco durante mucho tiempo.

			En los últimos años se ha puesto en evidencia la falta de fidelidad de muchos de los mandos del Ejército Popular. Desde principios de 1937, y sobre todo después de la batalla del Ebro, en noviembre de 1938, fue creciendo su contacto con los servicios secretos de Franco. Los informadores al servicio de la inteligencia franquista proliferaron en las esferas de poder del Ejército republicano. Las líneas de comunicación entre los militares de ambas zonas no se habían roto tras la sublevación de julio de 1936. Los lazos de solidaridad crearon, por iniciativa de los militares republicanos, una tupida red asistencial y de protección para los compañeros en activo o retirados que se negaron a servir en las columnas milicianas y en el Ejército Popular y permanecían en la retaguardia republicana, sobre todo en Madrid. El profesor Bahamonde (2014: 68) ha analizado un total de 1.200 diligencias previas depuradoras abiertas por los vencedores después de la guerra. Todas ellas demuestran un hecho insólito: permanecieron ocultos, sin ser molestados, y en ocasiones hasta recibieron dinero, alimentos y refugio, así como documentación falsa.

			DESARROLLO MILITAR DE LA GUERRA

			Al comienzo del conflicto bélico, la situación parecía claramente favorable para el Gobierno de la Segunda República, como ha estudiado Martín Aceña (2006: 18-19). Controlaba más de la mitad de la superficie del territorio y un 60% de la población. La República dispuso de la mayor parte de la capacidad industrial del país, incluidas las tres zonas fabriles y mineras más importantes —Cataluña, el País Vasco y Asturias—, además de una buena parte de la agricultura, entre un tercio y la mitad, incluyendo los cultivos más rentables y competitivos del Mediterráneo: el 90% de la producción de agrios-cítricos, el 50% de la producción de aceite, el 80% de la producción de arroz y la mayor parte de la producción hortofrutícola. Las bolsas de valores quedaron en territorio republicano, así como los dos tercios de las oficinas bancarias y de las cajas de ahorro, donde se generaban las tres cuartas partes de los recursos captados por el sistema financiero. Disponía también del Banco de España y sus inmensas reservas de oro, unas 700 toneladas valoradas en 2.500 millones de pesetas. El peso financiero de la zona republicana era, pues, abrumador. También la República dominaba las comunicaciones: los principales puertos y la mayor parte de la flota mercante permanecían en su poder. 

			El territorio controlado por los sublevados estaba integrado fundamentalmente por las áreas rurales del país. Contaba con las dos terceras partes de la producción de trigo, con la mitad de la cosecha de maíz, con el 60% de leguminosas y con más de dos tercios de la producción de patatas. También dominaba la mayor parte del ganado de leche y de tiro, el 75% del vacuno y el 70% del ovino. La producción pesquera también era superior, pero apenas tenía industria y yacimientos mineros, con la excepción del cobre y de las fábricas conserveras localizadas en Galicia y en la región navarro-riojana. 

			A principios de 1938, la situación se había revertido en casi todos los aspectos a favor de los sublevados. En esas fechas, el Ejército de Franco controlaba un 72% del territorio. Demográficamente también había superado ya a la República, con 15.800.000 habitantes a su cargo. La zona nacional procuraba la mayor parte de recursos económicos básicos (materias primas) y de las industrias de transformación. El norte industrial estaba ya también en su poder. En la agricultura y la ganadería su superioridad era aplastante: controlaba el 80% de la producción de cereales. También había logrado hacerse con el control de la mayor parte de barcos comerciales. 

			Paul Preston define la derrota de la República como “una derrota a plazos”, jalonada a través de las más importantes derrotas militares en el campo de batalla y en la desmoralización que provocaron tanto en el frente como en la retaguardia. Uno de los primeros y principales plazos de esta derrota fue la pérdida del norte durante 1937, por sus trascendentales consecuencias económicas. El 26 de abril, Guernica fue arrasada por las bombas de la Legión Cóndor alemana. El 19 de junio, las tropas franquistas entraban en Bilbao. El 26 de agosto lo hacían en Santander. En octubre dominaban Asturias. Con la caída del norte industrial, la guerra comenzaba a inclinarse claramente del lado franquista.

			Luego siguieron Teruel y el Ebro. En Teruel, entre el 15 de di­­ciembre de 1937 y el 22 de febrero de 1938, ambos contendientes se desangrarían entre sí, pero “lo mejor y más granado del Ejército Popular se perdió en Teruel de forma irreversible (Alegre, 2018: 20). El mando republicano ya nunca más volvió a tener la iniciativa militar de su parte, más allá del canto de cisne de la batalla del Ebro. El 7 de marzo de 1938, aprovechando la extrema debilidad de las defensas republicanas tras el desgaste de Teruel, el Ejército de Franco había emprendido una poderosa ofensiva en la zona con el objetivo de llegar al Mediterráneo y partir en dos el territorio republicano. Para reforzar la operación y debilitar la moral de los enemigos, los días 16 y 17 del mismo mes la aviación italiana realizó sobre Barcelona los mayores bombardeos sobre una ciudad conocidos hasta el momento, que se saldaron con un balance de unos 1.300 muertos y más de 2.000 heridos. El frente republicano se desplomó como resultado de la magnitud de los ataques y el 15 de abril las tropas franquistas alcanzaban el Mediterráneo en Vinaroz (Castellón). La República quedaba dividida en dos mitades vulnerables: un enclave central aislado excepto por vía marítima y un núcleo catalán adherido a la frontera francesa. A casi nadie se le escapaba, ni dentro ni fuera de las fronteras, que la guerra estaba prácticamente perdida militarmente para el bando republicano, a no ser que un golpe de fortuna inesperado revertiera la situación.

			La batalla del Ebro fue iniciada la noche del 24 al 25 de julio de 1938, cuando las primeras unidades del Ejército Popular, mandadas por Modesto, cruzaron el río, infligiendo severas pérdidas a los hombres del general Yagüe, al que la ofensiva pilló por sorpresa. Fue la última de las grandes ofensivas militares republicanas, ideada por su Estado Mayor siguiendo las prescripciones del presidente Negrín para intentar mostrar la capacidad de resistencia de su ejército ante el enemigo y ante las potencias internacionales. Puro espejismo. El objetivo del general Rojo con la ofensiva del Ebro era unir Cataluña con Valencia y la zona Centro, lo que nunca consiguió, pero sí retrasó cinco meses el previsto avance franquista sobre Barcelona, cuya toma sabía que supondría el fin de la guerra.

			Para llevarla a cabo, el Gobierno republicano se vio obligado a llamar a filas a los reemplazos de 1923 a 1929, 1940 y 1941. Hubo que preparar rápidamente a hombres más viejos y a más jóvenes, pues muchos soldados republicanos eran adolescentes de 17 años. En cambio, a finales de 1938, Franco solo había echado mano de otros tres reemplazos, los de 1927 y 1928, 1940 y los nueve primeros meses de 1941, juntando un ejército imponente de 879.000 hombres. La del Ebro se convirtió en la batalla en la que más combatientes participaron, en la más larga de la guerra, pues se alargó hasta el mes de noviembre, y en una de las más sangrientas: las fuerzas del general Franco perdieron unos 60.000 efectivos, entre muertos y heridos, y la República alrededor de 75.000.

			La derrota del Ejército Popular en esta batalla, en la que más y mejores medios había utilizado, puso a las claras que la estrategia de desgaste de las tropas franquistas venía haciendo efecto. Entre 1937 y 1938 Franco evidenció, aparte de una di­­rección militar más eficaz al ser única y centralizada, una abrumadora ventaja en hombres y en equipo gracias al continuo flujo de ayuda y suministros por parte de Alemania e Italia. Con el avance de las tropas franquistas, la desmoralización empezó a cundir en la mayor parte de mandos y soldados del Ejército re­­publicano, lo que agudizó el enfrentamiento entre los jefes y oficiales de las distintas tendencias políticas. 

			Los principales centros urbanos de la zona republicana se llenaron de refugiados… y de hambre. “Inevitablemente el hambre afectó la moral y la solidaridad. El sufrimiento se intensificó a causa de los continuos bombardeos aéreos que sufrían villas que disponían de poca artillería antiaérea” (Preston, 2008: 290). A todo ello se sumó lo que califica este reconocido hispanista como “traición de Europa” al Gobierno republicano, especialmente de Reino Unido y Francia, que desde un principio se inhibieron de la guerra española fomentando el Pacto de No Intervención, que rubricaron 27 países europeos. En general, los dos gobiernos recibieron ayuda militar del extranjero, pero quizás resultó más determinante la que Hitler y Mussolini prestaron en los primeros momentos a los sublevados y que permitió al Ejército de África pasar a la península, sin lo cual es posible que la sublevación hubiera sido derrotada en las primeras jornadas.

			La República iba quedándose sin territorio, sin fuerzas militares y sin recursos económicos. El Ejército Popular, que tanto trabajo había costado organizar, estaba prácticamente exhausto, desmoralizado y sin apoyos internacionales. En enero de 1939 comenzaba a desmoronarse el frente de Cataluña, tras la ofensiva lanzada por el Ejército franquista el 23 de diciembre de 1938. El día 15 de enero de 1939, al tiempo que perdía la ciudad de Tarragona, el Gobierno republicano lograba que Francia abriera la frontera de los Pirineos al paso del último contingente de material bélico soviético. “Pero ya era demasiado tarde y demasiado poco” (Moradiellos, 2010: 94-95). Días después, Negrín vio esfumarse las ligeras esperanzas de una postrera ayuda militar de las democracias, mientras Franco seguía recibiendo material militar de todo tipo y en buenas cantidades de Italia y Alemania. París le comunicó su negativa por riesgo de un conflicto mundial. 

			El día 18 de enero, Negrín presidió en Barcelona una reunión urgente de su Gobierno. Los informó de que ante la gravedad de la situación, tendría que trasladar el Ejecutivo de la ciudad de Barcelona. Cuatro días más tarde, el presidente ordenaba la evacuación de la capital republicana de todo el aparato administrativo gubernamental. La evolución de la contienda hizo que muchas instituciones quedaran repartidas por el Ampurdán, como el Gobierno central, la presidencia de la República, las Cortes, el Ejército y la Generalitat de Cataluña. El noroeste catalán constituía la antesala de la entrada en Francia.

			El día 26 de enero, Barcelona caía en poder del enemigo. Lo triste para la República no era solo la pérdida de la capital catalana, sino que, como dijera el general Rojo, jefe del Estado Mayor Central de las Fuerzas Armadas y jefe del Estado Mayor del Ejército de Tierra, se había producido sin ningún tipo de resistencia, “como un fenómeno natural”. La consecuencia más alarmante es que desde la salida del Gobierno de Barcelona, el Estado republicano prácticamente se había derrumbado. El 4 de febrero, las tropas de Franco entraron en Gerona. El domingo, día 5, hacia las seis de la mañana, el presidente Manuel Azaña había emprendido el camino del destierro hacia Francia en compañía de unas 20 personas, entre ellas el presidente de las Cortes, Diego Martínez Barrio; su fiel amigo y expresidente José Giral Pereira; el presidente de Euskadi y el de Cataluña, Jo­­sé Antonio de Aguirre y Lluís Companys, respectivamente. 

			El día 11 de febrero finalizaron las operaciones en territorio catalán. La guerra estaba totalmente decidida. Gran Bretaña y Francia, al reconocer oficialmente al régimen de Franco el 27 de febrero, también lo entendían así. Hasta los Estados Unidos de América no cesaban de mandar mensajes al Gobierno republicano mostrando su extrañeza por haber continuado la guerra después de caer Barcelona, lo que venía provocando la inútil des­­trucción de pueblos y ciudades y nuevas víctimas.

			La República estaba totalmente abandonada internacionalmente y hundida internamente. Sin embargo, aún controlaba aproximadamente el 30% del territorio español y todavía faltaba mucho por ver, sobre todo una lenta y penosa agonía del régimen republicano hasta el 1 de abril de 1939, fecha del último parte de guerra. Esta situación agónica tuvo tres episodios principales. El primero fue el golpe militar del coronel Casado, que acabó con el Gobierno de Negrín. En la tarde del 5 de marzo de 1939, se producía el tan esperado golpe de Estado preparado por el coronel Segismundo Casado, jefe del Ejército del Cen­­tro del Ejército Popular de la República. Para el régimen republicano, la guerra terminaba como había empezado, con un golpe de Estado, aunque la diferencia con el de julio de 1936 era evidente: ahora no se pretendía conquistar el poder para gobernar, sino todo lo contrario, para lograr la mejor rendición posible ante el Ejército de Franco y acabar con un conflicto que sus protagonistas veían innecesario. Con el golpe militar de 1936 tenía en común el motivo esgrimido por los golpistas, el comunismo: la revolución comunista en 1936 y la influencia comunis­­ta en el Gobierno de Negrín en 1939. 

			Para la gobernabilidad de la República se formó el Consejo Nacional de Defensa presidido por el general Miaja, jefe su­­premo del Ejército, aunque el hombre fuerte del mismo era el coronel Casado, como responsable de la Consejería de Defensa. La sublevación de Casado, que contó con el apoyo de anarquistas y socialistas, fue “una alternativa insurreccional en una situación límite, gestionada desde Burgos con la intención de acelerar la descomposición de la República” (Bahamonde, 2005: 7-11).

			El presidente Negrín y la mayoría de los miembros de su Gobierno abandonaron con rapidez el país, el mismo día 6 de marzo, pero buena parte de las fuerzas militares de tendencia comunista y de sus mandos militares no se conformaron con la nueva situación y comenzaron una serie de enfrentamientos armados dentro de la misma zona republicana, como Ciudad Real, Valencia, Albacete y Madrid. En esta última ciudad la oposición organizada del PCE acabó por convertirse en una nueva guerra dentro de la gran guerra. La pequeña guerra civil, que se prolongó hasta el 13 de marzo, provocó 243 muertes, que sumadas a las de los sucesos de mayo de 1937 en Barcelona y otros enfrentamientos de los propios antifascistas a lo largo de toda la guerra elevaban a unas 1.000 las víctimas en la retaguardia republicana (Aguilera, 2012: 347-358). Demasiados muertos y demasiado rencor entre las organizaciones republicanas.

			El segundo episodio fue la sublevación de un grupo de militares proclives a Franco en la Base Naval de Cartagena, el 5 de marzo de 1939, que dejó sin sus últimos barcos a la República. Resultó un acontecimiento cuando menos rocambolesco porque se juntaron dos sublevaciones, una franquista y otra casadista. La represión corrió a cargo de las fuerzas comunistas, que sofocaron ambas el día 7 de marzo, pero la base quedó en manos del Consejo Nacional de Defensa, aunque sin buques, que habían sido enviados a Bizerta (Túnez) por los militares leales a Franco: “La Flota, en espíritu, se encuentra a las órdenes de V. E.”, decía el general Jefe del Ejército del Centro en telegrama al coronel Casado una vez tomada la Base (Alía, 2015a: 207). No cabe más ironía. La victoria en Cartagena sería utilizada inmediatamente por la propaganda comunista como ejemplo, no solo para todos los combatientes sino incluso para la victoria final, aunque a esas alturas seguro que eran muy pocos los que lo creían. Ya prácticamente todos los habitantes de la zona republicana pensaban en la paz, en sintonía con las nuevas autoridades del Consejo.

			El último episodio de la agonía fue la lastimosa negociación de paz emprendida por el coronel Casado para acabar la guerra cuanto antes y de forma negociada. Al final no valió de nada, porque Franco deseaba finalizar la guerra en el campo de ba­­talla, para obtener un triunfo militar incuestionable que legitimara su nuevo régimen. Casado se desesperaba. Había accedido a entrar en el juego conspiratorio contra Negrín y a cambio no obtenía nada nuevo. Saltándose el protocolo por la angustia que padecía después de varias reuniones infructuosas, el día 25 de marzo escribía de su puño y letra una carta al general Franco para mostrarle su pesadumbre por su inflexibilidad. En ella se lamentaba de los resultados y avisaba de las posibles consecuencias: “Es probable que defraudadas las esperanzas, la asistencia que hasta hoy me presta el pueblo, se convierta, no más tarde de mañana, en un odio muy acusado por creerme traidor a sus deseos, dando la razón a los comunistas que mantenían la criminal consigna de resistir” (Alía, 2015a: 243).

			De poco sirvieron sus lamentaciones. Ese mismo día, mientras se estaban realizando nuevas negociaciones en el aeropuerto de Gamonal (Burgos), el Estado Mayor del Cuartel General del Generalísimo dictaba las Normas para la rápida ocupación total del territorio enemigo y ordenaba iniciar la denominada “ofensiva de la victoria”. Franco quería un triunfo por todo lo alto, en el campo de batalla, entre militares, cuando ya no había enemigo al que batir. El Ejército Popular estaba en franca desbandada y las instituciones políticas republicanas en colapso total, aunque aún se estiman en 500.000 los hombres que lo componían, pero desmoralizados y con un material deficiente y escaso. Apenas hubo resistencia por la desmovilización del Ejército republicano. El 1 de abril de 1939, Franco daba el último parte de guerra: “En el día de hoy, cautivo y desarmado el Ejército rojo, han alcanzado las tropas Nacionales sus últimos objetivos militares. La guerra ha terminado”.

			


CAPÍTULO 6

			LA DICTADURA DEL GENERAL FRANCO (1939-1975)

			LA IMPLANTACIÓN DEL RÉGIMEN FRANQUISTA

			El régimen de Franco se venía configurando desde 1936, aunque la dictadura nació el 1 de abril de 1939. El nuevo régimen estaría condicionado por la guerra y buscaría en ella la justificación. El franquismo basó su legitimación en la victoria en los campos de batalla, el triunfo en la Guerra Civil. Por eso, las nuevas autoridades hacían todo lo posible por visibilizarla ante los ciudadanos, para que no quedaran dudas. Los nuevos callejeros de toda España se dedicaron a los “generales victoriosos”. En las principales plazas se situaron las lápidas que recordaban a los caídos “por Dios y por la Patria”. El desfile de la victoria se celebraba cada primero de abril. El primero de octubre se festejaba el nombramiento de Franco como Generalísimo. También se recordaba año tras año el 18 de julio. El yugo y las flechas se inscribían en los principales monumentos. Todo recordaba a la guerra. 

			La construcción y consolidación del régimen franquista implicó una profunda contrarrevolución política y social, una violenta reacción contra todo lo que había significado la Segunda República. Pero no solo era la anti República, sino que iba mucho más allá, ya que buscaba construir un sistema totalmente desvinculado de la tradición liberal, caracterizado por un autoritarismo extremo, por la exclusión política de los disconformes, por la acentuación de la uniformidad política y administrativa, por el protagonismo del Ejército y por la sumisión de los considerados desafectos.

			El nuevo régimen se autodefinía como totalitario y confesional, cuyo rasgo principal era el nacionalcatolicismo español. El Fuero del Trabajo de 1938 ya definía al Estado como “instrumento totalitario al servicio de la integridad patria”. El componente fascista del régimen, muy notorio hasta 1942, fue evolucionando a medida que los falangistas más auténticos y totalitarios salían como perdedores de las diferentes crisis políticas internas. Para Ismael Saz, la Falange de la posguerra más que un grupo fascista era una organización fascistizada que se había disfrazado, como el propio régimen, en función de su interés y de su conveniencia.

			Los tres pilares en los que se sustentó el nuevo régimen fueron el Ejército, la Falange y la Iglesia, aunque el dictador acumulaba todo el poder y todos los poderes. Franco quiso gobernar como había aprendido a mandar, con todo el poder en sus manos y sin plazos temporales. Había criticado a la dictadura de Primo de Rivera por haber anunciado su interinidad. Entendía su misión como un servicio vitalicio y un deber para con la patria. Se veía más como un militar que como un político. El 8 de agosto de 1939, la Ley de Reorganización de la Administración Central del Estado matizaba que la potestad de dictar normas jurídicas que correspondía al presidente no tenía por qué ir precedida de la deliberación del Consejo de Ministros, cuando lo aconsejaran razones de urgencia. Al día siguiente quedó constituido el primer Gobierno después de la guerra. Ramón Serrano Suñer, el cuñadísimo, ministro de Gobernación y, desde octubre, de Exteriores, era el hombre clave como artífice del Nuevo Estado. 

			El general Franco aprendió más lecciones del régimen de Primo de Rivera. Para evitar la debilidad social que habían mostrado las organizaciones dictatoriales entre 1923 y 1930, el régimen franquista quiso reforzar sus apoyos sociales y el adoctrinamiento ideológico sin perder tiempo, perpetuando la actuación del Movimiento Nacional, mecanismo totalitario de inspiración fascista creado en 1938 que pretendía ser el único cauce de participación en la vida pública española. La ley de 1958 lo definía como “comunión de los españoles en los ideales que dieron vida a la Cruzada”. Entre sus funciones, estaba la de asegurar el apoyo político de buena parte de la población creando diferentes organizaciones de masas y dirigir buena parte de la propaganda, de los medios de comunicación y los mecanismos de control y censura. El Movimiento estaba integrado por distintas organizaciones sociales, que formaban la base sólida de la estructura piramidal de la dictadura, como el Frente de Juventudes, la Sección Femenina, el Sindicato Español Universitario y la Central Nacional Sindicalista. 

			Uno de los elementos centrales del aparato de propaganda del régimen y de su fundamentación sociopolítica era el culto a la personalidad de Franco como mitificado Caudillo de España (Moradiellos, 2016: 83). Esta figura, típica de los grandes espadones del siglo XIX, como Espartero y Narváez, había sido recuperada por Franco en el contexto de los primeros meses de la guerra, aprovechando la fragmentada geografía de poderes locales y pequeñas fuerzas activas enfrentadas, en el sentido de jefe militar y guerrero, valeroso y heroico, líder indiscutible cuyo poder emanaba de Dios y era encarnación de la patria.

			El ideario del nuevo Estado se ofrece de forma machacona en actos públicos, publicaciones y medios de comunicación social, como prensa y radio, desde los primeros momentos, y después en los noticiarios del NO-DO a partir de 1943 y en los telediarios de la Televisión Española, desde sus emisiones regulares iniciadas en octubre de 1956. Todos estos medios están bajo control oficial y sometidos a la censura. El régimen deja pocos cabos sueltos. 

			En el servicio militar obligatorio se adoctrina a los hombres, a las mujeres en el servicio social y a los niños y niñas en las escuelas, por medio de manuales, enciclopedias y lecturas didácticas. En una de ellas, titulada Así quiero ser (El niño del nuevo Estado): lecturas cívicas, de 1940, se pretendía formar a los nuevos ciudadanos, escolares y miembros de las organizaciones juveniles en las nuevas doctrinas del Estado. Entre las ideas que se exponen destaca la sumisión al Caudillo y el fin de la división de poderes implantada en el régimen liberal: “En un Estado moderno bien organizado, el Caudillo es siempre el ciudadano mejor, el más selecto, el superior e indiscutible”. “El Caudillo solo responde ante Dios y ante la Historia”. “Quien tiene la responsabilidad debe tener los poderes. Por esta razón es el Estado quien debe tener los poderes, porque él tiene la responsabilidad de los negocios públicos y del bienestar nacional. Nosotros, los subordinados, no tenemos más deber que obedecer. Debemos obedecer sin discutir. Quien manda sabe lo que hace y por qué lo hace”. “Serviremos al Estado siendo obedientes, disciplinados, diligentes, educados y, sobre todo, patriotas”.

			Para Franco, la lealtad era esencial, por lo que siempre se rodeó de personas de plena confianza, como Nicolás Franco, Ramón Serrano Suñer o Luis Carrero Blanco. Aunque siempre dejaba claro que, por encima de personas o de familias políticas, estaba él. Ante cualquier conflicto de intereses, prescindía de unos y de otros para mantener intacta su superioridad. El poder personal de Franco constituyó la máxima garantía para mantener la cohesión de los distintos apoyos políticos y militares. Por ejemplo, el 3 de septiembre de 1942, Franco optó por una de las decisiones más importantes: el cese del ministro del Ejército, José Enrique Varela, beligerante contra Serrano y Falange, y de Serrano Suñer, sustituidos respectivamente por los generales Jordana y Asensio. Franco había salido reforzado de la situación. En el fondo se reflejaba la intensa rivalidad entre el Ejército y la Falange. Salvo contadas excepciones, la mayor parte de generales no eran falangistas sino monárquicos, y en el plano internacional más admiradores de los británicos que de los alemanes.

			LOS EJÉRCITOS DEL FRANQUISMO

			En el marco de la Ley de Reordenación de la Administración Central del Estado del 8 de agosto de 1939, Franco disolvió el Ministerio de Defensa Nacional, nacido durante la guerra, y creó tres ministerios independientes: Ejército, Marina y Aire. La creación del Ejército del Aire constituyó la principal novedad de esta reorganización, por la importancia que había adquirido la aviación en el combate. Entre 1939 y 1940 se dio prioridad a la formación de la oficialidad profesional, reorganizando la Escuela Superior del Ejército y la de Estado Mayor y restaurando la Academia General Militar, entre otras iniciativas. La asepsia ideológica de la enseñanza militar superior provocó la progresiva despolitización de la oficialidad. El programa de estudios de la Academia General Militar, aprobado en 1943, siguió al pie de la letra el concebido por Franco y sus colaboradores en 1928. Sus ejes fueron el espíritu militar, la educación física y una marcada formación matemática, sin ninguna concesión a las humanidades (Puell, 2005: 207-208). El producto final fue una generación de “incultos técnicos”.

			Ideológicamente, el Ejército de Franco era acentuadamente conservador, mucho más de lo considerado como normal en otros ejércitos europeos. La razón estaba en que era consecuencia de una guerra civil, larga y cruel, en la que la izquierda democrática política y la militar fueron vencidas, alejadas del país o represaliadas. Por una parte se le restan unos 5.000 profesionales antifranquistas y, por otra, se le añaden 10.709 alféreces provisionales que fueron transformados en militares profesionales (Busquets, 1982: 167-168). 

			En los primeros años de la posguerra, los generales de la guerra mostraban numerosas tendencias y rivalidades, que en algunos casos les hicieron recelar de Franco, que había sabido acumular el poder a partir de la desaparición durante la guerra de algunos de los más prestigiosos mandos y, por tanto, posibles rivales, como Sanjurjo, Mola, Cabanellas y Goded. Los primeros discrepantes fueron el exrepublicano Queipo de Llano y el monárquico Kindelán. Siguieron Muñoz Grandes, al que alejó de Madrid nombrándolo jefe de la División Azul y posteriormente lo ascendió para alejarlo del frente, Varela, Yagüe y Aranda, entre otros. “Su preeminencia política se asentaba sólidamente en la fidelidad que le profesaban los militares de mediana y baja graduación” (Cardona, 2010: 327). En el Ejército del primer franquismo, estaba más viva la pugna entre falangistas y monárquicos que en la sociedad civil, donde la restauración monárquica no se planteaba ni siquiera como una lejana posibilidad.

			Las Fuerzas Armadas conservaron durante toda la dictadura el papel de columna vertebral del régimen y de garante de sus esencias. A lo largo de todo el franquismo, de los 114 ministros nombrados, 40 fueron militares, con una duración en el cargo, en general, superior a la de los ministros civiles. Además, eran militares gran número de subsecretarios, directores generales y altos cargos de la Administración. Entre 1936 y 1945, el 31,3% de los altos cargos y el 34% en el Movimiento estuvieron ocupados por profesionales de las Fuerzas Armadas (Soto, 2010: 373). Todavía en 1968, “de los 120 puestos más elevados de la administración civil, 12, es decir el 10%, estaban ocupados por militares. Análogamente, muchos gobernadores civiles fueron mili­­tares” (Busquets, 1982: 183). Los militares también tuvieron presencia en todos los centros de poder político, desde el Consejo del Reino al de Regencia, así como en organismos de carácter técnico, tales como el Instituto Nacional de Industria o la Junta de Energía Nuclear (Muñoz Bolaños, 2010: 16).

			Al igual que en los regímenes de los espadones del siglo XIX, el régimen franquista estableció un modelo político pretoriano. Aunque se dieron casos de extensión de la jurisdicción militar a ámbitos que no les correspondía en un Estado de Derecho, no se produjo una militarización de la política o de la so­­ciedad. No puede hablarse de un sistema militarista. “Pese a la larga permanencia del modelo pretoriano en nuestra historia no se puede hablar de militarización de la sociedad ni de la política, ya que lo que existió fue una politización de los militares” (Soto, 2010: 365). Hubo una politización activa de ciertos mandos militares que actuaron más como políticos que como miembros de las Fuerzas Armadas y una politización pasiva del Ejército, que fue constante y sin posibilidades de vuelta atrás mientras Franco ocupó la Jefatura del Estado. En el ámbito del orden público, siguió la constante de la España contemporánea, por lo que el modelo no fue innovador y siguió, aunque con mayor precisión, la tradición iniciada en el siglo anterior.

			Durante el primer franquismo, el Ejército tuvo una destacada función en la gobernabilidad del Estado. Franco era militar y su dictadura debía tener ese carácter, tanto por convencimiento como por agradecimiento. Quería recompensar a sus compañeros de armas por la victoria. Hasta 1945, los militares ocuparon cargos ministeriales en un 45,9% y los falangistas en un 37,9%. El conjunto de las Fuerzas Armadas, incluidas las fuerzas de orden público, recibían más del 40% del presupuesto del Estado. Mientras el Ejército estaba mal pertrechado, con material anticuado y con sueldos de una modestia espartana —aunque compensados con otro tipo de beneficios sociales que fomentaban el corporativismo—, una parte sustantiva de los fondos económicos se dedi­­có a financiar un programa secreto de rearme (Ros, 2002: 44-49).

			Franco pretendía apoderarse de Gibraltar y del Marruecos francés. A esta última aspiración se negó Hitler para no entorpecer su relación con Francia, cuyo territorio había ocupado en junio de 1940. El 23 de octubre de 1940, en la famosa entrevista en Hendaya entre Hitler y Franco, parece ser que el primero solo le aseguró Gibraltar a cambio de la entrada de España en la guerra, por lo que el mandatario español prefirió continuar con la política de neutralidad. Pero como pago de las deudas de guerra con los alemanes tuvo que enviar al contingente de vo­­luntarios de la División Azul a batallar por el frente ruso, entre octubre de 1941 y el mismo mes de 1943. El coste que tu­­vieron que pagar estos voluntarios españoles que lucharon al lado de Hitler fue muy alto, como explica Moreno Juliá (2010: 263): unos 5.000 muertos, 9.000 heridos, 8.000 enfermos, 2.000 mu­­tilados, 1.500 congelados y 400 prisioneros; en total, un 56% de bajas respecto del total de alistados. 

			Aparte de sus responsabilidades gubernamentales, el Ejército tuvo un importante papel en el control social, ejercido desde los gobiernos militares, convirtiéndose en el gran vigilante de la victoria militar. También fue el principal brazo ejecutor de la política represiva, por medio de los consejos de guerra, en los que apenas se respetaban las mínimas garantías procesales. La legislación que constituye los fundamentos del régimen, las llamadas leyes fundamentales (Ley Constitutiva de las Cortes, Ley de Sucesión en la Jefatura del Estado, Ley de Referéndum Nacional, Ley de Principios del Movimiento Nacional, Fuero de los Españoles, Fuero del Trabajo y Ley Orgánica del Estado), es incluso más tardía que la que fundamenta la represión. Primero había que acabar acabar con la guerra y sus secuelas, y después configurar el régimen.

			Al finalizar la guerra, las autoridades franquistas continuaron la persecución de los considerados vencidos con efectos retroactivos desde octubre de 1934, como marcaba la Ley de Responsabilidades Políticas aprobada casi dos meses antes de acabar la contienda. La represión fue, en palabras del profesor Moradiellos (2000: 237), “una política social de limpieza y depuración de enemigos y desafectos enormemente fructífera para la dictadura franquista, sin la cual no resulta cabalmente comprensible su consolidación y pervivencia durante tantos años y en tan diferentes contextos internacionales”. La política represiva contribuyó a cohesionar al bloque vencedor de la guerra, creando complicidades y lealtades, y a desarticular todo tipo de oposición durante un amplio periodo.

			Ejecuciones, tortura y miedo eran rasgos cotidianos de los primeros años de vida del nuevo régimen. Los datos totales o parciales disponibles indican que hubo más de 35.000 ejecuciones, ya contabilizadas, en la posguerra, que sumadas a las del periodo 1936-1939 elevan la cifra entre 130.000 y 145.000 muertos por la represión franquista. A finales de 1939 y durante 1940, las fuentes oficiales contabilizaban más de 270.000 reclusos. Hasta octubre de 1941, se habían abierto 125.286 expedientes siguiendo la Ley de Responsabilidades Políticas de febrero de 1939, y unas 200.000 personas más sufrieron la fuerza de la justicia de esa ley en los años siguientes. En 1943, había todavía más de 100.000 presos y 15.947 personas purgaban en ese mismo año sus penas en los 121 destacamentos penales que, desperdigados por toda la geografía española, empleaban a los presos para trabajos de reconstrucción, en carreteras o pantanos (Casanova, 2002: 20-25). 

			La violencia estaba institucionalizada, organizada desde arriba. Tuvo carácter de ejemplaridad, porque no se trataba solo de castigar, sino también de evitar la reproducción de situaciones políticas anteriores a la guerra. La represión tuvo múltiples caras. Cada momento tuvo su estrategia (Ortiz, 2013). La más importante fue, sin duda, la eliminación física de los considerados enemigos. Ni mucho menos todos los que murieron, como decían las proclamas franquistas, lo hicieron por delitos de sangre. El tan pregonado principio de las nuevas autoridades de que aquellos que no tuvieran las manos manchadas de sangre no tenían nada que temer, como reiteradamente repetían las proclamas del momento, no se cumplió. Los culpables de hechos de sangre fueron minoría entre los ejecutados. La gran mayoría de las víctimas lo fueron por motivaciones políticas: pertenencia a partidos y sindicatos de izquierda y haber ostentado algún cargo público, sobre todo en los distintos comités populares.

			Además, estaba la represión sobre los vivos, que creó un escenario de miedo, indefensión e inseguridad en el que no había lugar para los indiferentes o neutrales. Para ello, la represión política se acompañó de la represión psicológica, la re­­presión administrativa y la represión económica, que era enormemente cruel en años de terrible hambre y miseria. El sistema de racionamiento de alimentos, generalizado en mayo de 1939, se convirtió en el principal sistema de control social, que privaba a los que no mostraban públicamente la simpatía hacia el régimen de la consecución de productos en el mercado oficial, enviándolos al mercado negro, al estraperlo, con precios hasta diez veces superiores en muchos casos. Por tanto, la autarquía no era solo una política económica, sino también un sistema perverso de control social, gestionado como auténtico mecanismo de coerción. La profesora Mir (2000) habla de “efectos no contables de la represión”, entre los que se incluyen las defunciones provocadas por el hambre, la desnutrición o la enfermedad impuesta ante la precaria y caprichosa sanidad “pública”. 

			Las mujeres adquirieron gran protagonismo en la supervivencia del núcleo familiar, porque las autoridades solían ser algo más permisivas con ellas. En muchos casos, se trataba de mujeres solas que como madres, esposas, viudas o hijas de republicanos presos o ejecutados tuvieron que luchar día a día por sacar adelante a sus familiares en un contexto difícil de miedo y hambre que las vigilaba constantemente tanto “desde arriba como desde abajo” (Alía et al., 2017). La Falange se convirtió en el mejor paraguas protector que tuvo Franco para evitar unas críticas que de otro modo nunca habría podido esquivar (Parejo, 2005).

			El Ejército tuvo que intervenir también en numerosas ocasiones, apoyando a la Guardia Civil, en la represión de la guerrilla antifranquista, que fue, en palabras de Paul Preston, “la oposición más seria al régimen de Franco”. Sobre las actuaciones de los guerrilleros, el régimen franquista ha pretendido dar una imagen de terror y barbarie en la mayor parte de los casos un tanto alejada de la realidad; los describía habitualmente como violadores y asaltadores de caminos y cortijos. Para el régimen, no era más que un problema de orden público, de moderno bandolerismo que había que silenciar para no inquietar a los españoles ni a las potencias extranjeras. El Estado tejió una red de silencios en torno a la guerrilla, estableció un programa minucioso con el fin de hacerla invisible y utilizó para ello el férreo control que el nuevo Estado ejercía sobre los medios de comunicación. La guerrilla se convirtió oficialmente en un movimiento armado, primero desconocido y después, una vez finalizado, malinterpretado.

			Sin embargo, la guerrilla, como apunta Secundino Serrano (2001), tiene la suficiente entidad para no ser confinada a los márgenes de la historia oficial: unos 6.000 hombres en armas, de los que murieron unos 2.170, y más de 20.000 enlaces detenidos; 256 guardias civiles muertos y 370 heridos. Sus actividades principales fueron los sabotajes, atracos o suministros de dinero o alimentos y asesinatos o ajusticiamientos, según terminología de cada contendiente. Hubo casi 2.000 enfrentamientos armados con las fuerzas de seguridad. Es cierto que jamás se perfiló por sí mismo como un medio de acabar con la dictadura, pero constituyó la única resistencia que preocupó verdaderamente al régimen franquista. 

			Se puede hablar de una nueva guerra, librada principalmente en los núcleos rurales y en las zonas montañosas, sobre todo a partir de 1944, cuando el Partido Comunista de España desde Francia organizó el Ejército Guerrillero, “que permitió a los huidos convertirse en guerrilleros. Arropados por un partido, con objetivos claramente delineados, devolvió la dignidad a unos hombres acosados, abandonados y al borde del bandolerismo. Y lo hizo organizando a republicanos de todas las ideologías, el único ejemplo de unidad en la oposición antifranquista” (Serrano, 2001: 144-145).

			El Ejército cada año se fue sintiendo más incómodo ante su protagonismo en la represión. El disgusto se hizo más patente conforme iba evolucionando la sociedad y toleraba menos esa función represora, lo que generaba un continuo alejamiento de los militares con la sociedad civil y una falta de sintonía entre ambos. Esta lejanía provocó su incapacidad para comprender los cambios que se estaban operando en la sociedad española de las décadas de los sesenta y los setenta, que conducirían al país hacia la democracia tras la muerte de Franco. “Cabe especular si este alejamiento fue fomentado deliberadamente por el régimen con el fin de evitar contaminaciones ideológicas que hubieran perjudicado la capacidad del ejército para defender la seguridad de las instituciones” (Ros, 2016: 128).

			En 1963, fue condenado a muerte por un tribunal militar en Consejo de Guerra el comunista Julián Grimau, el “último condenado por la Guerra Civil”. El 20 de abril se ordenó a la Guardia Civil formar el pelotón de su fusilamiento, pero sus mandos se negaron a hacerlo. El capitán general de Madrid rehusó también que el pelotón fuera integrado por militares de carrera. Entonces, el mismo Franco dio la orden de que los ejecutores fueran soldados de reemplazo. Estos jóvenes sin experiencia dispararon 27 balas a Grimau sin lograr acabar con su vida. El teniente que mandaba el pelotón tuvo que rematar el cuerpo con dos tiros en la cabeza. El Ejército se sintió dividido ante la ejecución, como luego lo estaría en el Consejo de Guerra de Burgos de 1970, que juzgó a presos de la banda terrorista ETA, cuyas penas de muerte fueron finalmente conmutadas, lo que disminuyó la tensión entre los militares.

			El artículo 37 de la Ley Orgánica del Estado de 1967 encargaba a las Fuerzas Armadas, constituidas por los ejércitos de Tierra, Mar y Aire y las Fuerzas de Orden Público, garantizar “la unidad e independencia de la Patria, la integridad de sus territorios, la seguridad nacional y la defensa del orden institucional”. En el interior, en la primera parte de la dictadura, para luchar contra la débil y dividida oposición y la exigua conflictividad social del momento, bastaba con la Policía Armada, la Guardia Civil y la prolija legislación, entre ella la Ley de Repre­­sión de la Masonería y el Comunismo de 1940, la Ley de Se­­guridad del Estado de 1941, la Ley de Rebelión Militar de 1943, el Decreto Ley de Represión del Bandidaje y del Terro­­rismo de 1947 y la Ley de Orden Público de 1959. 

			Para la mayor parte de hombres, las expectativas que ofrecía una postura de oposición política, como era calificada cualquier tipo de protesta pública, en la posguerra eran pocas y peligrosas, hasta el punto de que se pueden definir en dos: cárcel y muerte. A pocos les merecía la pena el riesgo de sufrir la represión frente a la certeza de vivir en paz, por muy miserable que esta fuera (Cazorla, 202: 316). El silencio y la pasividad de los trabajadores en el primer franquismo “no era equivalente a la aceptación del régimen sino, sobre todo, producto del miedo y de la percepción de indefensión” (Molinero et al., 1998: 149). Otros callaban simplemente porque esperaban el favor de las nuevas autoridades, tanto en el mercado negro como en el laboral (Vilar, 2006). Se creó así “un complejo entramado de intereses en los que la política del favor y el aprovechamiento fraudulento de los puestos en la Administración fueron moneda de uso corriente” (Rodríguez y Cazorla, 2008: 501).

			En la segunda etapa del Franquismo, la que transcurre entre 1951 y 1959, asociada a la consolidación de la dictadura y a las transformaciones económicas que eliminan la autarquía y avanzan con paso firme hacia la liberalización, nacen las primeras actitudes críticas y contestatarias en la protesta ciudadana, laboral o universitaria, que constituyen los primeros momentos de oposición. Desde el inicio de la década de los años sesenta hasta la segunda mitad de los setenta, en la sociedad española coexisten la pasividad política de gran parte de la población, en especial obrera y estudiantil y algo más tardíamente ciudadana o vecinal, así como con frecuentes manifestaciones críticas contra la dictadura (Ysàs, 2007). La oposición política va poco a poco articulándose a pesar de la presión disuasoria del formidable aparato represivo franquista.

			En el exterior, durante todo el régimen de Franco, y salvo la pequeña guerra de Ifni contra elementos marroquíes en 1957-1958, las Fuerzas Armadas no tuvieron que hacer frente a ningún enemigo. “Para mayor tranquilidad se contaba con el amparo que proporcionaba la amistad con Estados Unidos, así que el Ejército entre 1945 y 1975 se limitó a hacer el papel de guardián protector del régimen” (Ros, 2016:126). Siguiendo las recomendaciones de la ONU y la política internacional de descolonización, en 1956 España había otorgado la independencia a su territorio en Marruecos, aunque mantenía todavía unas obligaciones en su Protectorado en el norte y el sur marroquí y cinco territorios de soberanía en África: Ifni, Sahara español, Guinea-Fernando Poo, Ceuta y Melilla. El sultán Mohamed V mostró públicamente su disconformidad y su intención de ocupar todos los territorios de soberanía española en el norte africano, es decir, Ceuta y Melilla, y los de Ifni y Sahara. En agosto de 1957, estalló la guerra entre ambos países cuando bandas armadas marroquíes se infiltraron en estos dos últimos territorios. Franco y su Ejército lograron ga­­nar esta pequeña guerra colonial. El 30 de junio de 1969, España cedió Ifni al Reino de Marruecos ante la presión internacional favorable a la descolonización y las resoluciones de Naciones Unidas. Se acababa el sueño africanista de Franco.

			Solo quedaba abierto el conflicto del Sahara. Marruecos comenzó su ofensiva en plena decadencia del régimen franquista. En los primeros meses de 1975, el rey Hassán II planeó la denominada “Marcha Verde”, invasión pacífica del territorio saharaui por parte de ciudadanos desarmados. El 16 de octubre, mientras el general Franco agonizaba en un hospital madrileño, Hassán la anunció, tomando una vez más la iniciativa en la cuestión saharaui, esta vez para darle un ritmo más acelerado.

			El rey era el autor de la política exterior de su país, que tenía un doble objetivo, uno propio de esta acción política, que era el hacer de Marruecos una gran potencia africana, un país más grande y más rico, y que no lo fueran sus vecinos, y otro de política interior, que era el de fortalecer al trono, así mismo y al Estado, mediante un aglutinante político y social. Hassán II arriesgaba en política exterior para contrarrestar riesgos en el interior” (Rodríguez Jiménez, 2015: 418-419).

			Al final, todo le salió bien, y se apagaron momentáneamente las voces opositoras en su país. 

			Por la mañana del día 6 de noviembre de 1975, los primeros voluntarios cortaron la alambrada y rebasaron la línea de demarcación. Por la tarde, unos 50.000 civiles se encontraban acampados en territorio español. Unos días después, el 14 de noviembre, España, Marruecos y Mauritania firmaron el Acuerdo tripartito de Madrid, en el que España reiteró su intención de descolonizar el Sahara. El 26 de febrero de 1976, el representante permanente de España ante las Naciones Unidas comunicaba que el Gobierno español daba por terminada definitivamente su presencia en el territorio. España había perdido su última guerra colonial sin apenas mantener resistencia ante la indiferencia de la mayor parte de la población, que ya, por fin, no se sentía atraída por guerras ni por contenciosos lejanos. La sociedad no se deprimió, ni mucho menos, por la pérdida de los últimos reductos coloniales, como pasó en 1898.

			La dictadura protagonizó una extraordinaria capacidad de adaptación a los tiempos, una versatilidad que no alteró su fundamento principal, que fue la concentración del poder en el dictador, una parca y ambigua definición institucional, y unos calculados equilibrios para ir readaptando los heterogéneos grupos que apoyaron la sublevación de 1936 y que se expresaron en “familias políticas”. Pero sobre todo, fue enormemente flexible ante las cambiantes circunstancias internacionales, arrimándose “al sol que más calentaba”. 

			Pasada la Segunda Guerra Mundial, con la derrota de las potencias amigas de Franco, el régimen tuvo que transformarse para dar al mundo una nueva imagen de moderación. De 1945 a 1957, junto con la presencia de los militares, que continuaba siendo fundamental, con el 43% de los ministerios, se aprecia un notable descenso de los falangistas en el Gobierno, ahora el 27%, mientras se incrementa la presencia de los católicos, con un 29% de representación. Para los militares, dejó de ser obligatorio el saludo brazo en alto. En plena Guerra Fría, el objetivo del dictador español era ir abandonando los rasgos más netamente fascistas y presentarse al mundo como el único líder que había logrado vencer al comunismo internacional y que había establecido un régimen moderado y católico. El intento de maquillaje solo funcionó a medias. Los países democráticos no olvidaban fácilmente las “amistades peligrosas” del Generalísimo. Pero Franco logró sobrevivir al final de la Guerra Mundial, lo que fue una sorpresa para la oposición en el exilio, aunque su régimen fue condenado y aislado diplomáticamente hasta 1950, cuando Naciones Unidas levantó el veto al régimen español, que había provocado la retirada de embajadores. A partir de ese año, España se fue incorporando a los principales organismos internacionales, procesó que culminó en 1955 con la entrada en la ONU. 

			El año de 1953 fue muy importante para la política internacional del franquismo, con la firma del Concordato con la Santa Sede y de los tratados con Estados Unidos. La diplomacia norteamericana, desde el inicio de la guerra de Corea en 1950, venía apreciando el valor estratégico de España en el momento de configuración de los dos bloques antagónicos. Franco ansiaba establecer unas sólidas relaciones con la primera potencia mundial para acabar con los recelos de las democracias internacionales y, al mismo tiempo, “bendecir” su régimen en el interior. El 23 de septiembre se firmaron los Acuerdos de Madrid con los Estados Unidos de América, por los que España perdió parte de su soberanía, al admitir cuatro bases militares en su territorio: Torrejón de Ardoz, Zaragoza, Morón de la Frontera y Rota. A cambio, recibía importantes cantidades económicas, en forma de préstamos o ayudas, y armamento y material militar para la renovación del anticuado material bélico superviviente de la Guerra Civil. En muchos casos no resultó tan nuevo, pues procedía de la Guerra Mundial y de la de Corea. Pero quizás, como apunta Viñas (2010: 271), las consecuencias más importantes de los pactos fueron otras, como el fortalecimiento del sentimiento de seguridad que desde los años cincuenta envolvió a la dictadura y que constituyó una pieza esencial en lo que cabría denominar “modelo de disuasión” del franquismo, tanto hacia el exterior, sobre todo en el norte de África, como hacia los enemigos internos, sirviendo para la estabilidad del país. Por otro lado, generaron un profundo sentimiento antiamericano en la izquierda española.

			En 1957, la difícil situación económica y la incorporación a los principales organismos internacionales, salvo la Comunidad Económica Europea y la OTAN, hicieron que Franco rompiera el equilibrio entre falangistas, militares y católicos para confiar principalmente en los tecnócratas del Opus Dei, profesionales de reconocido prestigio que en su mayoría se habían formado en el extranjero. Los militares se limitaron a mantener las carteras relacionadas con la defensa y seguridad ciudadana. Al nuevo Gobierno, el general Franco le encargó modernizar la sociedad a partir de la liberalización e internacionalización de las férreas estructuras económicas. Mientras, la esencia política del régimen permanecía prácticamente inflexible.

			Entre 1959 y 1973, el franquismo entra en una nueva fase caracterizada por el crecimiento económico y el desarrollo social, sobre todo de las clases medias, que van a sustentar el régimen y posteriormente lo van a “enterrar” para respaldar la Transición. A partir del Plan de Estabilización de 1959 y de los Planes de Desarrollo iniciados en 1964, España despegaba por la senda de la industrialización, del turismo, de la elevación de los niveles de vida y de la modernización, con un gran traspaso de mano de obra desde el sector agrario a la industria y los servicios, desde las zonas rurales a las urbanas. Pero también era la época de una España que exigía mayores y diferentes cambios de los que podía proporcionar el modelo invariable de la dictadura. Son los años dorados del régimen, con una tasa de crecimiento anual entorno al 7% del PIB entre 1960 y 1973, el segundo más importante entre los países de la OCDE, por detrás de Japón. La renta per cápita pasó de 300 dólares en 1960 a 1.000 dólares una década después, aunque seguía alejada de las principales potencias económicas. 

			La riqueza no se repartió ni mucho menos de igual forma entre todos los españoles ni en todas las instituciones. Para uno de los mejores especialistas de la historia militar española, el Ejército franquista fue la institución menos afectada por la modernización del Estado, ya que quedó excluido de los planes de desarrollo económico. El presupuesto de los ministerios militares “quedó limitado a cubrir gastos de personal y mantenimiento de instalaciones, conceptos que se dotaron con austeridad rayana en la miseria” (Puell, 2005: 214). Los desequilibrios regionales se profundizaron. La prosperidad acabó de repente, por la crisis económica internacional de 1973, que azotó profundamente al país y se llevó por delante muchas de las conquistas económicas de la última década. 

			El Ejército no formó un bloque monolítico ni en su seno interno ni en su respaldo a la política franquista. Como en la carrera política, había numerosas familias y muchas sensibilidades. Pero ninguna cuestionó la autoridad de Franco en vida. Otra cosa era lo que intentaban imaginar cuando desapareciera. El atentado de ETA del 20 de diciembre de 1973, que costó la vida al almirante Luis Carrero Blanco, primer presidente del Gobierno del régimen, puso a prueba la capacidad de resistencia de la dictadura, y dentro de esta la del Ejército, al que se había encomendado su defensa. Un sector de las Fuerzas Armadas, entre las que se incluía el propio Carrero, planeaba prolongar el franquismo sin Franco. A este sector inmovilista, conocido como el “búnker”, se oponía uno liberal, minoritario, que apoyaba al sector político aperturista, luego reformista, que no contemplaba el franquismo sin Franco. Para este, el sucesor a título de rey, elegido ya en 1969, debería encabezar la transición hacia la democracia.

			Al final del franquismo, bajo el estímulo de la Revolución de los Claveles en Portugal del 25 de abril de 1974, se fundó la Unión Militar Democrática (UMD), organización clandestina con pocos miembros pero grandes pretensiones. Entre sus principales objetivos figuraban democratizar las Fuerzas Armadas y contribuir pacíficamente al derrocamiento de la dictadura española, para lo que establecieron relaciones con líderes políticos de la oposición, políticos apartados del régimen e incluso con don Juan de Borbón, el padre del futuro rey al que Franco había dejado al margen de la sucesión en favor de su hijo Juan Carlos. El texto de su ideario fundacional fue aprobado en Barcelona el 1 de septiembre de 1974. Entre otras cuestiones, abogaba por la instauración de las libertades, el respeto de los derechos humanos, la elaboración de una Constitución democrática y la reorganización de las Fuerzas Armadas. En el verano de 1975, fueron detenidos los principales líderes de la organización, tildados de rojos, impíos e inmorales. En aquel momento, se calcula que contaba entre 200 y 400 miembros comprometidos y hasta 600 colaboradores, según cifras aportadas entonces por su portavoz, el capitán José Ignacio Domínguez. 

			Aunque cuantitativamente no se trató de una fuerza comprometedora, la UMD consiguió despertar las conciencias de muchos militares y su ideario causaba simpatías, sobre todo en el sector más joven del Ejército, el que no había participado en la Guerra Civil. En palabras de uno de sus simpatizantes, militar e historiador, “Dentro del Ejército, solo los componentes de la UMD tuvieron el valor de determinar con precisión su postura democrática y progresista” y la virtud “de ofrecer algo novedoso, impensable: removieron estructuras burocráticas militares esclerotizadas por el tiempo, trascendieron la ambigüedad castrense, en una palabra, y tuvieron el valor de expresar su descontento manifestando al mismo tiempo su fe en algo mejor” (Aguilar, 1999: 430-432).

			Esta organización no recogió a todos los militares descontentos. Entre las primeras discrepancias de los generales de la guerra, que desaparecieron conforme públicamente iban quedando marginados, y la UMD, en los últimos momentos del régimen, siempre existió un germen de disconformes, aunque muy limitado y poco conocido por la prudencia que debían guardar ante las posibles represalias. La importante reforma del Ejército de Tierra iniciada tras el fallecimiento de Franco, “probablemente habría generado muchos más conflictos, y desde luego habría sido bastante más lenta, si un nutrido grupo de generales, jefes y oficiales, situados en cargos de mayor o menor responsabilidad durante los últimos años del franquismo, no se hubiese sentido insatisfecho de la institución a la que pertenecían y no se hubiese esforzado por mejorarla y actualizarla” (Puell, 2010: 96). 

			Especialmente trascendental resultó el papel desempeñado por el Alto Estado Mayor (AEM) y el Servicio Central de Documentación de la Presidencia del Gobierno (SECED), donde se debatió sobre el futuro de las Fuerzas Armadas y su protagonismo en los cambios. También se definieron los condicionamientos precisos para que muchos militares asumieran el proceso sucesorio y las nuevas reformas legales sin graves riesgos para el sistema que se pretendía implantar. Los generales Manuel Díaz-Alegría y Manuel Gutiérrez Mellado, desde el AEM, y el comandante Andrés Cassinello, desde el SECED, junto a la mayor parte de sus colaboradores, eran conscientes del decisivo papel que iban a desempeñar la Fuerzas Armadas en el proceso. También “que era preciso lograr una mayor sintonía entre el ejército y la sociedad, modernizar la obsoleta estructura orgánica de la defensa, mejorar la operatividad de las unidades, etcétera” (Puell, 2005: 222).

			


CAPÍTULO 7

			EL FINAL DEL INTERVENCIONISMO MILITAR. 			LAS FUERZAS ARMADAS DESDE 1976

			LA TRANSICIÓN DEMOCRÁTICA EN LA SOCIEDAD ESPAÑOLA Y EN SU EJÉRCITO

			La transición española hacia la democracia fue un proceso político ambicioso de transformación de una dictadura autoritaria en un régimen pleno de libertades en el que había mucho por hacer, pero para lo que no había relativa prisa. Poco a poco, con pies de plomo, asentando las reformas; esta debió ser la premisa de Adolfo Suárez, líder político del proceso de cambio. Junto al monarca Juan Carlos I, les tocó el papel de enterrar al franquismo desde dentro, desde las propias instituciones del régimen. Juan Carlos de Borbón fue proclamado rey de España dos días después de la muerte del dictador, el 22 de noviembre de 1975, tras jurar ante las Cortes franquistas su fidelidad a los Principios Fundamentales del Movimiento. La monarquía, por tanto, no había sido restaurada, sino instaurada por el anterior Jefe del Estado, que había designado al rey como su sucesor en 1969.

			Una de las medidas de mayor trascendencia del nuevo rey fue forzar la dimisión del último presidente del Gobierno franquista, Carlos Arias Navarro, en julio de 1976. Para su sucesión eligió, por recomendación del presidente de las Cortes, Torcuato Fernández Miranda, a Adolfo Suárez González, que había sido gobernador civil en Segovia, director general de Radio Televisión Española y ministro-secretario general del Movimiento entre diciembre de 1975 y julio del año siguiente. Suponía una apuesta arriesgada, por su procedencia y juventud, pero Fernández Miranda tenía plena confianza en su compromiso con la democracia. Una de las primeras iniciativas del gabinete de Suárez fue la Ley de Amnistía de 30 de julio de 1976 para todos los encarcelados por delitos políticos o de rebelión, si bien se excluían expresamente los delitos de sangre. Pretendía “promover la reconciliación de todos los miembros de la nación”. Además, estipulaba “la reintegración de los de­­re­­chos pasivos a los militares sancionados después de la pasada contienda, de los distintos indultos concedidos y de la prescripción de todas las responsabilidades penales por hechos anteriores al 1 de abril de 1939”. 

			La Ley para la Reforma Política, denominada por algunos como la octava ley fundamental, resultó la clave principal del cambio. Su objetivo era abolir las siete anteriores al mismo tiempo que se abría paso a la democracia. Por ello, fue conocida como “ley-puente”. La ley estaba compuesta por tan solo cinco artículos y tres disposiciones transitorias. Resultaba pretendidamente ambigua, con el fin de que fuese aprobada por los procuradores en las Cortes. Declaraba que “La democracia en el Estado español se basa en la supremacía de la ley, expresión de la voluntad soberana del pueblo”. Estas palabras bastaron para desmontar el régimen franquista. Fue aprobada por las Cortes franquistas el 18 de noviembre de 1976 por una aplastante mayoría: 425 votos a favor, tan solo 59 en contra y 13 abstenciones. El 15 de diciembre del mismo año se celebró un referéndum en el que fue votada por el pueblo español con el 94,1% de los votos emitidos.

			El Gobierno de Suárez, con la legitimidad derivada del referéndum, fue disolviendo las instituciones franquistas, como el Movimiento y sus organizaciones, el sindicato vertical, el Tribunal de Orden Público, etcétera. Al mismo tiempo, se convocaron las primeras elecciones generales a Cortes, que se fijaron para el 15 de junio de 1977, y antes de las elecciones se legalizaron los sindicatos y partidos políticos antifranquistas, como el PSOE y el PCE. El 9 de abril de 1977, Sábado Santo, el Gobierno anunció por sorpresa la legalización del Partido Comunista de España, decisión que, a pesar de las vacaciones, causó un enorme revuelo entre algunos sectores del Ejército y la extrema derecha. También en el propio Gobierno. El almirante Gabriel Pita da Veiga, ministro de Marina, dimitió de forma irrevocable. A cambio de la legalización, la semana siguiente, el Comité Central del PCE acordó, en una tensa reunión de dos días, colocar la bandera bicolor al lado de la comunista en todos sus actos, por 169 votos a favor y 11 abstenciones, además de prometer el apoyo a la monarquía y a la unidad de la patria si se avanzaba en las libertades.

			La Transición estaba basada en una condición irrenunciable, como era la de la monarquía como forma de gobierno, y en tres premisas fundamentales para poder realizar y consolidar las reformas. La primera era el consenso entre las principales fuerzas políticas, con el fin de llegar a acuerdos duraderos. Esto suponía dejar fuera del nuevo escenario a algunas organizaciones políticas que históricamente habían tenido un papel relevante. La segunda se definía por el olvido del pasado para comenzar una nueva sociedad sin rencores ni miedos, dejando de lado la historia reciente, poco y mal conocida. La última premisa consistía en la devolución de los militares a los cuarteles para conseguir la supremacía incuestionable del poder civil sobre el militar. Aquí había una opinión prácticamente unánime entre todos los sectores políticos de carácter democrático. Los políticos del cambio eran conscientes de que “el desarrollo, la calidad y la supervivencia de un sistema democrático, dependen de la capacidad del Gobierno de convertir a las fuerzas armadas en instrumentos a su servicio y al de la política, y no al revés” (Pion-Berlin, 2001: 1).

			El periodo de la Transición no estuvo exento de cierta tensión entre civiles y militares y de desconfianza entre ambos. Aunque la historia no contara, el recuerdo inmediato estaba muy presente en gran parte de los españoles, donde a lo largo de la dictadura se había vivido un claro divorcio entre la sociedad civil y el Ejército. Tampoco en el seno de las propias fuerzas militares la opinión hacia las nuevas transformaciones sociales era unánime, ni mucho menos. Los sectores más conservadores, críticos e inmovilistas acabaron siendo postergados. Las Fuerzas Armadas “posiblemente constituyeron la mayor incógnita, tanto para el hombre de la calle como para la clase política, en el momento del cambio político planteado al morir Franco en noviembre de 1975” (Fernández Bastarreche, 2010: 386). Pero con todo, “el rasgo más llamativo de la transición política de la dictadura a la democracia en España es la forma pacífica en que sucedió la dejación del protagonismo formal de las fuerzas armadas en las instituciones y en la vida política y la instauración normativa de la vida civil” (Bañón, 1988: 312). 

			Desde julio de 1976, Adolfo Suárez, con la inestimable colaboración del general Manuel Gutiérrez Mellado como vicepresidente para asuntos de Defensa, tuvo como uno de sus principales objetivos incorporar a las Fuerzas Armadas al proceso político y social de la transición a la democracia en un contexto interior nada fácil, por el terrorismo que azotaba a muchos de sus miembros y por las tendencias golpistas de algunos militares melancólicos del reciente pasado. Para lograrlo, estaba resuelto a alejar al Ejército de sus tradiciones intervencionistas, poniendo las bases para la sustitución de los mandos franquistas por otros jefes y oficiales más jóvenes y moderados, capaces de asumir el mando civil y los valores democráticos.

			Entre las primeras decisiones estuvo la de suprimir la jurisdicción militar sobre paisanos enjuiciados por terrorismo.

			Esta medida constituyó un cambio trascendental y valiente, dado que se realizó en una época de asesinatos de militares por grupos terroristas. Sin embargo, la separación del ejército del cometido de la represión política representaba para muchos militares una especie de alivio, ya que les permitía dedicarse a sus funciones puramente profesionales, abriéndoles un porvenir donde el terrorismo no se cebase quizás en ellos (Alpert, 2010: 203).

			A principios de 1977, se fundieron los tres ministerios militares en uno solo de Defensa, al frente del cual se puso a un civil: Agustín Rodríguez Sahagún, primer paisano que ocupara este cargo desde Juan Negrín durante el último año de la Guerra Civil. El control civil de los ejércitos resultaba una condición indispensable para la consolidación democrática de las Fuerzas Armadas. Los mandos militares, desde entonces, se ocuparían exclusivamente de cuestiones profesionales, integrados en la Junta de Jefes de Estado Mayor (JUJEM), dependiente del Ministerio de Defensa. Se estableció una comisión de cinco generales con el cometido de elaborar recomendaciones sobre el modo de aumentar la profesionalización del Ejército. Además, se puso en vigor un sistema de ascensos por mérito y no por antigüedad, lo que permitía la selección por capacidad, preparación y valores. Como en los años veinte y treinta, esta última decisión generó innumerables quejas, actos de indisciplina y acusaciones de favoritismo político. Incluso, muchos volvían a recordar públicamen­­te el nombre de Manuel Azaña con el fin de generar miedo e incertidumbre.

			En diciembre de 1978, se aprobó la Constitución que iba a regir los destinos del país. Entre las principales aportaciones del texto, según Álvaro Soto (2005), destacaban la definición de España como un “Estado social y democrático de Derecho”, el establecimiento de una monarquía parlamentaria y la descentralización territorial que se tradujo en la creación del actual estado de las autonomías. La misión del Ejército, según el texto constitucional, era la de “garantizar la soberanía e independencia de España, defender su integridad territorial y el ordenamiento constitucional”. No quedaba clara su dependencia al poder civil. La Ley de Criterios Básicos de la Defensa Nacional y la Organización Militar, del 1 de julio de 1980, estableció que el Ejército no era autónomo, sino que estaba obligado a cumplir los preceptos de la Constitución. Y la cadena de mando se puso firmemente bajo la autoridad del ministro de Defensa. 

			PRESIONES MILITARES, CONSPIRACIONES 		Y EL GOLPE DE ESTADO DEL 23-F

			Entre 1978 y 1980, la banda terrorista ETA mató a 239 personas y el GRAPO a otras 44, muchas de ellas militares y miembros de las fuerzas de la seguridad del Estado (González Calleja et al., 2015a: 280). En este contexto de elevada conflictividad social —ten­­siones territoriales generadas por el nuevo estado de las autonomías, dificultades económicas, luchas internas en el partido de gobierno, la Unión de Centro Democrático (UCD)—, el sector más inmovilista de las Fuerzas Armadas comenzó a manifestar su descontento públicamente, a presionar directamente al poder civil y a conspirar en secreto contra el nuevo régimen político. Quizá les influía más el malestar que les generaban algunas de las reformas políticas y militares democratizadoras. 

			Las presiones de los militares inmovilistas sobre el Gobierno fueron continuas desde 1976, como ha estudiado Busquets (1982: 152-156). El 1 de octubre dimitió el teniente general De Santiago como vicepresidente del Gobierno y su actitud fue apoyada, a través de una carta publicada en El Alcázar, por el general Iniesta. Este incidente, que implicó la primera presión pública sobre el poder político, se produjo a raíz de reconocer el Gobierno la libertad sindical. Después vendrían otras, como la acontecida a partir de la legalización del PCE, en abril de 1977. Los miembros que integraban el Consejo Superior del Ejército redactaron una dura nota que, además, fue divulgada por la oficina de prensa del Ministerio. En septiembre del mismo año, varios tenientes generales en activo y en la reserva se reunieron en Játiva para redactar un memorándum que se pretendía elevar al rey y dar a conocer a las Fuerzas Armadas, manifestando su descontento con la evolución política. Un mes después, el Ejército no permitió que en la amnistía militar se incluyera a los antiguos combatientes del Ejército Popular de la República ni a los que perdieron la carrera por pertenecer a la Unión Militar Democrática. 

			La dimisión de Suárez como presidente del Gobierno, a finales de enero de 1981,

			desencadenó el rumor de que la presentaba como consecuencia de las presiones militares. Había en su discurso de despedida una enigmática frase que daba pie a las suposiciones: Me voy porque no quiero que por mi causa la democracia sea, una vez más, un paréntesis en la historia de España. Después del 23-F, los ultras hicieron correr que tal presión fue realizada por los capitanes generales Milans del Bosch, Merry Gordon y González del Yerro (Busquets, 1982: 37).

			En la actualidad parece evidente que la dimisión del presidente fue para frenar la conspiración ya en marcha del general Alfonso Armada (Muñoz Bolaños, 2015a: 413), lo que no logró frenar el golpe militar del 23-F, pero sí su proyecto inicial.

			Además de presiones de guante blanco, actos de indisciplina, insultos hacia las autoridades, sobre todo coincidiendo con funerales por las víctimas del terrorismo, y otros desplantes del momento, el sector más franquista del Ejército organizó algunas conspiraciones previas al golpe de Estado de 1981, como la conocida como Operación Galaxia, abortada en noviembre de 1978. Fueron juzgados cinco implicados que pretendían secuestrar al Gobierno durante una reunión del Consejo de Ministros, coincidiendo con una estancia del rey en el extranjero.

			Durante el proceso de transición a la democracia, solo exis­­tió una institución con capacidad para poner fin al cambio político: las Fuerzas Armadas, y más concretamente, el Ejército de Tierra. Constituían el principal bastión del franquismo, aun­­que a partir de 1980 surgieron un conjunto de tramas militares golpistas que no solo pretendían modificar o derribar el naciente sistema democrático, sino incluso la propia monarquía. La mayor parte de ellas acabaron subsumidas en la llamada “solución Armada”, origen del golpe de Estado del 23-F (Mu­­ñoz Bolaños, 2016: 9). Una de las principales tuvo su epicentro en la División Acorazada Brunete, en las afueras de Ma­­drid, en 1980. 

			La mayor amenaza militar de la Transición la constituyó el golpe de Estado que llevó al teniente coronel Antonio Tejero Molina, de la Guardia Civil, a tomar el 23 de febrero de 1981 el Congreso de los Diputados en plena sesión de investidura de Leopoldo Calvo Sotelo como presidente del Gobierno, candidato designado en el seno del partido en el Gobierno. A las seis y veinte de la tarde, varias decenas de guardias civiles dirigidos por Tejero irrumpieron en el Congreso y se apoderaron del mismo con suma rapidez. Todos los españoles se sentían perplejos y asustados ante las noticias que se comenzaban a divulgar por las emisoras de radio, que estaban retransmitiendo la sesión en directo. A los más mayores les venían a la imaginación los acontecimientos del 18 de julio de 1936. Tiros en el hemiciclo, zarandeo del vicepresidente del Gobierno general Gutiérrez Mellado, secuestro del Ejecutivo en pleno y de los diputados, tanques circulando por la ciudad de Valencia… Las noticias no eran nada tranquilizadoras. 

			Aunque el teniente coronel Antonio Tejero fue quien dio la cara en el asalto al Congreso, el hombre clave del golpe fue el general Alfonso Armada. Por su cercanía con el rey, hizo ver al propio Tejero, a los capitanes generales y a muchos jefes de unidades militares que actuaba en su nombre y con su consentimiento. En el mismo Congreso empezó a conocerse la verdad y se descubrieron las muchas mentiras y medias verdades del general. En su imaginación había ideado dos golpes, uno puramente político, que había presentado a distintas fuerzas políticas como un acto puramente constitucional, y otro militar, más duro e intransigente, ofrecido a los militares más nostálgicos del franquismo. A estos les garantizaba un Gobierno fuerte para hacer frente con energía al terrorismo y al separatismo. El teniente coronel Tejero, al conocer sobre la marcha esta “alianza contra natura” de dos golpes en uno que le ofreció Armada, con un Gobierno de concentración que este presidiría en el que participarían militantes de la UCD, socialistas y comunistas, se opuso radicalmente a secundar sus planes. “Mi general, yo no he asaltado el Congreso para esto”, le respondería. 

			La situación quedó en un callejón sin salida para las fuerzas de la Guardia Civil que habían controlado la Cámara. La mayoría, incluso, fueron saliendo por las ventanas en cuanto tuvieron ocasión. El compás de espera de Tejero dio tiempo a la casa real para desmontar el golpe, hablando con cada uno de los capitanes generales y con diversos jefes militares, muchos de los cuales se habían comprometido con los responsables de la conspiración la misma mañana del día 23 por creer que el rey estaba involucrado. Fueron horas intensas, donde el secretario de la casa del rey, el general Sabino Fernández Campo, no paraba de hablar con unos y otros. Algunos mandos solicitaron dialogar con Armada, a quien creían en el Palacio de la Zarzuela. Fernández Campo respondió de forma tajante: “Ni está ni se le espera”. Quería dejar claro que el monarca no tenía nada que ver con la estrategia del general Armada. Juan Carlos I les hizo llegar a todos los responsables militares su inquebrantable compromiso con la Constitución. 

			El rey salvaba la democracia y la democracia salvaba a la corona. Buena parte de los mandos militares no mostraban por entonces mucho entusiasmo por los nuevos tiempos, pero eran muy disciplinados. “La obediencia ciega al Jefe y la disciplina castrense hicieron que, casi sin rechistar, todos los capitanes generales se situaran al lado del rey aquella noche” (Pinilla, 2010: 174). A la una y veintitrés de la madrugada del día 24, don Juan Carlos interviene en la televisión para garantizar el orden constitucional, anunciar el fracaso absoluto del golpe de Esta­­do y tranquilizar a todos los demócratas.

			Todavía hay más sombras que luces en el conocimiento de la organización de la trama, los militares y civiles implicados y los objetivos finales del golpe. Da la impresión de que el 23-F es como un iceberg, solo ha salido a la superficie una mínima parte. El juicio tampoco aclaró muchas dudas. So­­lamente se sentaron en el banquillo los protagonistas directamente implicados, y quedaron diluidas las raíces de una conspiración mucho más profunda de lo que parecía. En total, 32 militares y un civil. El 3 de junio de 1982 se hizo pública la sentencia. Las penas más duras fueron para el teniente coronel Tejero y el capitán general de Valencia en la jornada del golpe, Jaime Milans del Boch, condenados a 30 años. El general Armada lo fue a 6 años y se absolvía a 11 acusados. El Go­­bierno recurrió la sentencia ante el Tribunal Su­­premo. El cambio más importante afectó a la condena de Al­­fon­­so Armada, que pasó de 6 a 30 años, igualándose la pena con las de Tejero y Milans. 

			El 23-F resultó un acontecimiento muy importante tanto por sí mismo, al generar una gran conmoción tanto en el país como en el extranjero, como por sus consecuencias. La primera, “marcó el inicio del fin del protagonismo del Ejército en la vida política española, haciendo posible el establecimiento de un sistema democrático estable en nuestro país” (Muñoz Bolaños, 2015b: 85). El proceso de transición a la democracia se hacía irreversible y se acababa, por fin, con el problema militar en España. La sociedad civil comenzó a valorar en mayor grado las conquistas democráticas de la Transición. Para este autor, hubo otras tres consecuencias importantes: aceleró la descomposición de la UCD, haciendo posible el arrollador triunfo del PSOE en las elecciones legislativas del 28 de octubre de 1982; dotó de legitimidad democrática de ejercicio a la institución monárquica encarnada por Juan Carlos I, convertido en el gran protagonista del acontecimiento; y reordenó momentáneamente el proceso autonómico con la aprobación el 30 de junio de 1982 de la Ley Orgánica de Armonización del Proceso Autonómico (LOAPA), aunque luego fuera en parte derogada por el Tribunal Constitucional en 1983.

			En el seno del Ejército, el fracaso del 23-F permitió afrontar con energía y consenso las reformas militares que llevaron definitivamente a los militares a sus cuarteles. Se aprendió también una lección que vino bien para algunas medidas posteriores: “Poder civil y poderío militar no podían depender, en adelante, del personalísimo enganche de un solo hombre: el rey” (Urbano, 2001: 322). El gabinete de Calvo Sotelo , en el que por primera vez no había militares, se dedicó no solo a modernizar en la medida de lo posible las Fuerzas Armadas, sino que también las purgó de ultra reaccionarios. También 

			hizo algo que había buscado con ahínco el franquismo en su momento sin el menor éxito y que deliberadamente Suárez y sus gabinetes retrasaron, ingresar a España en la Organización del Tratado del Atlántico Norte (OTAN) en mayo del 82, aunque ya lo defendiera como parte de su política exterior en su programático discurso, para tranquilidad de la gran potencia occidental estadounidense y de paso con la utilidad a largo plazo de civilizar al ejército y ponerle en contacto con ejércitos democráticos (Ibáñez, 2015: 186-187).

			El golpe de Estado del 23 de febrero de 1981 no cerró definitivamente las puertas al golpismo, porque quedó un grupo involucionista intacto de los tres anteriores, el conocido como de los “técnicos”.

			Sería este grupo, con el apoyo moral de San Martín y Milans del Boch, ambos encarcelados, el que pondría en marcha el último golpe de Estado de nuestra historia: el del 27 de octubre de 1982, conocido como MN o Movimiento Nacional. Operación cuyo objetivo era evitar la victoria del PSOE en las elecciones legislativas que tendrían lugar el día 28 del citado mes, y poner en marcha su proyecto político (Muñoz Bolaños, 2016: 24).

			 Pero los planes de los “técnicos”, muy elaborados desde un punto de vista militar, no llegarían a hacerse realidad. El 1 de octubre, la operación involucionista quedó desmontada por la acción policial. Con esta acción, por fin las tramas golpistas desaparecieron en el Ejército español, consiguiendo finalizar la transición democrática de las Fuerzas Armadas. La estrategia del gobierno del PSOE fue la de minimizar esta conspiración para intentar restablecer unas relaciones cordiales con el Ejército.

			Las conspiraciones golpistas finalizaron, pero todavía se asistió a algunas operaciones aisladas, no articuladas, de militares involucionistas y nostálgicos del franquismo, bien estudiadas por Muñoz Bolaños (2011), que intentaron acabar con el régimen, abriéndose una nueva etapa residual donde el involucionismo militar entró en una decadencia irreversible. Una de ellas, diseñada por los comandantes Ricardo Sáenz de Ynestrillas e Ignacio Gasca Quintín, intentó asesinar a los miembros de la familia real, del Gobierno y de la cúpula militar que asistían al desfile de las Fuerzas Armadas de 1985 en La Coruña mediante un atentado similar al que había provocado la muerte de Carrero Blanco en 1973. El CESID desarticuló previamente los planes. El último episodio involucionista militar de la historia de España fue protagonizado por el coronel Carlos de Meer de Ribera, que intentó buscar apoyo en Libia, a donde viajó el 23 de enero de 1986. Detenido en el mes de mayo acusado de delito de abandono de residencia, fue condenado a seis meses de prisión por su acción, que él justificaba sólo como un compromiso económico de Gadafi para fundar un periódico y un partido político de extrema derecha. 

			“Los intentos de La Coruña y la visita de De Meer a Gadafi no fueron más que los estertores desesperados de los pocos nostálgicos que quedaban en las FAS, y realmente no conllevaron ningún peligro, ya que en el primer caso era conocido previamente y fue fácilmente desmontado, y en el segundo, ni siquiera podía calificarse de operación golpista” (Muñoz Bolaños, 2011). Pero con la desarticulación de esta extraña operación de 1986 desapareció definitivamente el golpismo militar y se consiguió el control completo de las Fuerzas Armadas por el poder político y el fin del intervencionismo militar.

			


EPÍLOGO

			LAS REFORMAS DE LA DEMOCRACIA

			Un mes después del ingreso en la OTAN, se renovó por completo la cúpula militar y el Ejecutivo se aseguró de que los jefes del Ejército estuvieran de acuerdo con las principales líneas de la gran reforma que se avecinaba. El 5 de agosto de 1982 se aprobó la Ley de Reserva Activa, a la cual pasarían aquellos militares no destinados a ascender más algunos años antes de su jubilación absoluta. 

			Quizá la disposición más importante llegó en 1984 con la denominada Reforma Serra, la ley orgánica de reforma de la ley de 1980 por la que se regulan los criterios básicos de la defensa nacional y la organización militar. El presidente del Gobierno, Felipe González, y el ministro de Defensa, Narcís Serra, del PSOE, compartían una misma preocupación: “No más golpes de Estado” (Navajas, 2006: 107). La reforma de la ley, cuatro años después, pretendía acabar con una superposición de órganos que entorpecía su unidad de acción y cierta divergencia de posiciones entre ellos, clarificar las relaciones entre el Gobierno y las Fuerzas Armadas y ponerlas al nivel de los regímenes democráticos.

			Para conseguirlo, la reforma de Serra incidía en dos actuaciones prioritarias. La primera buscaba potenciar la figura del presidente del Gobierno y poner a las Fuerzas Armadas a su disposición, consiguiendo la plena sumisión del poder militar al civil en los asuntos militares. A él correspondía la dirección de la política de defensa y de la guerra, definir los objetivos estratégicos y la distribución de las fuerzas. El ministro de Defensa elabora, ejecuta y determina la política militar. La segunda consistía en crear un organismo coherente que permitiera una gestión eficaz en el Ministerio de Defensa, reduciendo las competencias de la Junta de Defensa Nacional, que quedaba como órgano consultivo y asesor, Junta de Jefes de Estado Mayor y jefes de los Estados Mayores del Ejército de Tierra, Armada y Ejército del Aire. Esta ley “puso término a ciento diez años de autonomía militar efectiva de la institución castrense y marcó el final de la transición militar” (Puell, 2005: 237 y 240).

			El Gobierno culminaba el proceso de integración de los militares en el marco constitucional y los alejaba de las tentaciones políticas con la denominada Ley Chacón. Carme Chacón Piqueras, también del PSOE, fue la primera ministra de Defensa de la historia de España. La Ley de Derechos y Deberes de los Miembros de las Fuerzas Armadas, de 2011, reconocía el derecho de los militares a asociarse libremente, legalizaba las asociaciones profesionales de militares y admitía que los miembros de las Fuerzas Armadas “son titulares de los derechos fundamentales y libertades públicas reconocidos en la Constitución”, garantizando la igualdad entre hombres y mujeres y el final de cualquier tipo de discriminación. A cambio, “el militar está sujeto al deber de neutralidad política y sindical”; puede ejercer el derecho de reunión, pero no organizar, participar ni asistir a reuniones o manifestaciones de carácter político o sindical.

			Las circunstancias externas facilitaron la transición democrática de las Fuerzas Armadas, quizá mucho más que las internas. El 29 de octubre de 1981, el Pleno del Congreso de los Diputados aprobó, por 186 votos a favor y 146 en contra, la petición presentada por el Gobierno presidido por Calvo Sotelo para negociar el ingreso de España en la Alianza Atlántica. El tratado de adhesión se firmó el 10 de diciembre, en un momento en el que las tensiones de la Guerra Fría se habían recrudecido. España se convirtió en el miembro número 16 de la OTAN el 30 de mayo de 1982. El líder de la oposición, Felipe González, anunció que cuando llegara al Gobierno convocaría un referéndum para sacar a España de la alianza militar. El referéndum finalmente se celebró en marzo de 1986, con la paradoja de que el PSOE había cambiado de opinión, defendiendo ahora el “Sí a la OTAN”. El 52,5% de los españoles votaron afirmativamente, por lo que en ese mismo año el Gobierno inició la segunda fase del proceso, la integración en la estructura militar, que fue realizándose de forma paulatina hasta 1999. Esta integración ha permitido la incorporación progresiva de generales, oficiales y suboficiales españoles a los cuarteles generales de la estructura de mandos de la OTAN.

			En el cambio de opinión del presidente del Gobierno y líder del PSOE tuvo que influir, sin duda alguna, la entrada unos meses antes de España en la Comunidad Económica Europea, actual Unión Europea, tan ansiada por los líderes políticos españoles y que los políticos europeos aprovecharon para condicionarla a la integración española en la OTAN. El Acta de Adhesión a la Comunidad Económica Europea se firmó en junio de 1985 y la integración se materializó a partir del 1 de enero de 1986. El ingreso en la organización política europea suponía un reconocimiento al proceso democrático español y, al mismo tiempo, un compromiso y garantía de España por preservar los principios, derechos y libertades democráticas. Si la transición interna podría darse por concluida en 1982, la exterior se prolongó unos años más, hasta que se logró alcanzar la plena normalización internacional (Vilar, 2016). 

			La internacionalización de la política española trajo la internacionalización de las Fuerzas Armadas, que comenzaron a compartir misiones en el extranjero, maniobras militares conjuntas, cursos de formación, etcétera. Los oficiales y suboficiales españoles debieron enfrentar su profesionalidad con la de sus compañeros de los ejércitos más importantes del mundo, lo que tuvo tres importantes consecuencias (Ortega, 2008: 23-24). La primera, un destacado número de cuadros españoles comenzaron a vivir el oficio castrense dentro de un marco democrático de libertades, sin por ello perder las disciplinadas y tradicionales esencias de la profesión militar. La segunda: obligó a un importante esfuerzo de puesta al día de organización, procedimientos y métodos de trabajo, especialmente en el caso del Ejército de Tierra, ya que tanto la Armada como el Ejército del Aire llevaban años aplicando la metodología de la OTAN en sus procedimientos operacionales y tácticos. La última consecuencia fue de carácter personal.

			El militar profesional se dio cuenta de que sus conocimientos y práctica de la profesión estaban a la misma altura que los de sus compañeros de los países punteros de la Alianza, lo que permitió romper con un falso complejo de inferioridad que acompañaba a nuestros oficiales y suboficiales, los cuales no habían tenido ocasión anterior de comprobar internacionalmente tales conocimientos profesionales.

			Los mandos militares españoles trabajaron codo con codo con los mandos extranjeros, hicieron un esfuerzo por entenderse con ellos en el mismo idioma y en los mismos valores democráticos y apolíticos. El objetivo de las Fuerzas Armadas empezó a variar. Ya no consistía en mantener el orden y la seguridad en el interior, sino en defender a todos los países integrantes de la alianza atlántica de cualquier enemigo y contribuir al desarrollo de misiones humanitarias por todo el mundo. Los militares comenzaron a sentirse importantes y a desempeñar un papel más relacionado con su formación. Además, “la integración en los organismos internacionales contribuyó a modificar un aislamiento tradicional y las Fuerzas Armadas comenzaron a buscar la manera de aproximarse a una sociedad a la que, durante mucho tiempo, habían ignorado y con la que, en ocasiones, se habían enfrentado” (Fernández Bastarreche, 2010: 405).

			Una vez normalizado el poder militar a partir de su integración en el mundo occidental, se intentó hacer lo mismo en materia de orden público. El Gobierno afrontó el desmantelamiento de las Fuerzas de Seguridad del Estado heredadas de la dictadura. La Ley Orgánica sobre Régimen Jurídico de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, aprobada en 1986, “dejaba atrás el caduco concepto de orden público para asumir el de seguridad ciudadana, cuyas máximas son el respeto a la Constitución, el servicio a la comunidad y el respeto a la dignidad y el honor de las personas” (González Calleja et al., 2015a: 293). Las fuerzas de seguridad se desmilitarizaban y se regulaba la existencia de policías autonómicas y municipales, más cercanas al ciudadano. Solo la Guardia Civil mantenía su naturaleza militar, aunque diferenciada de los tres ejércitos. Desde 1986 todos sus directores generales han sido civiles y no militares. En tiempos de paz actúa como un cuerpo policial a las órdenes del Ministerio del Interior. En situaciones de guerra declarada, estado de sitio u orden expresa del Gobierno, puede pasar a depender del Ministerio de Defensa.

			El proceso de modernización y democratización de las Fuerzas Armadas durante los procesos de transición después de regímenes autoritarios no es completo si no se produce una profunda reforma de la enseñanza militar. Esta, además de un mecanismo de control ideológico fundamental, constituye uno de los principales ámbitos de socialización de los militares. La reticencia por parte de la cúpula militar a ceder sus competencias suele ser un indicador de corporativismo institucional. De ahí que el control civil sobre los ejércitos implique también que sea el Gobierno democrático quien diseñe y dirija la educación militar. “Además, el éxito de la reforma de la enseñanza militar es necesario, tanto para afianzar la transformación de la mentalidad militar, como para favorecer el cambio de percepción que la sociedad civil tiene de las fuerzas armadas. Y, por consiguiente, fundamental para la normalización de las relaciones civiles-militares” (Adé, 2016: 420).

			Entre 1982 y 1991, coincidiendo con los años en los que Narcís Serra dirigió la cartera de Defensa en el gabinete socialista presidido por Felipe González, se llevaron a cabo algunas de las reformas más significativas en el ámbito de la enseñanza militar que sentaron las bases para futuras y más profundas transformaciones del sistema académico militar y de la Fuerzas Armadas en su conjunto. La reforma de la enseñanza militar llegaba tarde, según el propio Serra (2008), porque para que pudiera llevarla a cabo con éxito, el Gobierno que la emprendiera debería tener un fuerte apoyo social, ante el temor de los dirigentes civiles de que pudieran despertar la firme oposición de los militares. El PSOE gozaba de mayoría absoluta desde 1982, por lo que parecía que había llegado el momento de culminar la reforma militar iniciada por Gutiérrez Mellado.

			En 1987 se creó la Dirección General de Enseñanza del Ministerio de Defensa, que lideraría el proceso de cambio, la modernización de los planes de estudio y la regulación de los conciertos con el sistema de la educación general, que contribuyen a la disminución de la distancia entre la cualificación de las elites civiles y militares. También, desde 1988, controlaría el acceso del alumnado a las academias, garantizando los principios de igualdad, mérito y capacidad, permitiendo la incorporación de la mujer a las Fuerzas Armadas, que treinta años después alcanzaría el 12,6% de sus efectivos, según cifras del Ministerio de Defensa.

			Al año siguiente entró en vigor la Ley Reguladora del Régimen del Personal Militar Profesional. La Ley 17/1989 regula los objetivos generales de los planes de estudio. Entre ellos destacan el fomento de la convivencia social y los demás valores constitucionales, y el desarrollo y formación de la personalidad. Uno de los mayores avances de la ley es que regula la adaptación de la enseñanza militar al sistema de educación general. Se favorece no solo la equiparación, sino el intercambio y la transmisión de conocimientos y expertos entre ambos grupos, regulando la incorporación del profesorado civil. 

			Una de las mayores novedades respecto a los planes de estudio viene con la aprobación de los nuevos planes en 1992. Por primera vez se ponen en marcha unos planes de estudio que, con asignaturas comunes, incluyen a los tres ejércitos. Un paso más en la dirección de coordinar y unificar criterios, evitando que la formación en cada uno de los ejércitos siguiera funcionando como departamentos estanco (Adé, 2016: 418).

			 A través del intercambio de profesores y estudiantes con el sistema educativo general, y con el sometimiento de los planes de estudio a la aprobación del Ministerio de Educación, se conseguía poner fin a la autonomía de la que gozaban las academias militares así como al aislamiento en que vivían los cadetes respecto a los jóvenes del resto de la sociedad.

			Durante los gobiernos de José María Aznar, líder del Partido Popular, entre 1996 y 2004, lo más destacable en esta temática fue la promulgación de la Ley 17/1999, que conllevó la creación y formación de la tropa profesional, así como la culminación de la profesionalización de los ejércitos, con el final del servicio militar obligatorio, la célebre mili, que por fin pasaba a la historia. El 8 de noviembre de 2000 se celebró el último sorteo del servicio militar y en enero de 2002 las Fuerzas Armadas eran ya profesionales en su totalidad. 

			En 2008, Carme Chacón fue nombrada ministra de Defensa por el Gobierno socialista de José Luis Rodríguez Zapatero. Además de proponer la ley que regulaba los derechos y deberes de los militares, decretó un nuevo régimen disciplinario, autorizó el reclutamiento de personas transgénero y, en suma, prolongó la tarea de modernización y profesionalización de los ejércitos españoles, con un protagonismo creciente en acciones de pacificación internacional. En unas manifestaciones realizadas en 2011 mostraba su orgullo por haber podido culminar un proceso de 35 años de reformas con las siguientes palabras: “hoy tenemos las Fuerzas Armadas que Azaña soñó y Gutiérrez Mellado impulsó”.

			


CONCLUSIONES

			La historia contemporánea de España comenzó con una guerra, la denominada por los españoles guerra de la Independencia contra los franceses. El conflicto bélico proporcionó las primeras iniciativas de cambio social y político, en sintonía con lo que venía realizándose en las principales potencias mundiales, como Inglaterra y Francia, para dejar atrás el denominado Antiguo Régimen y el absolutismo. También rompió la unidad del Ejército, generando distintas facciones ideológicas en su seno. La debilidad del poder político, la fortaleza de los militares en un contexto de guerra continuo y las dificultades en la implantación del régimen liberal en España, con continuos avances y retrocesos, provocaron una continua intervención de los militares en la vida política, cambiando gobiernos y regímenes políticos a su antojo. 

			La principal forma de intervencionismo militar fue el pronunciamiento, denominación más utilizada durante el siglo XIX para definir los actos de rebelión militar contra el Estado. Se han contabilizado nada menos que 26 a lo largo de toda esta centuria. Pero, a diferencia de lo que sucederá en el siglo XX, los pronunciamientos militares no tienen por objeto desplazar o sustituir el poder civil por el militar. Su finalidad consiste básicamente en lograr la implantación de un determinado régimen político y el gobierno de unas u otras instituciones, pero en ningún caso los militares pretenden suplantar las instituciones civiles, ni acumular ellos el poder político civil. 

			El régimen político de la Restauración, implantado tras un pronunciamiento militar en los últimos momentos de 1874, logró convertirse en un sistema estable basado en la alternancia de los partidos políticos dinásticos, Liberal y Conservador, y en la fidelidad del Ejército. Esta la consiguió dotándolo de gran poder y autonomía. El Ejército llegó a considerarse un estamento autónomo, dotado de estructuras de poder paralelas a la Administración civil del Estado. Mientras, los militares continuaron interviniendo activamente en la vida pública, adscritos a los distintos partidos políticos. No volvieron, ni mucho menos, a sus cuarteles ni erradicaron sus veleidades intervencionistas, aunque con el pronunciamiento republicano de 1886 se cerró por un tiempo el golpismo militar. El artífice del sistema, Cánovas del Castillo, pensaba que solo por la fuerza de las armas el régimen sería capaz de contener cualquier estallido revolucionario, por lo que el Ejército tuvo un destacado protagonismo en el mantenimiento del orden público y defensa del régimen. 

			Después de un largo periodo sin pronunciamientos militares, el mayor hasta entonces de la historia contemporánea, el general Miguel Primo de Rivera acabó con el sistema político de la Restauración el 13 de septiembre de 1923, con un golpe de Estado (denominación más usual en el siglo XX) que, según todos los indicios, contó con la aquiescencia del rey Alfonso XIII. El monarca pretendía cerrar definitivamente las responsabilidades del desastre de Annual en la guerra marroquí, que apuntaban hacia su persona y a la de generales muy próximos a él. Los militares habían vuelto nuevamente a un primer plano de la actividad política desde 1917, tras el desafío de las Juntas Militares de Defensa, coincidiendo con una enorme debilidad de los partidos políticos del turno, un fortalecimiento de las fuerzas políticas y sociales de izquierda, un incremento de la conflictividad social y una nueva guerra, la de Marruecos. El Ejército tenía ante sí todos los ingredientes que le gustaban para coger el Gobierno. La diferencia con el siglo precedente es que ahora iba a suplantar al poder civil, gobernando directamente por medio de un Directorio.

			Pero el Ejército demostró a Primo de Rivera que estaba escindido, y que también había militares de tendencia política liberal, como la mayor parte de protagonistas de los pronun­­ciamientos decimonónicos. Estos se sublevaron contra la dictadura en 1926 y 1929. Su objetivo era tomar el poder para devolverlo a los civiles en mejores condiciones. También fue la pretensión de la sublevación prorrepublicana de Jaca y Cuatro Vientos de diciembre de 1930, que anunció la pronta proclamación de la República, el 14 de abril de 1931. Alfonso XIII, víctima de sus propios errores, tuvo que ceder el poder ante la presión popular y la manifiesta enemistad de buena parte de los militares.

			En julio de 1936, una parte del Ejército español volvía a alzarse contra el poder civil, saltándose la legislación del momento, que solo permitía a la autoridad política la declaración del estado de guerra. Muchos de los conspiradores ya habían participado en el golpe del general Sanjurjo contra el Gobierno de la Segunda República en agosto de 1932. Otros eran militares retirados por la ley Azaña, que había intentado modernizar el Ejército desde los primeros días de régimen republicano. El ministro de la Guerra pensaba que era una condición indispensable para poder transformar toda la sociedad. Las reformas se volvieron contra el régimen. El golpe de Estado que estalló en Melilla el 17 de julio de 1936 fue enérgico y violento. Los conspiradores habían aprendido de las débiles consecuencias de las sublevaciones pacíficas y casi “románticas” de los años anteriores; ahora se quería tomar el poder a cualquier precio y sin condiciones. El equilibrio técnico entre golpistas y leales a la República desembocó en la Guerra Civil, que acabó el primero de abril de 1939 con la victoria del Ejército mandado por el general Francisco Franco y la implantación de una dictadura autoritaria y personalista en la que los militares fueron perdiendo cada vez más peso en la gobernabilidad del Estado, mientras el régimen apenas varió políticamente sus principios fundamentales.

			La dictadura solo acabó con la muerte del general Franco. Supo adaptarse a todos los cambios internacionales, lo que le garantizó su fortaleza junto a un Ejército sólido y unido en torno al dictador. Esta relación tan solo fue cuestionada, en general, por algunos militares muy al final del periodo, en plena decadencia física del dictador, durante una gravísima crisis económica internacional y nacional, y ante un evidente fortalecimiento de la oposición política en el interior y exterior. 

			Al cerrarse la dictadura franquista, el balance de 75 años que habían transcurrido del siglo XX parecía claro: unos 45 años de dictaduras militaristas más tres de guerra en la que en un bando o en más de media España también los militares tuvieron las riendas del poder. La suplantación del poder militar por el civil ganaba de forma abrumadora entre un 64 y un 69%, según consideremos o no el periodo de la guerra. En el resto, la intervención militar también fue considerable, sobre todo como grupo de presión y como principal protagonista en la calle del mantenimiento del orden público. 

			A partir del 20 de noviembre de 1975, fue diseñándose la transición a la democracia desde dentro de las instituciones del régimen, anhelada por su sucesor, el rey Juan Carlos I, y por algunas de sus “piezas” principales, como Torcuato Fernández Miranda, presidente de las Cortes. La dificultad para emprender y consolidar las reformas desde dentro quizá pueda explicar muchas de las decisiones que tuvieron que tomarse a partir de julio de 1976 por el presidente Adolfo Suárez en un contexto muy difícil de terrorismo, efervescencia social, crisis económica y presiones del sector militar más inmovilista. Pero eran tantas las ansias de libertad, tantas las vidas dejadas en el camino, que el proceso fue imparable, fortalecido por las instituciones y organismos internacionales, que acogieron a la joven democracia española para reconocerla y salvaguardarla. 

			Con el fin de asentar las reformas políticas se hacía imprescindible acabar con la supremacía y amenaza del Ejército. A diferencia de periodos anteriores, ahora la reforma del mismo iba a venir casi por “evolución natural”, a consecuencia de las transformaciones políticas, sociales, culturales y económicas de España y del nuevo marco político y militar europeo que ofrecían la Comunidad Económica Europea, actual Unión Europea, y la OTAN. El modelo era muy distinto al emprendido en 1931. Se había aprendido la lección a través de las consecuencias que ha­­bían deparado las reformas de Azaña, que como muchas de las reformas republicanas tuvieron menos efectos prácticos que descontentos. Tras la aprobación de la Constitución en 1978, los gobiernos querían andar con pies de plomo, sin prisas, para evitar la enemistad de los militares con el cambio político. El triunfo del Partido Socialista Obrero Español en las elecciones genera­­les de octubre de 1982, por mayoría absoluta, generó el escenario adecuado para emprender, desde diversas ópticas, la transformación definitiva de las Fuerzas Armadas y garantizar su fidelidad y profesionalidad, alejada de tentaciones políticas.

			Antes, el golpe de Estado del 23-F de 1981 había marcado el inicio del fin del protagonismo del Ejército en la vida política española, haciendo posible el establecimiento de un sistema democrático estable. Los golpistas pretendían volver a los tiempos anteriores a 1975 como si nada hubiera sucedido, aprovechando una coyuntura propicia marcada por el auge del terrorismo, las tensiones territoriales generadas por el nuevo estado de las autonomías aprobado en la Constitución, las dificultades económicas, las luchas internas en la UCD y la dimisión del presidente Suárez. No habían aprendido nada del “error Berenguer”. El 23-F significó el fin del problema militar en España, aunque no del golpismo, puesto que un sector involucionista, cuyas ramificaciones no habían sido quebradas por su fracaso, puso en marcha el último golpe de Estado de nuestra historia, preparado para el 27 de octubre de 1982, cuyo objetivo era evitar la victoria del PSOE en las elecciones del día siguiente. El 1 de octubre, la operación quedó desarticulada por la policía. Con esta acción, por fin las tramas golpistas desaparecieron en el Ejército español, aunque hubo algunos episodios aislados protagonizados por militares involucionistas en 1985 y 1986. Con su desarticulación se consiguió el control completo de las Fuerzas Armadas por el poder político y el fin del intervencionismo militar.

			Los militares golpistas habían sido incapaces de comprender que la sociedad ya no era la misma que la de la dictadura franquista, ahí se explica en gran parte su fracaso. El deseo de la mayor parte de los españoles era el de conservar la libertad y la democracia que se habían recuperado tras la muerte del dictador, a las que, desgraciadamente, por tantas guerras, dictaduras y golpes de Estado, los españoles estaban poco acostumbrados. Las circunstancias internacionales también se mostraban propicias. En 1982, España se integraba en la OTAN y en 1986 cumplía un deseo histórico como era su incorporación a la actual Unión Europea. Desde Europa se reconocía el proceso democrático español y, al mismo tiempo, se ofrecía un compromiso y garantía para preservar los principios, derechos y libertades democráticas en España.

			El mejor síntoma del paso a los museos de la historia del intervencionismo militar es el nuevo papel del Ejército, que ha vuelto a sus cuarteles para dejar el protagonismo de la política a los civiles y el de la seguridad interna a las Fuerzas de Orden Público y Seguridad, olvidando el largo compromiso de los militares con la represión política y social. Su nueva misión se dirige sobre todo a contribuir a la paz mundial y a la seguridad exterior española, en consonancia con las principales organizaciones internacionales, como la ONU y la OTAN. De este modo, España está entre los primeros países que más misiones tiene desplegadas en el exterior, con mandatos internacionales de estas dos organizaciones y de la Unión Europea. Estas misiones se reparten por cuatro continentes: Europa, Asia, África y América. 

			También resulta evidente la nueva mentalidad, principios y valores de los militares españoles, leales al régimen democrático, en sintonía con los de la sociedad civil que los paga y respeta. Según una encuesta del Centro de Investigaciones Sociológicas, publicada en 2015, el 60,9% de los españoles tiene una opinión muy buena o buena de las Fuerzas Armadas y valora al militar de carrera entre las profesiones más preciadas socialmente, con un aprobado alto o 6,45 de calificación sobre diez.

			Durante los últimos años, la sociedad española está mostrando signos evidentes de cambio, como también el escenario político, con nuevas alternativas que están rompiendo los moldes tradicionales de la transición y la democracia del último cuarto del siglo XX y primeros años del XXI. También han vuelto a resurgir viejos problemas y algunos conflictos territoriales protagonizados por fuerzas políticas y sociales cuyo rastro puede seguirse a través de largo tiempo. Sin embargo, por primera vez en nuestra historia contemporánea, no se oye ni la queja, ni la opinión, ni el ofrecimiento para su solución de los jefes militares en activo o en la reserva, algo impensable en otros periodos históricos. Tampoco los gobiernos piensan ya en los militares para su remedio, como ha sido recurrente ante problemas similares del pasado o durante numerosos conflictos sociales y políticos de los siglos XIX y XX. Esto es un buen síntoma. Por fin se ha acabado la “espada de Damocles” y la fuerza de las armas. Desaparecida la amenaza del Ejército y de los militares que tradicionalmente se arrogaban como “salvadores de la patria”, solo la fuerza de los votos y la política tienen ya la palabra y la oportunidad para revitalizar y fortalecer el régimen democrático español. La democracia española muestra así su tremenda madurez y su sintonía con los principales regímenes democráticos del mundo.
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